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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
Montevideo, 15 de setiembre de 1998, 


LA CAMARA DE 
ordinaria mañana miércoles 16, 


SENADORES se reunirá en sesión 


a la hora 16, a fin de 


informarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


19) 


Exposición de quince minutos del señor Senador Luis 


Alberto Heber referente a los 80 años del diario El 


País. 


20) 


Carp. NQ 1165/98. 


Exposición de 60 minutos de la señora Senadora Marina 


Arismendi sobre la Reforma Educativa en curso. 


Carp. NO 1122/98. 


16 de Setiembre de 1998 


Discusión 
de ley: 


39) 


40) 


59) 


62) 


70) 


CAMARA DE SENADORES 


general y particular de los siguientes proyectos 


por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción 
y Protección de Inversiones entre el Gobierno de 
la República y el Gobierno de la República Checa. 

Carp. NQ 850/97 - Rep. NO 586/98. 


por el que se aprueba el Acuerdo entre la Repúbli- 
ca Oriental dei Uruguay y la República Portuguesa 
sobre Promoción y Protección Recíproca de Inver- 
siones. 

Carp. NQ 966/98 - Rep. NQ 595/98. 


por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República y el Gobierno del Reino de Suecia 
sobre Promoción y Recíproca Protección de las 
Inversiones. 

Carp. NO 963/98 - Rep. NO 594/98. 


por el que se aprueba el Tratado de Asistencia 
Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repú- 
blica y el Reino de España. 

Carp. NO 798/92 - Rep. NQ 636/98. 


por el que se aprueba el Tratado de Extradición 
entre el Gobierno de la República y el Gobierno de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

Carp. NQ 644/97 - Rep. NQ 637/98. 
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12) 


80) 


99) 


10) 


11) 
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por el que se aprueba el Tratado de Extradición 
entre la República y la República Argentina. 
Carp. NQ 645/97 - Rep. NO 638/98. 


por el que se aprueba el Tratado de Extradición 
entre la República y la República de Chile. 
Carp. NO 646/97 - Rep. NQ 639/98. 


por el que se aprueba el Convenio sobre Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados 
y Nacionales de Otros Estados. 

Carp. NQ 967/98 - Rep. N2 660/98. 


por el que se modifica la tributación aplicada al 
suministro de gas por cañería, 
Carp. NQ 1056/98 - Rep. NO 669/98. 


Continúa la discusión única de las modificaciones 
introducidas por la Cámara de Representantes al proyec- 
to de ley por el que se prohíbe la introducción al país 
de desechos químicos, biológicos o radiactivos. 


Carp. NQ 100/95 - Rep. N9 657/98. 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ler: 
13) 
14) 
15) 


por el que se declara de interés social la gratui- 
dad de la enseñanza oficial preescolar. 
Carp. NQ 507/96 -— Rep. NQ2 698/98. 


por el que se declara de interés nacional para el 

desarrollo turístico las Termas de Almirón, 5a. 

Sección Judicial del departamento de Paysandú. 
Carp. NO 1143/98 - Rep. NQ 716/98. 


Continúa la discusión general y particular del proyecto 
de ley por el que se declara de interés nacional para 
el desarrollo turístico el puerto de pescadores de 
Punta del Diablo, departamento de Rocha. 


Carp. NQ9 1060/98 - Rep. NO 706/98, 
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16) Proyecto de resolución elevado por la Comisión de 
Defensa Nacional relacionado con la solicitud de venia 
del Poder Ejecutivo para conferir ascensos al grado de 
Capitán de Navío de la Armada. 

Carp. NO 1146/98 - Rep. NG 715/98. 


17) Mensajes del Poder Ejecutivo solicitando venia para 
exonerar de sus cargos a: 


e una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 
(Plazo constitucional vence 11 de octubre de 
1998). 

Carp. No 1107/98 - Rep. NQ 712/98. 


- una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 
(Plazo constitucional vence 11 de octubre de 
1998). 

Carp. NQ9 1108/98 - Rep. NQ 713/98. 


- una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 
(Plazo constitucional vence 11 de octubre de 
1998). 

Carp. N92 1110/98 - Rep. NQ 714/98. 


GABRIEL RODRIGUEZ GARCES JORGE MOREIRA PARSONS 


Prosecretario Secretario 
2) ASISTENCIA 3) ASUNTOS ENTRADOS 
ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Astori, Atchu- SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
garry, Baráibar, Bentancur, Bergstein, Brezzo, Casartelli, sesión. 
Couriel, Dalmás, Gandini, Garat, García Costa, Gargano, 
Heber, Hualde, Irurtia, Korzeniak, Michelini, Millor, Pais, (Es la hora 16 y 17 minutos.) 


Pereyra, Quarneti, Ricaldoni, Sarthou y Segovia. 
- Dése cuenta de los asuntos entrados. 
FALTAN: con licencia, la señora Senadora Arismendi y 
los señores Senadores Batlle, Cid, Fernández Faingold, Po- (Se da de los siguientes:) 
zzolo, Sanabria y Santoro; con aviso, el señor Presidente 
del Senado, doctor Hugo Batalla, y sin aviso, el señor Sena- 
dor Storace. 
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Montevideo, 16 de setiembre de 1998. 


ASUNTOS ENTRADOS 


- La Presidencia de la Asamblea General destina varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo, a los que acompañan los 
siguientes proyectos de ley: 

- por el que se autoriza al ROU "Vanguardia" y su tripula- 
ción, la salida de aguas jurisdiccionales a efectos de la 
realización de la Campaña Antártica que se llevará a cabo 
entre el 29 de diciembre de 1998 y el 8 de febrero de 1999, 
recalando en los puertos de Ushuaia, República Argentina y 
Punta Arenas, en la República de Chile; 

A LA COMISION DE DEFENSA NACIONAL 

- por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Portuguesa de Cooperación Turística, suscrito en Lisboa el 20 
de julio de 1998; 

- por el que se aprueba la Enmienda acordada en las 
reuniones de consulta de la Autoridades Aeronáuticas de la 
República y del Reino de España llevadas a cabo en Madrid los 
días 5 y 6 de marzo de 1996, introducidas al Acuerdo de 
Transporte Aéreo Comercial suscrito entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de España el 13 de agosto de 
1979; 


- y por el que se aprueba la Convención sobre la Prohibi- 
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ción del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia 
de Minas Antipersonal y sobre su destrucción, suscrito en 
Oslo, el 18 de setiembre de 1997. 

A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONALES 

- La Presidencia de la Asamblea General remite Mensajes del 
Poder Ejecutivo comunicando haber dictado los siguientes 
Decretos: 

- por el que se fijan los coeficientes, con vigencia al 
lero. de octubre de 1998 a aplicar en la liquidación de 
haberes y partidas de los funcionarios del Servicio Exterior, 

- y por el que se aprueban las partidas presupestales 
correspondientes al Presupuesto Operativo, de Operaciones 
Financieras y de Inversiones del Instituto Nacional de 
Colonización. - 

TENGANSE PRESENTE. - 

- La Presidencia de la Asamblea General remite varias notas 
del Tribunal de Cuentas comunicando las resoluciones adopta- 
das referidas a: 

- los Estados de Situación Patrimonial, de Resultados, de 
Ejecución Presupuestal y de Origen y de Aplicación de Fondos 
de la Comisión Honoraria Administradora del Fondo de Seguro 
de Salud para los funcionarios de la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, correspondientes al ejercicio 
cerrado el 31 de diciembre de 1997; 

- los estados de Fuentes y Usos de Fondos, el Estado de 
Situación Patrimonial, el Estado de Inversión, el Estado de 
Resultados remitidos por el Consejo Nacional de Investigacio- 
nes Científicas y Técnicas, correspondientes a la ejecución 


del Programa de Ciencia y Tecnología parcialmente financiado 
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con recursos de los Contratos de Préstamo BID N* 646/0C-UR y 
647/0C-Ur., 

- los Estados de Situación Patrimonial, de Resultados, de 
Origen y Aplicación de Fondos y de Ejecución Presupuestal de 
la Comisión Honoraria Administradora del Fondo de Seguro de 
Salud para los funcionarios de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado (O0SE).- 

- los Estados de Situación Patrimonial; Comparativos de 
Activos y Pasivos, Estados de Resultados, Estado de Usos y 
Fuentes;Estados. de Evolución del Patrimonio por el Período 31 
de diciembre de 1996 - 31 de diciembre de 1997- del Banco de 
la República Oriental del Uruguay. - 

- el Estado de Ejecución Presupuestal al 30 de junio de 
1997,de la Administración Nacional de Telecomunicaciones.- 
TENGANSE PRESENTE. - 

- El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comunicando la 
promulgación de los siguientes proyectos de ley: 

- por el que se designa con el nombre "Doctor Alfredo 
Sanjuan Suarez" el Hogar de Ancianos del Centro Auxiliar de 
Salud Pública de Sarandí Grande, departamento de Florida.- 

- por el que se concede pensión graciable a la señora 
Solveig Ibañez Iglesias. 

- por el que se declara el 9 de diciembre de cada año "Día 
Nacional de la Persona Discapacitada".- 

- por el que se concede pensión graciable a la señora RÓBá 
Dans. 

- por el que se sustituye el artículo 6”del decreto-ley 
N*10.331 de 29 de enero de 1943 referente a la integración 
del Consejo Honorario de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias. - 

TENGANSE PRESENTE Y ARCHIVENSE.- 

- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite la 
información solicitada por el señor Senador Helios Sarthou al 
Banco de Previsión Social relacionada con posibles denuncias 
efectuadas ante esa dependencia por incumplimiento de las 
contribuciones a la seguridad social por parte de algunas 
empresas. - 

OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SEÑOR SENADOR HELIOS 


SARTHOU. - 
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4) SOLICITUDES DE LICENCIAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«La señora Senadora Arismendi solicita licencia por 
el día de la fecha.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
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Atn, Sr. PRESIDENTE 
Presente 


Por la presente solicito a Ud. licencia 
por la sesión del día la fecha . 
Razones de indole particular motivan mi ausencia, solicitándole se 
convoque a mi suplente Sr. Victorio Casartelli. 


Saluda muy atentamente. 


CCAA 


Senadora 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Victorio Casartelli para suplan- 
tar a la señora Senadora Arismendi, quien ya ha prestado el 
juramento de estilo, por lo que si se encontrara en antesala se 
le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Casartelli.) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Santoro solicita licencia por el 
día de la fecha.» 


-Léase. 


(Se lee:) 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-375 


Montevideo, setiembre 16 de 1998.- 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. HUGO BATALLA 
Presentoe- 


Señor Presidente: 
De mi mayor consideración: 


Solicito licencia, por motivos personales, para 
la sesión del día de la fecha.- 


LTER R.SANTO! 
Senador 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 
cia solicitada. 


(Se vota:) 
-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
5) OCHENTA ANIVERSARIO DEL DIARIO «EL PAIS» 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a considerar 
el asunto que figura en primer término del orden del día: 
«Exposición de quince minutos del señor Senador Luis 
Alberto Heber referente a los 80 años del diario *El País” 
(Carp. N* 1165/98)». 


Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Hemos solicitado alterar el orden del 
trabajo del Senado de la República, a efectos de rendir home- 
naje a 80 años de vida del diario «El País». 


En primera instancia debemos decir, señor Presidente, que 
al homenajear al diario «El País» estamos homenajeando al 
periodismo en términos generales y también -y en forma espe- 
cial- al periodismo escrito, en virtud de que 80 años -más de 
las dos terceras partes de un siglo- han guiado la vida misma 
del país. Esta maravillosa existencia de un diario no se debe 
únicamente a una razón, sino a un conjunto de aciertos que 
hacen posible que una empresa como ésta haya permanecido 
tanto tiempo; es más, la misma ha estado vigente durante 80 
años al servicio de la República, de la Nación y de la Patria 
misma. Esto es justamente lo que hace un diario -un diario con 
mayúscula- al afirmar la democracia informando y generando 
el conocimiento que va a nutrir a un pueblo que una y otra vez 
es convocado a definir sus rumbos. Por lo tanto, el elemento 
informativo y el conocimiento es parte integrante del sustento 
de la mejor elección. 


En consecuencia, señor Presidente, la vida de un diario que 
durante 80 años ha servido a la nación es sustento de la viabili- 
dad y de la base de lo que es la democracia. Se ha dicho que la 
vida de un diario es la vida toda, pero cuando este dura tanto 
tiempo ya constituye una de las características del propio país. 


Los que hemos trabajado en órganos de prensa escrita co- 
nocemos lo sacrificado y lo intenso del quehacer, pero tam- 
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bién sabemos lo fascinante y excitante que esto significa. Nos 
consta también lo hipercríticos que somos constantemente so- 
bre el producto elaborado, donde siempre hay algo para mejo- 
rar, para corregir o arreglar. Esclavizante tarea sobre todo si se 
está al frente de un periódico que todos los días se plebiscita 
frente a la gente, todos los días rinde examen ante sus agudos 
lectores y a través del que, día a día, hay que agradar, infor- 
mar y entretener, en un mundo como el actual, donde tantos 
medios distintos del escrito nos facilitan la información y el 
entretenimiento. 


Se trata de una difícil tarea empresarial, en permanente 
desafío frente a los avances tecnológicos que llevan, muchas 
veces, a que cualquier ciudadano de nuestra época pueda obte- 
ner, por medios informáticos, un artículo, un editorial o una 
noticia, sin necesidad de comprar el diario en la esquina o a un 
canillita. Vivimos tiempos nuevos que desde el punto de vista 
empresarial entrañan grandes desafíos. Sin embargo, señor Pre- 
sidente, si el diario no está al alcance de la gente; si no se tiene 
la costumbre de leer; si uno no tiene la necesidad de informar- 
se o bien si el diario no está en la calle, difícilmente se podrá 
bajar una página de Internet, de forma de saber qué es lo que 
dice y qué escriben sus editorialistas. 


Por otra parte, hoy más que nunca reivindicamos el valor 
del medio escrito como el más analítico y completo, a pesar de 
las nuevas tecnologías y de los medios informáticos de que 
disponemos en la actualidad. Sin perjuicio de resaltar los desa- 
fíos que una empresa periodística como esta tiene en nuestros 
tiempos, es bueno recordar los tiempos y los hechos que deter- 
minaron que este emprendimiento periodístico naciera. Consi- 
dero que los hechos que nutrieron su nacimiento fueron -si así 
se puede decir- románticos, incluso por las personas que se 
unieron, en forma audaz, para embarcarse en un emprendi- 
miento de esta naturaleza a principios de siglo. Me refiero a 
los doctores Leonel Aguirre, Washington Beltrán, Eduardo Ro- 
dríguez Larreta y al contador Carlos Scheck, quienes eran muy 
jóvenes en aquel 1918. Ellos tenían 42, 33, 29 y 25 años, 
respectivamente. Algunos de ellos habían cumplido una labor 
periodística en «La Razón» y «El Siglo». Asimismo, habían 
sido miembros de la Asamblea Nacional Constituyente que se 
reunió entre 1916 y 1917 a efectos de considerar la reforma de 
la Carta Magna de 1830. Algunos eran diputados y luego fue- 
ron Senadores y Ministros, dando mucho por la Patria. Me 
imagino el momento, en 1918, cuando se reunieron estos jóve- 
nes, políticos y administradores todos ellos, a fin de fundar el 
diario «El País». Fue un momento, tal como dije antes, román- 
tico, de emprendimiento, de lucha por determinadas ideas y de 
entusiasmo. En aquel entonces Montevideo vivía la primera 
etapa de una reforma constitucional de una Carta vigente en el 
país desde 1830. Tal como hemos dicho, se trataba de vidas 
que dieron mucho por la nación a través de cargos ejercidos 
con inteligencia, con brillantez y con honradez para ejemplo 
de generaciones. Sólo una de ellas se vio truncada por la muerte 
en el campo del honor. Me refiero a la del maravilloso diri- 
gente político y periodista, el doctor Washington Beltrán, en 
aquel día lluvioso y gris del 3 de abril de 1920, que nos lo 
llevó con apenas 35 años de vida fecunda y que privó, no sólo 
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al Partido Nacional, sino a la Patria toda, de su talento y de su 
inteligencia. 


Tal como hemos dicho, se trataba de jóvenes emprendedo- 
res, audaces, dinámicos, entusiastas, valientes y -perdóneme la 
expresión- corajudos, integrantes de una generación que, sin 
duda, mucho dio al país y cuya vocación por la democracia se 
demostró, una y otra vez, sin claudicaciones, al extremo de 
jugarse siempre por entero, aunque las situaciones del país no 
fueran claras. Fueron artífices de una forma de pensar y de 
actuar en materia política, que tradujeron sistemáticamente en 
el diario. La misma marcó e imprimió un sello y una manera 
de ser a todo el espectro político. El señorío, el respeto, la 
caballerosidad y la clase que los definía como políticos de 
raza fueron, sin ninguna duda, formas del quehacer político, 
por entonces y por mucho tiempo en el Uruguay. 


No me imagino a estos grandes señores de la actividad 
periodística y política, cayendo un día en el agravio rastrero y 
solapado; no me los imagino hablando o generando rumores 
sobre el honor de sus rivales. Si algo tenían que decir, lo 
manifestaban directamente, sin medir palabras o consecuen- 
cias y asumiendo responsabilidades. Eso sí: nunca diciendo 
por detrás, lo que podían o debían decir de frente. Se trata de 
un estilo que, evidentemente, extrañamos en estos tiempos que 
corren. 


Todo esto determinó que este entusiasmo que nació en 
1918, no decayera y que el estilo de sus fundadores lo conti- 
nuaran los descendientes, hijos, nietos y bisnietos de aquellos 
cuatro hombres, unos románticos y soñadores, otros precisos, 
honestos y buenos administradores. El conjunto de todos ellos 
es lo que ha llevado a este digno medio de comunicación, a lo 
largo de su vasta historia, a demostrar, una y otra vez, su 
compromiso con algo tan importante como es la verdad y la 
autenticidad en la noticia. Ese compromiso con la verdad y 
con la autenticidad en la noticia por parte de los actores de la 
misma, traduce el respeto por quienes compran el diario todos 
los días, lo leen y creen lo que informa. 


Personalmente, quiero traer a colación, de esa etapa, algo 
que fue publicado por el diario «El País» y que para mí es 
importante recordarlo y lo leeré textualmente. «Resuelta la 
empresa, el primer ejemplar sale a la calle el sábado 14 de 
setiembre de 1918. Se vendió a dos centésimos y tuvo su sede 
en la calle Ciudadela N* 1400 esquina Rincón. Aguirre tenía 
42 años -a él le correspondió escribir el primer editorial-, Bel- 
trán 33 años y Rodríguez Larreta 29. 


En la calle Ciudadela, a mitad de cuadra, entre 25 de mayo 
y Cerrito estaba «El Bien Público»; frente a la calle Paraná, 
con salida para diarios por Mercedes casi Florida, en un calle- 
jón ciego que aún existe, se editaba «La Tribuna Popular»; 
sobre la calle Mercedes entre Andes y Florida, estaba «El 
Día»; en el ala derecha del Teatro Solís, donde hoy funciona 
el Museo de Historia Natural, se editaban «Diario Del Plata» y 
«El Plata»; en la Plaza Matriz se imprimían «El Siglo» y «La 
Razón». Y en Ciudadela y Rincón estaba «El País». 
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El primer administrador fue Carlos Alfredo Beltrán, her- 
mano de Washington; Gerardo Sienra el primer Secretario de 
Redacción y el primer Contador, don Carlos Scheck, llegado a 
la casa como ya se relatara, que tenía entonces unos frescos 25 
años y se casa, el mismo año de su llegada a «El País», con 
doña María Amelia Sánchez. Los que se suceden son los ad- 
ministradores de la nueva empresa, y van pasando así Bernar- 
dino Orique, un Montecoral, Aureliano Berro, hasta que, en 
julio de 1919, se le ofrece el cargo a Carlos Scheck. Y acepta, 
marcando su impronta en una empresa que dirigió, directa o 
indirectamente, hasta su muerte, con mano férrea.» 


Me parece entusiasmante la narración de José María de 
Zumarán de lo que fueron esos momentos, y debo decir que 
ese entusiasmo y esa forma de expresión de esta publicación 
se mantiene hasta nuestros días, prestigiando -como ya lo he- 
mos dicho- la democracia y, lo que es más importante, hacien- 
do honor a una manera de proceder que es identificatoria de lo 
que somos, es decir, nada más ni nada menos que orientales. 


SEÑOR GARAT.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARAT.- Solicito que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Senador Heber 
SEÑOR HEBER.- Gracias, señor Presidente. 


Deseo aclarar que mi exposición se ha extendido más de lo 
que pensaba, debido al entusiasmo que me han provocado las 
notas históricas que he leído en estos días. 


Como actores y lectores de las noticias, nos gusta el estilo 
del diario «El País». Digo esto porque no nos agrada el escán- 
dalo, la difamación ni el insulto como forma de vender, y 
considero que la actitud opuesta a todo esto del Diario «El 
País», ha prestigiado al primer diario del Uruguay, al punto 
que sigue siendo, desde que tengo uso de razón, el órgano de 
prensa que más ejemplares vende. Esto no se da porque sí; 
vivimos en una sociedad pequeña donde todos nos conoce- 
mos, que tiene sus virtudes y sus defectos, y la mayoría de los 
orientales hemos elegido este estilo de periodismo que nos 
identifica y en el cual nos sentimos representados. 


A dos años de terminar el siglo, señor Presidente, no pode- 
mos más que hacer un alto en las tareas parlamentarias para 
rendir homenaje a este bastión de la libertad y la democracia, 
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y tengo el orgullo de homenajearlo, además, desde mi condi- 
ción de blanco porque, aunque no se trate de un órgano parti- 
dario, en sus páginas se vierten opiniones con las cuales, en la 
mayoría de las veces, nos hemos sentido plenamente identifi- 
cados. No sólo hemos extraído enseñanzas desde sus editoria- 
les, sino que también nos ha marcado rumbos, caminos y sur- 
cos nuevos en el accionar partidario y nacional. 


Además, en mi condición de blanco y de herrerista, tengo 
el doble orgullo de poder hablar en este homenaje que hoy le 
realiza el Senado al diario «El País». Si bien pertenezco a las 
nuevas generaciones, a las que no les tocó vivir los duros 
enfrentamientos acaecidos a mediados de siglo, también es 
justo reconocer que desde las páginas de este diario salieron 
las primeras invitaciones al abrazo y al entendimiento, que 
procuraban, frente a la división, generar la concordia entre 
blancos, que fue la base fundamental del triunfo de nuestro 
Partido en 1958. 


Reitero, señor Presidente, que en mi doble condición de 
blanco y de herrerista, tengo el enorme orgullo de reconocer y 
de homenajear a estos prohombres del Partido Nacional, que 
han dejado tanto por nuestro Partido y por el país. Sólo esa 
terrible experiencia de frustración que en el pasado llevó a la 
división de nuestro Partido, ha generado la plena conciencia 
en nuestros mayores de reclamar y exigir -como lo ha hecho 
en reiteradas oportunidades el doctor Washington Beltrán des- 
de su editorial- la necesaria unidad partidaria, como punto de 
unión y base de la posibilidad de que nuestro Partido arribe 
nuevamente al Gobierno. 


Este diario y sus hombres han brindado una gran ayuda a 
nuestra colectividad que algún día -justo es decirlo- todos ten- 
dremos que reconocer. 


Antes de terminar con estas palabras, quisiera recordar no 
sólo su dirección histórica y actual, sino también a todos los 
funcionarios que hacen realidad el diario «El País» todos los 
días, desde los periodistas hasta aquellos que trabajan en las 
computadoras, y no ya sobre el linotipo, como se hacía anti- 
guamente. Todos ellos han llevado adelante una magnífica 
empresa, de alta capacidad profesional, que hace posible que 
hoy todos los uruguayos tengamos un ejemplo de periodismo 
nacional e internacional en nuestro país. 


Por último, quisiera recordar al diario «El País» en lo que 
tiene que ver con aspectos personales y familiares. Este formi- 
dable órgano de prensa ha sido para muchos en el Uruguay y 
para muchos aquí presentes, la forma de anunciar nuestros 
casamientos, los de nuestros padres, los de nuestros abuelos y, 
en definitiva, los de todos nuestros familiares; asimismo, ha 
sido el medio de prensa en el que se anunciaron nuestros 
nacimientos, el de nuestros padres y el de nuestros familiares. 
También en sus páginas hemos despedido a nuestros seres más 
queridos y, casi anualmente, también en ellas recordamos sus 
ausencias. Guardamos entre nuestros papeles las hojas de este 
diario, ya con color amarillento por el paso del tiempo, en las 
que figuran tanto los acontecimientos alegres como los tristes, 
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pero todos ellos inolvidables, como el diario que, además de 
informarnos, fue siempre parte de todos nosotros, desde que 
llegamos hasta que nos vamos. 


Señor Presidente: hoy hace bien el Senado de la República 
en rendir este homenaje y el Uruguay entero estará siempre 
agradecido por tener «El País» de todos los días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Mallo. 


SEÑOR MALLO.- Señor Presidente: siento una obligación 
inexcusable de decir unas palabras de homenaje en los 80 años 
del diario «El País». La intención que las anima excusa el 
modesto alcance de las mismas, muy distante de la magnitud 
de los méritos que justifican este homenaje. Esta obligación la 
siento fluir imperativamente, como integrante del Senado y 
del Partido Nacional, hacia ese medio de prensa que en su 
artículo inicial, escrito por la pluma insigne de Leonel Aguirre 
anunciaba, al fijar su rumbo, que recogería como esencia en su 
prédica la historia misma de la República, el contenido de las 
proclamas partidarias y las desgarradas y altivas banderas re- 
volucionarias. 


La circunstancia de ser prensa de Partido le permite preser- 
var, para su honra, una coherencia ideológica, ausente con 
frecuencia en los grandes diarios del mundo, que a veces son 
órganos de prensa encadenados a vastas organizaciones y sen- 
sibles a poderosos intereses que los respaldan. 


«Siempre hablamos de que éramos la Nación en su parte 
más noble» -decía ese artículo inicial- «y que luchábamos por 
ésta invocando la legendaria divisa: “Por nuestras libertades y 
por las vuestras”. Por eso, “El País”, en nombre del Partido 
Nacional, llama en su primer número a todos los hombres de 
buena voluntad, sin exclusión alguna.» 


El debido respeto al propio decoro resultaría afectado si 
diera una tonalidad excesivamente partidaria a este acto, im- 
propia de la generosa tolerancia y de la intención de quienes 
lo han permitido y lo acompañan. Procuraré no traspasar ese 
límite que me autoimpongo. Los directores fundadores del dia- 
rio «El País» en su vida política dejaron una huella honda y un 
noble espacio en la historia de la República. 


He dicho alguna vez en esta Sala que el tributo cívico que, 
en épocas no muy lejanas, exigía el Partido Nacional de sus 
integrantes, era el tributo de su propia sangre. Y ese tributo, en 
hora infortunada y triste para todos sus protagonistas, la derra- 
mó, generoso, Washington Beltrán. 


Los designios inescrutables de la providencia determinaron 
que al padre lo sucediera el hijo, y la doble ejecutoria del 
padre y del hijo han sido valor expresivo del más acendrado 
lenguaje y linaje intelectual y cívico, traducido en editoriales 
inolvidables. 


Tengo un profundo sentimiento de gratitud como naciona- 
lista hacia Leonel Aguirre, que nunca admitió como definitiva 
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la división del Partido: Partido que fue la síntesis de sus pro- 
fundas devociones. También tengo un profundo sentimiento 
de gratitud hacia Eduardo Rodríguez Larreta, por ser factor 
decisivo en 1950, al fundar la Reconstrucción Blanca de la 
unión que se consagraría íntegra en 1958. 


Estos sentimientos determinan un reduccionismo de todas 
las diferencias que hubiéramos podido tener, y tuvimos, con 
las tesis que «El País» ha sustentado; diferencias connaturales 
en este Partido de hombres libres, de gentes rebeldes, ya que 
en él no hay unanimidades canónicas ni odios fríos que, a 
veces, corteses o hipócritas conductas procuran ocultar o disi- 
mular. 


Al comienzo de esta deshilachada exposición expresé que 
sentía la inexcusable obligación de hacerla como Senador del 
Partido Nacional; también la siento por las razones del alma, 
por la profunda y fraterna amistad que, por más de 50 años, he 
mantenido inalterable con el doctor Washington Beltrán, con 
el que tal vez no siempre hemos rezado las letras menores y 
menudas del mismo catecismo, pero en las grandes cuestiones 
nacionales hemos tenido idéntica y fraterna comunión. 


La severa formación civilista de los fundadores de «El País» 
no les impidió percibir, en su cabal medida, que el dogma 
republicano y la libertad política tuvieron repetidamente, en el 
brazo ejecutor de los caudillos, la energía ruda y pertinaz de 
su realización. 


Leonel Aguirre mantuvo vivo el culto del fundador del 
Partido Nacional, es decir, del Presidente Manuel Oribe, sím- 
bolo de la legalidad vulnerada y de la patriótica audacia de los 
libertadores. Fue Manuel Oribe que dio forma y organización 
al intrépido bando que avanzaba tumultuoso e instintivo por el 
desfiladero de los tiempos. 


Al recordar con emoción a los fundadores, es justo y nece- 
sario que saludemos, deseándoles hoy otros 80 años de éxito, 
a quienes llevan actualmente los rumbos de «El País». Lo 
hacemos con un pensamiento afectuoso para los que no están, 
para Martín y Aureliano Aguirre y Daniel Rodríguez Larreta. 
Que los continuadores de Washington Beltrán, de Leonel Agui- 
rre y de Eduardo Rodríguez Larreta sean tan valerosos como 
aquéllos, en la más pura significación del concepto, tal como 
definiera Jean Jaurés. Valor es investigar la verdad y decirla, 
es no sufrir la ley de la mentira triunfante, ni hacer eco en 
nuestra alma, en nuestros labios ni en nuestras manos a los 
aplausos torpes y a los voceríos fanáticos. Así, como en el 
juicio de Arturo Dubra sobre Leonel Aguirre, podrán seguir 
desperdigando el oro fino de sus espíritus en una labor profun- 
da de afirmación democrática, fieles siempre a las grandes 
voces del Partido Nacional y a la consigna que fue su bandera 
gloriosa en 1897: honradez administrativa y sufragio libre. 


El Partido Nacional ha templado sus filas y alimentado su 
espíritu, no con las ofrendas materiales de los intereses des- 
bordados, sino con las ofrendas de sangre, de dolor y de pa- 
triótico esfuerzo en su marcha, a veces dolorosa, a la meta que 
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persigue: la felicidad de la patria, la paz, la justicia y la solida- 
ridad fraterna de los orientales. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: es indudable que 
los 80 años de vigencia de un Diario significan mucho para un 
pueblo, y para la vida cívica y cultural de este país nuestro 
significa aún más. La existencia de un diario de vida difícil y 
azarosa como ha sido la de «El País», envuelto inclusive en 
circunstancias tremendamente dramáticas, defendiendo ideas 
desde ámbitos complicados, muchas veces de las minorías par- 
tidarias y ciudadanas, constituye una verdadera fuerza. Pese a 
nacer como órgano partidario, ha sido sensible receptor del 
palpitar de la vida nacional en todas sus manifestaciones y 
también de los problemas del mundo, cumpliendo una labor 
de información y de difusión cultural con gran jerarquía. Todo 
ello justifica plenamente el homenaje que hoy le rinde el Se- 
nado, en oportunidad de cumplir 80 años de vida. 


Pero, indudablemente, como lo señalaban los señores Se- 
nadores que me precedieron en el uso de la palabra, para los 
nacionalistas ello tiene un significado muy especial, porque 
hace propicia esta oportunidad para volcar todos los senti- 
mientos de solidaridad que despierta el Diario «El País» y 
para evocar toda la siembra -o gran parte de ella, porque abar- 
carla totalmente sería imposible- que ha ido realizando en esta 
larga procesión por la vida de la cultura nacional. 


Se ha recordado ya el hecho de la fundación y a los funda- 
dores. Recordándola apreciamos que fue de pasiones muy en- 
cendidas, en que los ciudadanos de este país, fundamental- 
mente de los dos grandes Partidos históricos, libraban tremen- 
das batallas, no sólo por la disputa del poder, sino por afirmar, 
en su Constitución y en sus leyes, lo que creían mejor para la 
República. 


Hay hechos que preceden a la fundación de «El País» y 
que, indudablemente, constituyen o ayudan a modelar y a con- 
cebir el entorno en que se produce su aparición. No hacía 
muchos años que se había cerrado, con la muerte de Saravia, 
la guerra de 1904; las pasiones habían quedado vibrando en el 
ambiente de la República con una fuerza inmensa, con toda la 
capacidad que es capaz de apasionarse un hombre que cree; 
que ha luchado o que ha dejado sus muertos en el campo de 
batalla. De la derrota de 1904, el Partido Nacional tendrá la 
revancha en la Constituyente de 1917, afirmando la legítima 
representación de las minorías a través de la representación 
proporcional, el voto secreto y las garantías para el sufragio, 
que fueron pilares fundamentales para afirmar el sólido edifi- 
cio de la democracia en el país. 


Otro hecho es aquel inolvidable 30 de julio de 1916; un 
oficialismo hasta entonces invicto en las contiendas cívicas, 
aparece derrotado por el peso de una opinión pública que bus- 
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caba abrirse caminos para afirmar estos pilares que hemos 
mencionado. En esa nueva Constitución actúan hombres que 
fundaron «El País». Todos recordarán -lo hemos leído muchas 
veces- el discurso con que Washington Beltrán realiza el in- 
forme ante el Parlamento acerca de las grandes conquistas que 
tenía la nueva Carta. 


En ese entorno político tan especial, que se va a comple- 
mentar pocos años después al influjo de las luchas de las que 
«El País» fue protagonista, se van a forjar las leyes de 1925, 
que siguen siendo admirables como garantía del respeto por la 
opinión ciudadana en las lides del sufragio. 


Como decíamos al principio, a poco de fundado el diario, un 
drama tremendo iba a conmover su espíritu y el de los hombres 
que allí trabajaban y de todo el pueblo, fundamentalmente el 
pueblo blanco. Me refiero a la inmolación de uno de sus funda- 
dores, el doctor Washington Beltrán. Todo el pueblo nacionalis- 
ta se sintió tocado por aquella tragedia y, naturalmente, en el 
diario «El País» se vivió para rendir culto adecuado a aquella 
ofrenda de la vida, que el doctor Washington Beltrán había 
hecho por sus ideas. Esa mística, justamente cultivada y justa- 
mente evocada por todos los blancos, impera aún en el ámbito 
que rodea esta publicación, que hoy cumple 80 años. 


Recuerdo que, desde mi lejana niñez, llegaba a mi casa el 
diario «El País», pero fundamentalmente tengo un recuerdo 
muy nítido y claro del día en que entré a la habitación de mi 
padre, que estaba enfermo -poco antes de morir- y encontré el 
diario «El País» abierto, con páginas enteras en blanco, por- 
que la censura de la dictadura no las dejaba publicar. En una 
esquina de la hoja, en un pequeño recuadro, decía: «Ayer se 
suicidó el doctor Baltasar Brum». Aquel hecho y algunas pala- 
bras de mi padre quedaron grabados en mi conciencia de niño; 
poco después pude comprender el motivo que hacía que esas 
páginas estuvieran en blanco y por qué se había inmolado el 
doctor Baltasar Brum. 


El diario «El País», clausurado varias veces por la dictadu- 
ra que surgió del golpe de Estado de 1933, fue el lugar adonde 
los adolescentes y jóvenes blancos íbamos a encontrar el espí- 
ritu rebelde del partido, para enfrentar esas dolorosas circuns- 
tancias. 


En ese sentido, recuerdo la campaña que «El País» realizó 
para el mitin de julio de 1938 en pro de una nueva Constitu- 
ción y de leyes democráticas. Se trató de una de las manifesta- 
ciones populares más significativas, más trascendentes y más 
grandes que haya presenciado el país. 


Como expresé anteriormente, «El País» no sólo ha sido 
receptivo de los sucesos del Uruguay, sino también de los 
dramas que vive el mundo. En tal sentido, tomó posición fren- 
te al doloroso episodio de la Guerra Civil Española de 1936; 
siente y trasmite el drama de España en aquella tragedia que 
desangró a miles de españoles y que tuvo como resultado final 
una dictadura que duró casi 40 años, a la que también «El 
País» combatió todos los días desde sus páginas editoriales. 
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Recuerdo también los enfrentamientos con las dictaduras 
argentinas, más allá del juicio que la historia reserve para el 
General Perón. Al respecto, recordamos los duros enfrenta- 
mientos y la defensa que, desde sus páginas, se hacía de la 
soberanía nacional en diversos episodios, como en el relativo 
a los límites sobre los ríos Uruguay y de la Plata. 


Por otro lado, también fue receptor de la inmensa tragedia 
que significó la Segunda Guerra Mundial, enfrentando en su 
prédica de todos los días, la acción criminal del nazifascismo, 
formulando la defensa de la soberanía y la solidaridad con los 
países que eran invadidos y arrasados. 


Los hombres que fundaron «El País» y los que continuaron 
su vida, merecen que se les nombre y se les recuerde, dentro 
de lo que es posible en estas breves palabras. Sobre el particu- 
lar, puedo señalar que siendo muy joven, conocí a dos de 
ellos. Al doctor Leonel Aguirre lo conocí físicamente, pero 
más aún a través de amigos que me contaban de su reciedum- 
bre moral, del coraje y de la fuerza de su espíritu para enfren- 
tar todas las contingencias de la lucha. Conocí más de cerca al 
doctor Eduardo Rodríguez Larreta, quien ya había dejado una 
estela luminosa en este Parlamento, con discursos memora- 
bles, con intervenciones históricas en la vida del Poder Legis- 
lativo y, también, con algunas anécdotas de humor, que mu- 
chos amigos me han contado. Inclusive, cuando ingresé al 
Parlamento todavía estaba en él el doctor Eduardo Rodríguez 
Larreta. Mantuve una amistad con su hijo Daniel, quien tam- 
bién dirigió el diario «El País». Naturalmente, no conocí al 
doctor Washington Beltrán, aunque podría decir que creo po- 
der hacerlo a través de sus hijos y de lo que ha sido la lucha de 
esa familia, que vio perder su principal sostén, quedando a 
cargo del hogar una mujer joven, con niños muy pequeños y 
otro por nacer. Una lucha que hace poco se recordó, por parte 
de amigos, como una hazaña que realizó esa mujer excepcio- 
nal para poder criar a sus hijos, no en la aversión por aquello 
que había provocado la muerte del jefe del hogar, sino alimen- 
tando la vocación política con que han sabido vivir. 


SEÑOR GARAT.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARAT.- Solicito que se prorrogue el término de 
que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Destacando, en primer término, la 
entrañable amistad que me une a Washington y a Enrique 
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Beltrán, quisiera, también, recordar a algunos periodistas de 
«El País» que conocí en otra época. 


Quiero recordar la inteligencia que volcaba en sus artículos 
Luis Pedro Bonavita, los memorables de Juan Carlos Sallés, 
las crónicas parlamentarias de Juan José Scaroni, que leíamos 
con avidez quienes no veníamos frecuentemente a las barras 
del Parlamento en virtud de que residíamos en el interior. 
Scaroni nos informaba y también nos hacía reír con sus cróni- 
cas humorísticas, que firmaba bajo el seudónimo de «Juan 
Batuque». 


Asimismo, quiero recordar a otro grande de «El País», con 
cuya amistad me vi honrado en los últimos años de su vida, un 
hombre de recio perfil, un luchador de profundas convicciones 
y de una gran conciencia y un gran corazón de blanco, don 
Julio Montecoral, uno de los puntales de una época del diario 
«El País». 


Por todo lo que aquí se ha manifestado, señor Presidente, 
creo que el Senado está realizando un acto de estricta justicia a 
un diario que nace como una empresa política en horas difíci- 
les, que es portavoz firme y valiente de ideas que terminan por 
imponerse, para crear, afirmar, sostener y sanear el régimen 
democrático que hoy disfrutamos. Estoy hablando de una em- 
presa que se vuelve familiar, en la que trabajan los descen- 
dientes de los fundadores, de una empresa que tiene que ser 
tal, porque los tiempos cambian. Naturalmente, no puede sub- 
sistir para ser solamente la siembra de un ideal partidario, sino 
que se convierte en una empresa periodística que, no por ello, 
deja de tener el corazón puesto en los grandes ideales que han 
caracterizado la vida del Uruguay: el amor a la libertad, la 
defensa de las instituciones democráticas y la vocación por el 
reinado de la Justicia y del Derecho. 


Pueden ser nuevos tiempos -naturalmente, lo son- estos, de 
profundos cambios, pero los ideales que han signado la vida 
de «El País» están y estarán vigentes en el Uruguay, porque 
han nacido del fondo de su historia y se proyectan a lo largo 
de toda nuestra existencia de luchas por la independencia y la 
afirmación de la democracia, por lo que, seguramente se pro- 
yectarán hacia el futuro para abrir horizontes más luminosos a 
todos los uruguayos. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra, señor Presi- 
dente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: quizá, a 
quien habla le correspondan las generales de la ley. Uno tiene 
la sensación de que hablar de «El País» es hablar, también, de 
su aventura vital y personal. De una o de otra manera, siempre 
he estado vinculado -más cerca o más lejos, pero nunca en la 
vereda de enfrente- al órgano periodístico que, junto a «El 
Día», ha sostenido a través del tiempo las dos antorchas cen- 
trales de la vida del periodismo uruguayo. 
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Hace ya muchos años, señor Presidente, concurríamos a lo 
que llamábamos el cuarto piso de «El País», ubicado en la 
calle denominada entonces Cuareim, donde se procuraban ca- 
minos dentro del Nacionalismo, a los cuales prestábamos, en 
una juventud que añoramos, nuestro decidido empuje y nues- 
tra voluntad de acompañarlos. 


Llegamos a un diario que, sabíamos, era el que representa- 
ba nuestros pensamientos, a veces sin conocer exactamente 
hasta dónde llegaba la identificación, pero sí el sentimiento. 
Allí encontramos las respuestas a muchas de esas incógnitas. 
«El País» nos enseñó los cuatro o cinco principios cardinales 
que aquí han sido señalados -hace unos momentos lo destaca- 
ba el señor Senador Pereyra- en cuanto a lo que es un Estado 
de derecho, de democracia, un Estado que procura el porvenir 
más venturoso para la República. Allí lo aprendimos; lo apren- 
dimos -no digo junto a él, porque no es la palabra exacta- 
viendo la figura arrogante de Eduardo Rodríguez Larreta, qui- 
zá en los últimos años de su vida. Digo arrogante, en tanto 
hombre que es capaz de sentir su propio valor, probado -a 
través del tiempo- en el talento y en el coraje personal. Era 
una persona cuyo nombre era lo que más significaba para 
nosotros, aunque -naturalmente- estaba muy lejana en el tiem- 


po. 


En ese momento la lucha se centraba en si el Partido podía 
volver a votar todo junto. Seguramente, tarde o temprano ese 
sueño iba a hacerse realidad para todos los blancos, sin distin- 
ción del carril en el que se encontraban; pero pienso que sin el 
esfuerzo de Eduardo Rodríguez Larreta no hubiera sido posi- 
ble lograrlo en ese entonces. Era una empresa muy difícil, 
porque la pasión que se ponía para una división partidaria que 
llevaba tantos años, también se ponía dentro del sector en que 
se militaba, porque siempre fue un partido de pasiones, y qui- 
zás sea ese nuestro distintivo más honroso. Sentimos fuerte- 
mente lo que creemos, porque creemos cosas que valen la 
pena que se las sienta así. 


En esa época estaba, reitero, el doctor Rodríguez Larreta y 
también los hermanos Washington y Enrique Beltrán, hombres 
jóvenes -por descontado- llenos de ideas y de deseos de hacer 
cosas, que creían que la política era un instrumento de bien 
público, pensamiento que trasmitían a un grupo grande de 
jóvenes. 


Hoy ni vale la pena recordar esos nombres pero, quizás, si 
lo hiciéramos, el Senado se enteraría, hasta con sorpresa, cuán- 
tos íbamos a ese cuarto piso y cuántos de ellos constituyeron 
para el Partido Nacional una reserva de trabajo, un acervo de 
riqueza intelectual y de democracia, que luego supo servir a la 
patria a través del instrumento que es nuestra colectividad. 


Allí, señor Presidente, bebíamos los ideales pero, también, 
lo que relataba el señor Senador Pereyra era un poco la zaga 
heroica del diario, la que nosotros no habíamos vivido: el 
diario combatiente, «El País» combatiendo por lo suyo, arries- 
gándose y siendo un bastión en la defensa de cosas que impor- 
taban. Ahí estaban las historias, los cuentos, las circunstancias 
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y las actitudes nobles que se nos relataban y que, percibíamos, 
era algo que formaba parte de nosotros mismos y de nuestra 
historia y que, además, nos permitió asentarnos sobre bases 
muy firmes, y son hoy convicciones que seguimos portando 
con el mismo espíritu y afán que entonces. 


Era hermoso cómo se conducía un órgano de prensa que se 
debatía políticamente en franca minoría y que sabía que ello 
no implicaba minoridad en las ideas ni en los ideales. Simple- 
mente se trataba de la respuesta ocasional que un pueblo, en 
su derecho, le podía brindar, haciéndole oídos sordos a una 
prédica que era justa. Seguía debatiéndose sin vacilar, sin te- 
mer ninguna respuesta, en el correr del tiempo. Como ningu- 
no, contribuyó a hacer realidad la unidad del Partido y era el 
gran vocero de ese ideal como lo había sido de otros que 
continuó llevando adelante. Para esa generación que nos for- 
mamos junto y dentro de «El País» es inevitable que lo sinta- 
mos como una parte de nosotros mismos y que haya quedado 
grabado para siempre, ya que sucedió en la juventud que, 
como para todos los hombres, es tan sentida y profunda. Lo 
que vino después, en el acierto o en el error, fue nada más que 
la adopción de posiciones en carriles ya determinados; ya sa- 
bíamos por dónde íbamos. El problema era caminar en una u 
otra huella, pero todas iban dentro de un mismo carril y «El 
País» y sus hombres contribuyeron a ello. Repito que estoy 
haciendo de esto una experiencia vital y, en definitiva, es una 
experiencia nacional. Entonces, llegada esta fecha, es bueno 
que los que podemos acreditar con nuestra propia, intransferi- 
ble y relatable experiencia, trasmitamos el sentimiento de agra- 
decimiento porque tantos hombres, tanto esfuerzo, lograron 
asentarse en la vida de la República Oriental del Uruguay a 
través de un instrumento de prensa y servirla con el afán, la 
dignidad y el orgullo con que hoy podemos decir que lo ha 
hecho. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: a veces esta tarea 
parlamentaria que a nosotros personalmente nos apasiona ofrece 
entre muchos sinsabores algunas gratificaciones. Poco antes 
de comenzar esta reunión, el coordinador de la Bancada del 
Partido Colorado, el señor Senador Ricaldoni, me comunicó 
que había sido designado para hacer uso de la palabra en 
nombre de mi Partido. Puedo garantizar que este ha sido uno 
de los momentos más gratificantes de esta labor que hemos 
abrazado con tanto cariño. En lo que me es personal, participo 
de un homenaje pero lo quiero hacer en un tono de agradeci- 
miento. Desde muy joven, desde que le sentí decir a mi madre 
-de 90 años- algo que fue como un símbolo de este siglo y se 
refiere a que tuvo la primera radio a galena de Nuevo Berlín 
cuando era niña, aunque pasaba los 10 años, y vio al hombre 
descender en la Luna en el living de mi casa -este es el siglo 
que nos ha tocado vivir- siempre me deslumbró la magia de 
los medios de comunicación. Este arte de comunicarse en el 
cual no hay diálogo -sin el cual no se conocen todas las posi- 
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ciones, por lo que no hay tolerancia y sin esta no hay demo- 
cracia al igual que todas las formas de comunicación tiene sus 
pro y sus contra. Con franqueza, en lo personal la televisión es 
un deleite, es imagen, es color, es poder ver lo que en el 
mundo ocurre cada vez con mayor simultaneidad, al momento 
en que está ocurriendo, sin importar el lugar del planeta en 
que suceda. El comentario radial es la comodidad, sobre todo 
con estos medios modernos, y la calidez del diálogo que im- 
perceptiblemente se va desarrollando entre quien trasmite la 
noticia y quien la escucha. Sin embargo, la prensa escrita es 
otra cosa. Sin lugar a ninguna duda, es el primer y último 
refugio de quien recibe la información porque tal vez sea el 
único que sin palabras permite la réplica. La prensa escrita 
brinda información y el que está leyendo, en la soledad de su 
conciencia, en la serena reflexión de su casa, tiene la posibili- 
dad de volver sobre lo que acaba de leer. Incluso, para quienes 
nos gusta recortar y conservar algunos documentos y comen- 
tarlos, nos da la posibilidad de la réplica, del análisis y de 
atesorar determinados hechos que pasan en el mundo y, funda- 
mentalmente, en el Uruguay. 


Modestamente, me puedo definir como un periodista radial 
porque hago periodismo partidario y desde hace muchos años 
mantenemos nuestras audiciones partidarias. Como Represen- 
tante Nacional primero y luego como Senador tuve como com- 
pañero a don Dante Irurtia y con él tuvimos la idea de presen- 
tar algunos proyectos de ley -no sé si en el acierto o en el 
error- que fueron muy criticados porque pretendían salvaguar- 
dar lo que nosotros entendíamos era la memoria escrita de la 
Nación, es decir, los diarios de esta República. En aquel mo- 
mento se nos dijo que estábamos tratando de apuntalar empre- 
sas mal administradas o fundidas y sentí un dolor muy profun- 
do porque un diario puede tener un formato y una conforma- 
ción empresarial, pero es de una tremenda injusticia y negli- 
gencia tildarlo o compararlo con un mero concepto de empre- 
sa. Es otra cosa: es un archivo, es la memoria, es el testimonio 
de la historia de un país, es lo que se puede conservar. La 
imagen televisiva impacta, alegra, entristece pero, tarde o tem- 
prano, se olvida. El comentario radial ilustra e, incluso, en su 
calidez, puede llegar a consustanciar a quien escucha, pero las 
palabras se las lleva el viento. Lo que se escribe, perdura, 
permanece en el tiempo. 


Entonces, señor Presidente, ¿por qué digo agradecimiento? 
Aquí han hablado compañeros de trabajo del Partido Nacio- 
nal; «El País» es evidentemente un diario blanco. Mi agradeci- 
miento es como colorado, como batllista. Hace muy bien el 
señor Senador Heber en estar orgulloso de ser blanco y herre- 
rista, ya que ¡pobre de aquel que no está orgulloso del Partido 
por el cual ha luchado toda la vida y piensa seguir haciéndolo! 
Yo estoy orgulloso de ser colorado y batllista. Pero, deben 
perdonarme los blancos porque es hasta obvio el agradeci- 
miento que un blanco puede tener por un diario ancestral, por 
una tribuna inmortal de su Partido. Sin embargo, tiene un 
valor muy particular el agradecimiento que puede tener un 
colorado y batllista que está muy orgulloso de serlo y mucho 
más de ser oriental y uruguayo, que son cosas distintas. 
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Yo, señor Presidente, pienso que la democracia se sustenta 
en varios pilares. Tal vez el fundamental -uno de los más 
importantes- sea tener una población bien informada. Cuando 
la gente ignora o cuando a través de la desinformación incur- 
siona en cierto tipo de ignorancia, pienso que la democracia 
comienza a palidecer. Una población bien informada es un 
bastión importantísimo para el sistema democrático e informar 
bien puede ser un problema de cantidad, pero fundamental- 
mente es de calidad. Y la calidad tiene también varios ingre- 
dientes, uno de los cuales es la presentación. Seguimos siendo 
niños y a éstos la información les entra por los ojos, les gusta 
lo lindo. Los hombres grandes de alguna forma también segui- 
mos siendo niños. Pero la calidad a la que yo me refiero es la 
del contenido, y la calidad de la información consiste en per- 
mitirle a la gente escuchar todas las campanas. 


El diario «El País» es esencialmente un diario blanco y 
nunca impidió que en sus páginas blancas repicasen campanas 
que tañían de una manera distinta al ideario de quienes en él 
escribían. A lo largo de su historia, el diario «El País» ha 
hecho afirmaciones con las cuales se puede coincidir o discre- 
par, pero siempre permitió la réplica y la aclaración y siempre 
brindó con generosidad sus páginas a quienes no afiliamos a 
su Partido. Y esto es un sustento fundamental de la democra- 
cia, porque una población bien informada tiene acceso, frente 
a un mismo tema y en un solo medio de prensa, a todos los 
puntos de vista. Pero me conmovió particularmente que el 
señor Senador Heber -después lo hicieron también otros seño- 
res Senadores del Partido Nacional- mencionase el hecho de la 
muerte del doctor Washington Beltrán en el campo del honor. 
Yo les puedo garantir a ustedes que a este profesor de historia 
frustrado -que no es profesor de historia, porque vengo de la 
época de «M'hijo el Dotor» y además como hijo único tenía 
que ser el que diese un título universitario a la familia- fue uno 
de los hechos que más lo cautivaron. ¿Y sabe por qué, señor 
Presidente? Porque siendo muy chiquilín, mi madre fue en 
esta Casa, en los dos períodos de Gobierno del Partido Nacio- 
nal, Representante Nacional por la Lista 15 de Luis Batlle. Y 
yo conocía el hecho de la muerte de Washington Beltrán en un 
duelo. Y veía en esta Casa y en el escenario político nacional, 
a otro Beltrán que llevaba el mismo nombre, que fue Senador 
e integrante del Consejo Nacional de Gobierno, y a otro Bel- 
trán -Enrique- que era Diputado -estoy hablando de cuando 
tenía catorce, quince, dieciséis años- y me fascinaba el hecho 
de que estos hombres que estaban vinculados de esta manera a 
quien había perdido la vida por una bala colorada y batllista, 
tuviesen en la firmeza con que defendían sus posturas, el trato 
caballeresco y amistoso con quienes veneraban y seguimos 
venerando a quien en cierta manera en ese campo del honor 
había segado la vida de quien ellos idolatraban y de cuya 
sangre descendían. Esto lo consulté con mi padre, que había 
vivido esos momentos siendo muy chiquilín, ya que era del 
900. Y es tremendo, porque es un poco la síntesis del Uruguay 
que tuvimos, del Uruguay grande y orgulloso, del Uruguay 
que tenemos que mantener, preservar y proyectar hacia el fu- 
turo. Porque visto desde la óptica colorada y batllista, dése 
cuenta usted qué alternativa era la de aquel momento. Bien 
dijo el señor Senador Heber: en el campo del honor. Porque en 
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aquella época no se jugaba con el honor de la gente. Y en ese 
campo del honor, cuando los duelos eran duelos en serio, de 
un lado estaba Washington Beltrán y del otro José Batlle y 
Ordóñez. La República no podía ganar en ese duelo, señor 
Presidente; fuese cual fuese el resultado, la República no po- 
día ganar porque eran dos gigantes, dos patriotas, dos perso- 
nas honestas dispuestas a entregar la vida por la patria y por el 
honor que forma parte de la patria bien entendida. Entonces, 
visto desde la óptica colorada, tal vez me explique determina- 
das actitudes posteriores del diario «El País», como el hecho 
de que quienes siguieron con la pluma en alto saben que per- 
dieron en el campo del honor a quien les dio la vida. Tal vez 
por eso «El País» nunca jugó con el honor de la gente. Tal vez 
por eso. Y es muy importante, señor Presidente, porque vengo 
de un hogar y de un Uruguay donde se leía más, muchísimo 
más; donde se compraba «El Día», «Acción» y «El Diario» de 
la noche. Se leía colorado, señor Presidente. A veces se com- 
praba «El Plata», que era un diario blanco, pero de vez en 
cuando llegaba «El País». Vengo, reitero, de un Uruguay don- 
de se leía más y se respetaba muchísimo más el honor de la 
gente. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Formulo moción en el sentido de 
que se prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Millor. 


SEÑOR MILLOR.- Agradezco profundamente a los com- 
pañeros del Senado. 


Yo vengo de un Uruguay donde se leía más y se respetaba 
más el honor de la gente. Y no sé en qué momento fue -se me 
escapa el momento exacto- que se dejó de respetar lo más 
sagrado de un ser humano, que es el honor. Y qué quiere que 
le diga. No nos vamos a afiliar a la moda de decir que mirar 
televisión embobece, porque personalmente soy un cliente y 
me gusta, así como la radio -soy periodista radial- pero una 
cosa es cuando se ofende con palabras -y estas, por mejor 
dichas que sean, se las lleva el viento- a través de un medio en 
el cual la imagen impacta y a los dos días otra imagen más 
impactante desplaza a la anterior, y otra es cuando se ofende y 
ello queda documentado, escrito, y lo van a leer los hijos y los 
nietos. 


En ese caso, creo que la ofensa adquiere una dimensión 
mucho más grande y el periodista que se dedica a este tipo de 
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periodismo, que es el escrito, debe tener muchísimo más cui- 
dado. 


«El País» es un diario que ha defendido con pasión sus 
principios, no sólo blancos y nacionalistas, sino también otro 
tipo de principios que se defienden y que han sido menciona- 
dos aquí en el Senado de la República. Pero no ha ofendido, 
no ha jugado con el honor de la gente, no ha dejado documen- 
tadas infamias, y si alguna vez algún lector de «El País» se ha 
sentido agraviado por un editorial o por un artículo, siempre 
ha tenido abiertas sus páginas para la réplica. Les aclaro que 
este Senador de la República, orgulloso de ser colorado y 
batllista, a veces ha tenido que publicar algún desmentido o 
aclaración en ese diario y siempre se le permitió. Lamentable- 
mente, señor Presidente, en este Uruguay que quiero tanto o 
más que antes -y del que hemos perdido algunas cosas que 
espero algún día podamos recuperar- no he tenido la misma 
suerte con todos los órganos de prensa. Con «El País», sí. 
Entonces el agradecimiento viene por haberle dado a mi Uru- 
guay una población bien informada que a la postre, reitero, es 
uno de los principales pilares en que se sustenta la democra- 
cia. Pero fundamentalmente al hecho de que dentro de su pa- 
sión por defender sus principios, no ha jugado jamás con el 
honor de la gente, no ha agraviado, y tal vez por ese hecho 
luctuoso para la República, luctuoso para los blancos y les 
puedo garantir a los blancos que muy luctuoso para los colora- 
dos, tal vez por esa razón, porque fue en el campo del honor 
que don Washington Beltrán dejó la vida, «El País» nunca 
jugó con el honor de los ciudadanos. 


Por otro lado, señor Presidente, a lo largo de los años «El 
País» nos ha dado -acá sí como empresa- una síntesis de lo 
que al menos nosotros queremos y lo que presumo deberían 
ambicionar todos aquellos que asumen los tiempos modernos. 


Digo esto, porque el diario «El País» ha ido cambiando su 
formato y, en ese sentido, recuerdo lo que eran sus primeras 
planas. Es más: ha sufrido cambios en su diagramación, man- 
teniendo sus principios. Sin duda, esta es un poco la síntesis 
de lo que muchos aspiramos: orgullosos de nuestro pasado, 
pero sin miedo a las transformaciones que los tiempos moder- 
nos nos exigen a todos. Estos cambios, bien entendidos, no 
hacen perder la esencia y, mucho menos, el principismo. En- 
tonces, a este diario remozado y modernizado en lo que es su 
oferta empresarial pero, reitero, vigente en los mismos princi- 
pios y en el mismo estilo que siempre ha sustentado, nuestro 
profundo agradecimiento como lectores -lamentablemente, ya 
no contamos con aquel bastión fundamental de la democracia, 
del periodismo, de la cultura, como lo fue el diario «El Día»- 
como orientales y también, créanmelo, nuestro agradecimiento 
como colorados y batllistas. 


Muchas gracias. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Luis E. Mallo) 


SEÑOR PAJIS.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: nos hemos sentido total- 
mente representados y consustanciados con todas y cada una 
de las palabras que acaba de pronunciar el señor Senador Mi- 
llor. Sin embargo, no queríamos dejar pasar esta oportunidad 
sin agregar algún concepto que, a título individual, nos merece 
este tan compartible homenaje que hoy se tributa en esta Cá- 
mara. 


Siempre he dicho que los medios de comunicación son, sin 
duda, una de las instituciones que juegan un papel fundamen- 
tal en el futuro de la democracia. Asimismo, hemos sostenido 
que ese futuro dependerá grandemente de la capacidad que 
tengan las instituciones en general para acercarse a la gente. 
Por ello es que creemos, repito, que los medios de comunica- 
ción juegan, como una institución más, un rol fundamental, no 
solamente como intermediarios entre la sociedad civil y el 
Estado, sino también como generadores de fenómenos socia- 
les y políticos, a los que el mismo Estado, la misma sociedad 
civil no son ajenos. 


Por todo lo expuesto, consideramos que un diario es mu- 
cho más que tinta y papel: es un receptor y un vehículo nada 
menos que de la historia de las ideas. 


Como bien se ha señalado aquí, existe hoy un conjunto de 
posibilidades en materia de medios de comunicación. Vivi- 
mos, como se ha dicho, un mundo mediático y hoy la variedad 
de posibilidades con las que cuenta el ser humano para comu- 
nicarse con otros seres humanos o para recibir información es 
muy grande a veces apabullante. Sin embargo, la autoridad de 
la palabra escrita mantiene su vigencia y esto sucede hasta tal 
punto en nuestro país que, me atrevería a decir, muchas veces 
marca los tiempos de la información. Es la palabra escrita la 
que recogen los informativos de la mañana en las radios y es 
la que genera luego las notas periodísticas que los canales de 
televisión emiten a última hora del día. Es a partir de allí, 
entonces, que se genera la información que todos los días 
seguimos de cerca, sobre todo quienes estamos en el quehacer 
político. 


¿Qué es el diario «El País» en el concepto de este ciudada- 
no? Es el primer diario; el diario más importante del Uruguay; 
de eso no hay duda. Es sinónimo de familia los domingos, así 
como consustanciación con la esencia del canilla porque, ¡qué 
sería de los quioscos y de los canillas si no contaran con este 
diario! No quiero dejar de decir que, en mi concepto, hay algo 
más en la esencia de este diario que debemos destacar: es una 
referencia obligada en la toma de decisiones. Incluso aquí mis- 
mo, en este ámbito, he visto muchas veces -en oportunidad de 
trabajar en las Comisiones- páginas del diario «El País» que 
contienen algunos artículos analizados por los diferentes Le- 
gisladores, los cuales son tomados como referencia de la dis- 
cusión o de intercambios de ideas que en ese momento se 
procesan. En varias ocasiones quien habla ha guardado pági- 
nas enteras de este diario para luego, acertadamente, reflexio- 


CAMARA DE SENADORES 


16 de Setiembre de 1998 


nar, meditar y compartir o no, lo que allí se dice. Esto indica 
que, en definitiva, siempre ha sido una referencia para el ac- 
cionar del futuro. 


¿Quién no se ha enriquecido en los grandes temas naciona- 
les leyendo un magistral editorial del doctor Washington Bel- 
trán? Es evidente y cierto que el diario «El País» constituye, 
repito, toda una referencia en esa toma de decisiones. A su 
vez, es también testimonio de credibilidad: existe una ética 
periodística demostrada a lo largo de los años en cuanto a la 
responsabilidad en la información que se brinda a la ciudada- 
nía. En tiempos en que disminuye el número de gente que 
compra diarios, sería muy fácil ceder a la tentación de redactar 
un titular sensacionalista o recurrir a la fotografía morbosa 
para lograr la venta de ejemplares. Sin embargo, el diario «El 
País» ha optado por otro camino que ha mantenido firmemen- 
te: la sobriedad como estilo permanente. Es también, en mi 
concepto, sinónimo de sensibilidad ciudadana; en sus páginas 
de información general, internacional, deportiva, cultural y de 
entrenimientos, todos los sectores de la sociedad se han en- 
contrado, alguna vez, reflejados. Es una forma de sentir en esa 
tinta y papel el pulso de todo un país y su gente, sin importar 
sus ideologías, clases sociales, religiones o razas. Defiende 
una integración de nuestro país que, para nosotros, es un valor 
que debemos preservar. Es ejemplo también de convivencia 
pacífica y de respeto. No he visto jamás desde el diario «El 
País» azuzar el inconformismo y el descontento en lugar de 
rescatar lo constructivo y el progreso que se va logrando con 
el esfuerzo de todos. Nunca he leído en el diario «El País» un 
titular que fabrique mártires, exacerbando las pasiones o la 
violencia o promoviendo la reacción irracional. Creo que todo 
esto implica una conducta y una forma de ser que se agrega al 
nivel, a la elegancia y al señorío periodístico de este diario. 


Como bien se ha dicho en Sala podremos coincidir o no 
con las páginas de opinión. Inclusive, es muy probable que en 
más de una oportunidad tengamos que discrepar; pero, sin 
duda, en la opinión encontrada sabremos siempre que quien 
desarrolló su posición con la pluma desde el otro lado, lo hace 
con buena intención, buscando siempre la defensa de los me- 
jores intereses del país. Pienso que en este campo vamos a 
tener muchos más encuentros que desencuentros y así, cuando 
nuevamente tenga el privilegio de tomar un café con el doctor 
Daniel Scheck, seguramente seguiremos hablando de la im- 
portancia que tienen y tendrán siempre los medios de comuni- 
cación para la defensa de la democracia en nuestro país. 


Al agradecimiento que expresaba el señor Senador Millor 
quiero agregar, entonces, este reconocimiento por todas esas 
cosas que hacen a la esencia uruguaya y que sin duda hoy 
constituyen parte del patrimonio histórico de este gran diario. 


Debo confesar, señor Presidente, que al decir estas pala- 
bras me embargan dos sentimientos muy intensos: por un lado, 
la alegría y el honor de poder compartir este homenaje y, por 
otro, la nostalgia por la ausencia del otro gran gigante de los 
diarios en este país que, en mi concepto, fue el diario «El 
Día». 


16 de Setiembre de 1998 


Lleguen, entonces, nuestras congratulaciones a la dirección 
del diario «El País», a sus periodistas, a su equipo técnico y a 
todos sus trabajadores, aspirando a que siga siendo el gran 
baluarte -y recojo aquí las palabras pronunciadas por el señor 
Senador Heber- de democracia y libertad que es y ha sido 
siempre. 


SEÑOR BARAIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR BARAIBAR.- Señor Presidente: ha sido buena la 
idea del señor Senador Heber de proponer al Senado de la 
República conmemorar un hecho sin duda trascendente en la 
vida del país, como es la celebración de los 80 años del diario 
«El País». 


Naturalmente, y no tan naturalmente pero sin duda cierta 
expectativa puede haber en los colegas Senadores aquí presen- 
tes, en el doctor Washington Beltrán desde la barra -a quien 
tuvimos oportunidad de ver como Senador en esta misma Sala 
en los años setenta- y en quienes lo acompañan en representa- 
ción del diario «El País» porque, ¿qué puede decir alguien que 
se siente absolutamente consustanciado con el Frente Amplio - 
que fue frenteamplista desde antes de que esa fuerza política 
se fundara, que lo ha sido durante toda su vida y que segura- 
mente lo seguirá siendo mientras le den las fuerzas- a propósi- 
to de un diario que no resulta demasiado difícil ubicar en una 
posición que en el plano ideológico y político confronta y ha 
confrontado a nuestra fuerza política, en sus 27 años de exis- 
tencia? Debemos decir que ni en esto ni en ninguna otra cosa 
de la vida se nos nubla la mente, la razón, para poder exami- 
nar con objetividad cómo vemos lo que el diario «El País» 
significa en el Uruguay. Y aquí tomo una encuesta que suelo 
hacer muy informalmente pero que, en general, me ha orienta- 
do bien desde hace muchos años; encuesta que llevo a cabo no 
sólo en un barrio, sino en los muchos que solemos recorrer, 
tanto en Montevideo como en el interior de la República. Así, 
los domingos en la mañana me acerco al canilla, al vendedor 
de diarios y observo las pilas de los distintos ejemplares que 
están a la venta desde muy temprano. Y el resultado de la 
encuesta es innegable. Quien no ha hecho esto, es bueno que 
lo haga; y quien sí lo ha hecho, seguramente me dará la razón 
al señalar que sin duda en toda esa pila de diarios, el número 
de ejemplares de «El País» fácilmente duplica o triplica al de 
todos los demás periódicos juntos que aparecen a la venta a 
esa hora del día. Este es un dato de la realidad, por lo que no 
podemos dejar de reconocer, más allá de que nos guste o no, 
lo que significa el citado diario para nuestro Uruguay. Sin 
duda, el diario «El País» constituye un hecho informativo, en 
primer término -¡quién puede dejar de reconocerlo!- además 
de un hecho ideológico, político y también social, dada la 
gravitación e incidencia que tiene en nuestra vida. No sólo 
como medio de prensa informa de los acontecimientos que 
han ocurrido, sino que, a su vez, por la capacidad de inciden- 
cia que tiene en nuestra vida social y política, crea los hechos 
que van a suceder. Evidentemente, esto constituye una enorme 
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responsabilidad que vale tanto para ese diario como para todos 
los medios de comunicación que tienen gran penetración en la 
opinión pública, y nadie puede negar que el diario «El País» la 
tiene, de una manera absolutamente destacada. 


Quien vive en este país no puede dejar de reconocer en lo 
que la empresa diario «El País» ha logrado convertirse -natu- 
ralmente, no tenemos muy presente sus comienzos por la épo- 
ca, aunque a través de la lectura sabemos que fueron muy 
modestos-: en una empresa pujante y llena de posibilidades; 
nadie sabe sus estados contables -aunque sean públicos, no los 
conozco- pero, sin duda, se trata de un diario que por su ex- 
tensión -es decir, por el número de páginas, que todos pode- 
mos medir- por la calidad de su impresión y diagramación, de 
sus suplementos y también de sus columnistas, se encuentra en 
condiciones de cumplir sus objetivos, teniendo en cuenta que 
en nuestro país los diarios son caros y que aquí el poder adqui- 
sitivo se ve reducido. A su vez, se debe tener en cuenta que el 
volumen no permite disminuir costos, comparando con la prensa 
de Argentina y de Brasil. 


Confieso que soy lector habitual de todos los diarios; a esa 
tarea le dedico tiempo -porque creo que es importante- y pienso 
que mis colegas harán otro tanto. Naturalmente, leo el diario 
«El País» y no tengo ningún inconveniente en reconocer que 
posee una cantidad de secciones de una calidad técnica e infor- 
mativa absolutamente destacada y elogiable. Puedo citar, entre 
otras -y aclaro que no lo hago en base a un orden jerárquico o 
de prioridades, sino que simplemente menciono lo primero que 
viene a mi mente- el Suplemento Deportivo, que ha comenzado 
a editarse desde hace unos meses y que desde el punto de vista 
de la información deportiva nacional e internacional en todas 
las ramas, particularmente en lo relativo al fútbol, es realmente 
destacable. Allí se publican notas, también de carácter interna- 
cional, que resultan muy interesantes por su contenido. Recuer- 
do asimismo un hecho informativo en el plano deportivo, que es 
la encuesta que realiza el diario anualmente y que ha sido desta- 
cada a nivel mundial como una instancia que genera opinión y 
que se convierte en punto de referencia para la prensa deportiva 
especializada de otros países. No puedo dejar de mencionar el 
Suplemento Internacional, que reproduce editoriales y notas in- 
formativas de los principales diarios americanos y europeos. 
Más allá de que se comparta el contenido de dichas notas, se 
trata de opiniones referentes que debemos tener en cuenta como 
un dato de la realidad. 


Por otro lado, ¿quién puede dejar de reconocer la impor- 
tancia que tienen las encuestas de la empresa «Cifra» de Luis 
Eduardo González? Se trata de una página que recoge infor- 
maciones políticas importantes sobre los estadios de opinión, 
las correlaciones de fuerzas, las candidaturas, etcétera, así como 
sobre muchos órdenes de la vida, lo que nos ha permitido 
conocer la forma como están pensando los uruguayos sobre 
muchos elementos de la vida social que son indicadores a la 
hora de tomar decisiones en el quehacer político y legislativo. 


¿Quién puede dejar de mencionar el Suplemento Económi- 
co que aparece semanalmente, donde escriben destacados co- 
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lumnistas de todas las corrientes políticas de este país, con 
absoluta libertad, manifestando lo que entienden que corres- 
ponde, según los temas considerados? 


Quiero hacer referencia también a las distintas páginas es- 
pecializadas como, por ejemplo, la del MERCOSUR, que leo 
con mucho interés, sin olvidar las caricaturas de Arotxa y la 
página rural. 


También cabe citar «El Gallito Luis», libro de clasificados 
que más allá del papel informativo que cumple, nadie puede 
dejar de reconocer su función social ofreciendo posibilidades, 
fundamentalmente a quienes buscan trabajo, a lo que se suma 
la posibilidad de publicar solicitudes y ofertas de trabajo en 
forma gratuita o con un costo muy reducido. 


Todos estos son datos de la realidad que nadie puede dejar 
de reconocer. Pero también existe la página editorial, que no 
he mencionado con el propósito de dejarla para el final por- 
que, sin duda, la reflexión es diferente. Allí se centra la polé- 
mica fuerte a partir de una orientación política innegable que 
nunca se ha dejado de reconocer -máxime teniendo en su seno 
a un blanco de larguísima trayectoria como lo es el doctor 
Washington Beltrán, quien siempre ha reafirmado su trayecto- 
ria blanca y nacionalista y ha expresado su pensamiento políti- 
co con mucha claridad y nitidez- quedando en evidencia que 
se ubica en posiciones distintas y en muchos momentos con- 
frontada, no sólo con la información política, sino también 
con la visión que sobre determinados temas de la vida del país 
tiene nuestra fuerza política. De todas maneras, diría que a 
pesar de que aquí hay una diferencia grande, no es la mayor. 


No seré yo quien deje de reconocer la existencia, en la 
época de 1971, de una página profundamente agresiva para 
una figura destacada de nuestra fuerza política, hoy figura 
nacional, que es, precisamente, el General Seregni, a quien se 
le asociaba con una figura cómica. Estoy convencido de que 
hoy el propio diario «El País» podría reconocer -y ello sería 
un gesto de enorme nobleza- que aquella imagen con que se 
quiso caricaturizar al General Seregni en 1971, la historia, la 
vida, ha reconocido que fue una caracterización equivocada 
porque hoy él tiene un lugar ganado en el país y por lejos 
constituye para nosotros una figura de relevancia nacional en 
el escenario político, por todo lo que ha hecho durante estos 
27 años. 


Sí debo reconocer que si bien la información sobre nuestra 
fuerza política en una época fue muy reducida y sesgada -no 
porque en la nota se dijera algo incorrecto, sino porque la 
selección de los datos tenía un sesgo que para nosotros resul- 
taba absolutamente notorio- en los últimos años la informa- 
ción que brinda el diario «El País» sobre el Frente Amplio 
tiene un grado de amplitud y de objetividad que también debe- 
mos reconocer como un hecho positivo. Pienso que el gran 
desafío o instancia que sueño -de pronto soñar todos lo pode- 
mos hacer- es que el diario «El País» reconozca, más tempra- 
no que tarde, a través de algún editorial o nota, que de muchas 
de las afirmaciones que ha hecho sobre el Frente Amplio en su 
conjunto -y no sólo el Frente Amplio con relación a tal o cual 
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episodio, que a veces son anecdóticos porque en todas las 
fuerzas políticas y en los distintos Órdenes sociales existen 
circunstancias específicas que no expresan necesariamente el 
conjunto de la colectividad- corresponde por lo menos un re- 
examen. No se trata de reconocer equivocaciones, sino de mi- 
rar hacia el futuro. 


Añoro y sueño que si en el año 2000 el Frente Amplio, el 
Encuentro Progresista, llega al Gobierno, lo haga sin que el 
diario «El País» se convierta, a priori, en una tribuna confron- 
tada con ese Gobierno y que tenga la magnanimidad, la dispo- 
sición y la amplitud intelectual que en muchos órdenes de la 
vida exhibe, pero que nosotros también le reclamamos tenga 
respecto a nuestra fuerza política para darle un crédito, desde 
sus páginas editoriales y de su gravitación a nivel del país. 
Todo esto, más allá de las orientaciones, sobre todo de la 
económica, pero no respecto a otros órdenes como son las 
convicciones profundas de nuestra vida democrática, permi- 
tiendo que tengamos la suerte -como también la han tenido 
gobiernos de todo tipo y especie que han transitado en este 
país- de lograr un crédito para que nuestra fuerza política pue- 
da contar con la tribuna del diario «El País». No se trata de 
ocultar aspectos negativos -nadie está pensando en eso- pero sí 
de resaltar con la misma generosidad con que lo han hecho 
respecto a todos los Gobiernos que han existido en el Uru- 
guay, en caso de un eventual Gobierno del Frente Amplio. 


Por todo esto reconocemos el papel indudable que tiene el 
diario «El País» en el Uruguay, su rol trascendente como em- 
presa periodística y las informaciones excelentes y de primer 
nivel que brinda en otras ramas. No obstante, hoy en el campo 
político nos ubicamos en posiciones antagónicas, de las cuales 
s1 bien no resignamos, sí pedimos que a la hora de asumir la 
información sobre los hechos de nuestra fuerza política, el 
diario «El País» nos entienda cada vez más porque nos senti- 
mos parte de esta nación. Entonces, si «El País» es parte de 
este país, también nosotros lo somos y anhelamos que esta 
situación, más temprano que tarde, tenga un vuelco, no favo- 
rable para nosotros -no es eso lo que pedimos- sino positivo 
para el país que es, en definitiva, lo que soñamos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- A esta altura se hace difícil agre- 
gar alguna reflexión que ya no se haya hecho a propósito de 
un hecho tan significativo, como es el de los 80 años del 
diario «El País». Sin embargo, no puedo resistir la tentación 
de decir algunas palabras como lector -aunque quizás no un 
lector estrictamente convencional- de ese diario. 


Son muchos los años que el diario «El País» forma parte 
de nuestro paisaje hogareño; muchos los años durante los cua- 
les lo hemos sentido como un referente del curso que sigue la 
nación. Hace pocas semanas, casi diría días, tuvo lugar un 
hecho quizás insignificante, que me permito relatar. 


Concretamente, leí un artículo en «El País» que a mi en- 
tender no se ajustaba estrictamente a la verdad de los hechos y 
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que podía ser incluso dañino. No vacilé en telefonear a uno de 
sus editorialistas, con quien me une una entrañable amistad, a 
quien seguramente con algún dejo de enojo, le hice llegar mi 
queja y, de alguna manera, un pedido para que en oportunidad 
posterior se tratara de rectificar lo que desde mi punto de vista 
era un daño importante, proviniendo nada menos que del dia- 
rio «El País». 


En el contexto de aquella conversación, me di cuenta de 
que hablaba con mi interlocutor como si yo tuviera un dere- 
cho. De alguna manera, para mí el diario «El País», hasta 
inconscientemente era algo propio. Cabe preguntarse por qué 
lo sentíamos de esta manera. Pienso que lo que pavimenta esta 
convicción, la piedra angular que de alguna manera nos une 
con este Órgano de prensa, es la circunstancia de que, explícita 
e implícitamente, de manera invariable en el diario «El País» 
está muy clara la diferencia entre lo que es informar y lo que 
es Opinar. Aquellos que dicen que es muy difícil presentar la 
verdad objetiva porque todo depende del color del cristal con 
que se mire, son los que de antemano están justificando la 
distorsión de la noticia objetiva a través del filtro de las opi- 
niones, y que bajo el manto de una seudo objetividad tratan de 
filtrar, precisamente, lo que son sus opiniones. 


Esa distinción cardinal entre informar y opinar es la co- 
lumna vertebral de lo que consideramos una prensa seria, por- 
que la verdad objetiva existe; siempre hay una verdad objetiva 
y simplemente tenemos que acercarnos a ella con la humildad 
propia de los que saben que no son dueños de la verdad. 


Personalmente, consideramos que esto es lo que se encuen- 
tra en la base misma de una trayectoria como la del diario «El 
País», desde el punto de vista de su enfoque, de su intento de 
hacer conocer la verdad objetiva y también a través de sus 
columnas de opinión ya que tanto en la coincidencia como en 
la discrepancia son un permanente llamado a la razón, así 
como una invocación a la regla de derecho. Si bien nosotros, 
los uruguayos, podemos discrepar sobre todos y cada uno de 
los temas que hacen al escenario nacional, no podemos hacer- 
lo en cuanto al sometimiento a la aludida regla de Derecho y a 
la preocupación constante por las consecuencias legales de 
nuestras acciones y omisiones. 


En ese sentido, el diario «El País» siempre mantuvo su 
racionalidad, su moderación, evitando sistemáticamente el es- 
cándalo. Tal como decía el señor Senador Millor, siempre tra- 
tó de «no echar a los perros el honor de la gente», tratando de 
no hacer sufrir a personas inocentes, cosas éstas que constitu- 
yen el objetivo cardinal de toda prensa seria. Digo esto porque 
toda vez que una primera plana escandalosa juega con el ho- 
nor de la gente, debemos pensar que detrás de ese texto escrito 
hay gente inocente que sufre y que son, muchas veces, fami- 
liares o hijos de las personas justa o injustamente involucradas 
en ese tipo de noticias. 


Considero que la prensa escrita, jaqueada muchas veces 
por los avances tecnológicos y por los medios masivos de 
comunicación -actualmente muy variables y que lo serán más 
aún en el futuro- tiene asegurado un futuro en la medida en 
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que sea una prensa seria. Digo esto porque en la prensa seria, 
racional y moderada se encuentran aquellos valores absoluta- 
mente imprescindibles para el futuro nacional: la pasión por la 
libertad y la tolerancia de quien da cabida a opiniones que no 
son las propias y de quien ha hecho del estado de derecho y 
del culto a la democracia la base de su prédica. 


Actualmente, no es una proeza el hecho de exaltar los va- 
lores del sistema democrático. Pero no siempre fue así. Tengo 
presente dos expresiones, una de ellas, relativa a un editorial 
del doctor Washington Beltrán en una hora oscura del país y la 
otra, casi simultánea, un discurso del señor Senador Vascon- 
cellos. Fueron dos expresiones de coraje de dos hombres que 
se animaron a decir públicamente lo que todos sentíamos, cons- 
tituyéndose entonces en horas difíciles en los abanderados del 
honor nacional. 


Esa misma sensación de abanderado es la que hoy senti- 
mos por el diario «El País», con el que podremos discrepar en 
mayor o menor medida pero con cuyos valores y con cuya 
prédica nos hemos sentido desde siempre absolutamente con- 
sustanciados en lo esencial. Me refiero a aquellos valores que 
integran el perfil de la identidad nacional. 


En este momento sólo me cabe decir a la familia del diario 
«El País», a su director, a sus editorialistas, a sus redactores y 
colaboradores: ¡Adelante! 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: nos sentimos un 
tanto extraños ante el hecho de que el Senado se ocupe de un 
diario, recuerde su historia y, en cierta medida, alabe a un 
medio de tanta penetración en el país. Reitero que me siento 
extraño, porque pienso que es la prensa la que nos debe con- 
trolar y, en consecuencia, no sé si es bueno que los políticos, 
aquellos que nos ocupamos de la cosa pública, alabemos a un 
medio de comunicación que debe -porque esa es parte de su 
obligación- estar tras nuestros pasos. Sin embargo, 80 años no 
se cumplen todos los días. Por lo tanto, bien podemos hacer 
un alto en el camino, pedir una tregua de ambas partes y 
comentar este aniversario que, además, me duplica en edad. 
¡Vaya si tienen, con estos 80 años, experiencias, anécdotas e 
historias! 


Pienso que hacer un diario en cualquier parte del mundo, 
así como hacerlo en el Uruguay, es una tarea titánica; no se 
trata de algo fácil. Ello implica invertir cantidades muy impor- 
tantes en salarios y asumir compromisos de toda índole, sobre 
todo con ese lector al que se deben y en cuya casa entran 
todos los días. 


Esto conlleva a que uno reconozca que este vínculo perso- 
nal que tiene su propia identidad, de la prensa escrita que 
logra entrar en los hogares de miles de uruguayos, implique 
tal esfuerzo, que muchos de nosotros -que estamos llamados a 
hacer de lo imposible lo posible- no estaríamos dispuestos a 
enfrentar un desafío de este tipo. 
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En consecuencia, creo que es bueno reconocer y en cierta 
medida felicitar a los responsables de que, por 80 años, el 
diario «El País» se haya mantenido día a día en la calle, sir- 
viendo a sus lectores y a su público en general. 


«El País» puede ser muchas cosas. Seguramente que mu- 
chas de ellas no me van a gustar, pero para mí tiene una 
identificación concreta, una identidad. Muchos pueden no com- 
partir lo que voy a decir, pero para mí, «El País» es Washing- 
ton Beltrán. Si con esta frase estuviéramos resumiendo lo que 
es la personalidad del diario y haciendo un merecido homena- 
je a quien le ha dado su impronta a «El País», me quedaría 
conforme, porque no es que las cosas no tengan vida o alma; 
la tienen. Naturalmente, allí hay una responsabilidad, una ética 
de trabajo, una ética periodística que se impone al resto del 
Estado. Así, el doctor Washington Beltrán, con muchos años 
en este país y con muchos años en «El País», ha dado que 
hablar. 


Por estas razones, sumo mi voz a esta iniciativa de recor- 
dar hoy a este diario y de hacer una tregua y un alto en el 
camino, por parte de quienes a veces conjugamos ideales y 
otras veces nos peleamos. Hoy queremos hacer un merecido 
homenaje a este diario, que tiene iniciativa y creatividad, al 
doctor Washington Beltrán y a todo el «staff» que allí trabaja, 
por estar todos los días del año con los uruguayos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Ha llegado a 
la Mesa una moción de orden. 


Léase. 
(Se lee:) 


«Mocionamos para que la versión taquigráfica de la 
sesión sea enviada a la Dirección del diario «El País» 
con motivo del homenaje a sus 80 años. Firman: los 
señores Senadores Luis Alberto Heber, Carlos Julio Pe- 
reyra, Guillermo García Costa, Ronald Pais, Carlos Ga- 
rat, Victorio Casartelli, Américo Ricaldoni, Jorge Gan- 
dini, Pablo Millor, Dante Irurtia, Luis Brezzo, José Hual- 
de, Alberto Couriel, Luis Eduardo Mallo, Danilo Asto- 
ri, Fernando Quarneti, Carlos Baráibar y Rafael Miche- 
lini.» 


-Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) SOLICITUD DE LICENCIA 


pa 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Dése cuenta 
de una solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Couriel solicita licencia desde el 
25 de setiembre hasta el 4 de octubre inclusive.» 
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-Léase. 


(Se lee:) 


Montevideo, 16 de setiembre de 1998 


Sr. Presidente de la Cámara de Señadores 


De ni-mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia desde el día 
25 de sotiembre"hasta el día"4 de octubre inclusive. Motiva este: pedido mi 
participación. como docente en.la IV: Maestría de Desarrolo Económico en 
América Latina que tendrá lugar en la Sede Iberoamericana de La Rábida, de 
la Universidad internacional de Andalucía. Esta-licencia se solicita al amparo 
e an e) del articulo 19. de laley 10.618.en la redacción dada por la ley 
546. á 


Sir otro particular, lo saluda muy atentamente 


pa 


Ed ALBERTO COURIEA 
SENADOR 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se va a votar 
si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


A partir del 25 de setiembre se convoca al señor Martín 
Ponce De León. 


7) NUMERALES 6, 7”, 8” Y 9 DEL ORDEN DEL DIA. 
Urgencia. 


SEÑOR GARAT.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARAT.- Mociono, señor Presidente, para que el 
Senado declare la urgencia y consideración inmediata de los 
numerales 6%, 7, 8” y 9” del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota:) 
-16 en 20. Afirmativa. 


8) TRATADO DE ASISTENCIA JURIDICA MUTUA EN 
ASUNTOS PENALES ENTRE LA REPUBLICA Y EL 
REINO DE ESPAÑA 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se pasa a 
considerar el punto que figura en 6” lugar del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se aprueba el Tratado de Asisten- 
cia Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la República y el 
Reino de España. (Carp. N* 798/92 - Rep. N* 636/98)». 


(Antecedentes:) 
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Carp. N* 798/98 
Rep. N* 636/98 


INFORME 


Al Senado: 


El 24 de abril de 1995 el Poder Ejecutivo reiteró el 
Mensaje del 21 de abril de 1992 por el que se solicita la aproba- 
ción parlamentaria del Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
Asuntos Penales con el Reino de España, suscripto en Montevideo el 
19 de noviembre de 1991, 


Durante la Legislatura anterior, el 15 de octubre de 
1992, la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado aprobó por 
mayoría el informe elaborado por el Senador Sergio Abreu y que 
contó con el voto conforme del mismo y de Juan Carlos Blanco, 
Arturo Heber, Américo Ricaldoni y Alberto Zumarán. En contra del 
referido informe votó el Senador Carlos Cassina. 


Esta Comisión comparte en todos sus términos, el informe 
antedicho por lo que nada tiene que agregar al mismo. 


Para mejor ilustración de los integrantes del Cuerpo 
adjuntamos dicho documento, así como otro, discorde, firmado por 
los Senadores Leopoldo Bruera y Reinaldo Gargano. 


Sala de la Comisión, 14 de mayo de 1998, 


AMERICO RICALDONI 
Miembro Informante 


CARLOS M. GARAT 


CARLOS JULTO PEREYRA 
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AL Senados 


Poder Ejecutivo ha soetido para <u aprobación 
cl, Tratado de Asistencia Juridica Metua  ¿n Asun tots 
Fenáales entre la Repablica Oriented del LWruguay y el 
Reina de Esparña. 


ACACNESS DE 


Tal como se indica en el mensaje del Ejecutivos) e 
Tratado que $e somete « lá aprobac y parlamentaria se 
inscribe en uná corriente doternacional de cooperación 
iurádica que preciora combatir Las actividades criminales 
cuyo carácter transnacional ddeva « que Los elementos y 
pruebas de das mismas estén radicados en diversos 
Estadas » o 


En efecto, es debido a esta ampliación del CAnNpo 
de acción del crimea orgarizado y Coma consecuencia de 
suo localización en diversos países “kauscando ed cuupdro 
Que. 4 Veces 1 obtiene de la aplicación irrestricta del 
principio de da territorialidad" que há surgido la 
necesidad de preaver instrunentos internacionales de 
conperaci Cn COMO elo presente, donada. $e procura 
contrarrestar en Forma ágil y eficaz este nuevo flagelo 
de nuestra Lieapos 


q emális sis d 


£ubrulan. 


El preámbulo del Tratado reconoce 10 peligros que 
 ¿Fepresentan. para. la hmninidad la actividad . de da 
“eriminales transnacionales (y la peculiaridad de $us 

“actividades del ia Livas» sen tando La necesidad de una 
estrecha cooperación. internacional. a 


A Ne a 


DE o 


» 


cr Dicha cooperación $e lua á cabo respetando 10% 
principios de. soberanía nacional y de igualdad de 
derechos ». a ME a a O 

ope Pot no. añ, 


b) cunda 40 del Tratados 


+ 


El artáícuia J.d. dispone que das partes se 
prestarán asistencia mutua . "para la investigación y 
enjuiciamiento de delitos ssl como en las procedimientos 
judiciales relacionados con ascotos penales." 

A] 


coc No se ha procedido aquí « una enumeración taxaliva 
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che dé Piquras delictivas, en el entendido Jue 
resultaría más práctico y eficaz establecer un ámbito 
miterial amplio que «barque toda el universo detictiuad , 

3 ds «A posteriori So At Excepciones 


Ed artículo Lia por su parte, establece que salvo 
o. dispueste en «lo artículo ¿Zl. dla asistencia se 
prestará e considerar sl el acto que motiva el trámite 
de asistencia constituye (no delito en el Estado 
requerido, Esta disposición constituye un ejemplo de la 
doctrina ás recibida modercanente en materia de 
cooperación ransnacional . 


En efectos cuando se trata de normas que regulan 
há cooperación procesal y la asistencia entre Los 
países da norma de lá doble incriminación "tan cara «al 
áabito de la extradición" no es requisito necesario en 
este tipa. de acuerdos de COGpe ración. Edo principio 
“mudda  traditio sine legge” de nuestro ordenamiento 
rádico na resulta vulnerado en este proyecto ya que 
aquel se refiere a la extradición y no a la cooperación 
en — materia penal. 


EL artículo loda a su vez, al mencionar que la 
cooperación que $e acuerda 1n1o implica conferir facultad 
alguna a das autoridades o particulares del Estado 
requirente eo la realización de tareas que están 
reservadas «das autoridades del Estado requerido, 
pretende preservar pprincipios consustanciales a nuestra 
Función — duwrisdiccional  «territorialidada oOficialidad- 
obviando de esta forma la posibilidad de que autoridades 
(7 particulares es paroles puedan acbuar 
extraterritorialmente en nuestro LA 


dé asistencia , 


El artículo 2 del Tratado menciona las diversas 
acciones comprendidas dentro de la noción de asistencias. 
há enumeración > realizada por el artículo comprende 
nunerosos puntos, entre los que merecen destacarse todos 
dos referidos « da obtención de pruebas documentales o 
testimoniales Y aquellos que: significan medidas 
cautelares sobre bienes. Ex necesario destacar que esta 
entneración no FÉ — taxativa y que da asistencia 
solicitada resultará incluida en el concepto siempre que 
no. "esté  probibida por las leyes del Estado requerido 
para la investigación 6 endfuicianiente de delitos". 


d) Míutoridades compeicotes. 

Se prevé en el artículo 3 que para da presentación 
y recepción de solicitudes se establecerá una Autoridad 
MWertirad o. En puestro paíw dicha función +erá ciunpiida 
por el Ministerio de Educación y Cultura, in el Reino 
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clas España dicha futoridad será el Ministerio ches 
Justicia. 


La ubicación de la mittoridad Centrado Uruguaya 
dentro del PEG responde al hecho de que ya existe dentro 
cl ese ministerio una repartición que yd cumple 
funciones similares en máaterio civil. 


artículo 4 establece que das solicitudes 
Format adas poro la Autoridad Central del Estado 
reguiroente se basarán eb pedidos de asistencia de las 
Arles trial aci iadiciales o del Ministerio Pabiico 
encargadas de la investigación O enjauicianiento de los 
deditos. Lo. previsto por este «rtículo tiene gran 
trascendena y debe. ser leído conjuntamente con lo 
dispuesto Cea artículos posteriores. En primer Lugar 
constituye un paso más en el sentido de procurar Una 
colaboración ¿gil Y EPA car id posiliditar La 
intervención L Ministerio Eáblica del Estado 
requirente a 


Este puede realizar una solicitud «l investigar Lu 
delito, posibilidad que ya existía “y an” con Mayor 
anmpldctud sl se quieres en el caso del tratado con EE.UU. 
que nuestro país ya ralificaras En segundo lugara dicha 
Pacud Lac) tiene us daportante contrapeso En da garartida 
que significa la intervención preceptiva de  nmuestros 
jueces en el cuapliaiento de la mayoría de las medidas 

de auxibios, tal como surge de nuestro propia. sis Lena 
procesal peral Carts. 7 del Tratado). 


Los límites de la asistencia están previstos pol 
ed arta e. Refiere dicho artículo a aquellos casos en 
que la  Átwtoridad Central del Estado requerido puede 
denegar la asistencia solicitadas informando las razones 
de dicha denegatorias. A a 


AS 


Las situaciones previstas específicamente  (d.l) 
para  rehusarse a prestar Ja asistencia son aquellas en 
que la solicitud está vinaideade a delitos tipificados 
como tales (en la legislación militar pero no en el 
derecho penal ordinarios a delitos políticos O. Conexos 
con ellos a cdelitos tributarios, 0s en general, a 
aquellos casos en qué el cunpliniento de la  sodicitud 
afecta a la seguridad , el orden públicos, etc. del 
Estado requerido. 


Se advierte que esta posibilidad de rehusar la 
cooperación en algunas malerias constituye una 
garantía adicional que se Je da « das personas Que 
habitan em elo. territerio del Estado requerido. Lía 
Atoridad Central 6 funciona pues coma UN Mero. Correo 
gue «awtomáticanente se circunscribe a dar curso al 
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pedido formado por su boaonimá,  $¿ino que lo analiza y 
puede descartarlo. Fur otra parte y sta potestad de la 
uteridad Central na dntube da de das. JUECES, — COMO 
verenos Luego,  —qerque el arte 7. dispone que dicha 
Autoridad deberá qirar ese pedido al Grgeno  Conpelen te 
Cen Uruguay, él duez) quien además debe aplicar la dey 
datado. Es consecuencia, se establece en da práctica un 
doble. Filtro “administrativo y iudiciale que Opera sdn 
duda en Favor de la parte más débil eo tértinos de poder 
de negociación internacional 


Foro atro lado, $6 advierte que este arta E 
conplenen tario con el arts le. Este 0tino, de coráciter 
general a tiene su lógica limitación en el artuy 4 que 
establece excepciones a da regla enunciada por el 
Primeras 


En cuanto alo procedimiente  denegatorio de la 
asistencia, se establece en el miso arta 3 Cirads 12) 
que previa a blas la Autoridad Centrado del Estado 
requerido deberá consultar a st similéer del Estado 
requirente respecto «si acepta que la solicitud se 
cuapla  sudeta a ciertas condiciones y si aquella da su 
consenitiaienteas. entonces ésta se caenplirá de acuerdo a 
los nuevos Terminos acordados . 


10 Focma y contenido de de solicitud 

- EL art. ó enumera detalladanen te La Forma y el 
contenido de la solicitud. Estay de principios deberá 
Fformalarse per escrito salvo en casos de urgencia en dos 
que - igualmente deberá confirmarse par esa. vía en Un 
plazo no mayor de 10 días. 


De establecer en elo art. ó6.£ todas  «quellas 
condiciones e indicaciones que deberá contener da 
solicitud pará auna adecuada apreciación y un efectivo 
cuopliaiento de la asistencia solicitada. 
gy) fCunpliWmiente 

Elo cumplimiento de la solicitud se realizará con 
"la debida prontitud” (arts  Z.2 por da Autoridad 
Central del. Estado requerido ya cuando- proceda, 
transmitirá dicha solicitud a la autoridad judicial 
competente para su diligenciamiento" (arts cZ.2 din fine). 
Dicha actividad debe realizarse de acuerdo a da ley del 
Estado requerido, salvo las excepalones que exponga el 
propío tratado Cf¿.1l)e A este respecto puede decirse que 
el propio art. 7.3 establece una de ellas, «al permitir 
que «el pracedimiento para la asistencia revista uNa 
forma. especial sí. así se solicita, aunque nunca en 
contravención con la escocia de las leyes del Estado 
requerido. En 
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ELO cunpliaiente de la solicitud de asistencia 
podrá ser aplazado «a condicionado por ed Estado 
requerido. previa consulta con La fuatoridad Central del 
Estado Kequirente "en caso de que ioterfiera: Con una 
investigación (E enjaulicianierdcio En Cursa €n el. Estado 
Eequerido darte B). For otra pártes el «rt. 2 dispone 
ques a solicitud del Estado reguirente, da tramitación 
de dla solicitud ñ corfidenaciad. salvo que dicha 
Terami Lacio na ie cunplirse sia dofringár asa 
carácior confidencial, en cuyo ceso el Estado requirente 
decidirá sobre La prosecución ano de Los trádites . 


Se establece en el arta 10 la posibilidad de 
solicitar drformes entre futoridades Centrales a Los 
sfectos de verificar el estado delo trámite de las 
solicitudes. Las pruebas y - demás elementos que $ 
obtengan del cumplimiento de una solicitud sólo podrán 
ser utilizadas en el procedimiento en elo cual fuera 
solicitada, salvo comsentiaiente del Estado requerido. 
Si la información $e há hecho pública en «el - Estado 
requirente, — podrá a partir de ese momento ser wtidizacda 
eno otros asuntos Carts 11)+ 


. 


En lo que refiere a los costos de la aristenacian 
elo arte 12 dispone que serán de cuenta del Estado 
requerido salto, entre 0 od aquellos correspondientes 
a procedimientos especiales a traducciones, pericias, 
gastos de Viades, eta. los. cuales serán abonados por 
el Estado requirente. 


$18 ¿Lanchas “ 
El Tratado ana DIA O de disposiciones 
referidas « las Pormas especificas de asistencia, 


Li Decumentade 


Sn 1d UN 


"He preve ento 


ad na 
E 


¿larta 13 que las notificación de 
documentos o la comparecencia deruna - persona en. el 
(Estado. requirente serán “tramitadas por la Autoridad 
“Central del Estado: requeridos. la. cual devolverá Los 
respectivos comprobantes de diligenciamiento a. 0; bien 
informará sobre Su no cumplimientos especifi icando las 
razones del md M0) a e AS 


o 


Poy e aten ey etieos 14 establece. el 
“procedimiento para La, entrega de - documentos Oficiales. 
La Autoridad Central” “del Estado requerido proporcionará 
copias de documentos oficiales que consten en $us 
dependencias accesibles al publico o 10. En ste 
último caso se respetarán las condiciones exigidas — para 
su entrega a las Autoridades locales pero el. Estado 
requerida podrá sieapre negarse a cunmplór da: $0l4c4 tud 
sin necesidad de expesar las razones de dicha negativas. 


16 de Setiembre de 1998 CAMARA DE SENADORES C.S.-395 


ro cuanto a dos elementos de prueba o documentos 
cue ser faciliten durante elo cuunplámiento de dá 
asistencia, elo arte 1% establece que deberán ser 
devueltos $1 «6% €e solicita por Estado requerido 


Zar TestimaniaL. 


Las personas que deban prester testimonio rendir 
informe y se encuentran en el Estado requerido, estarán 
obligadas a comparecer ente las Ateoridades competentes 
de dicha. Estado y €n carPermidad con sus leyes (arta 
ló.iJ. 


e estaldece da Facultad  exceprional o de que 
durante el dildig camente de la pruelia testimonial, 
podrán estar : : lag personas que €l Estado 
redquirente especifique en su solicitud, Las que estarán 
incluse  Faciltades pará interrogar a la persona «que 
preste el testimonio o aporte pruebas soliciladas. 


Está norma del Tratado Limita el interrogatoria a 
la forma prevista por las leyes del Estado requirente. 
incluso. $e agrega que La instancia procesal en que 66 
fate Le el inte atoriao. tendrá litigar segón Los 
procedirnien Los par el Estada requerido. 


Lats irimmnmidades y privilegios 0 incapacidades 
“degados por Las personas —citades serán resueltas 
previamente por las «ntoridades competentes del Estado 
requeridos, 81 se basan en su aordenanientae Guráídico. Dia 
en cambio, $e Tfundaras en das Leyes del Es Lado 
requirente las misbáas no obsterán «Ll cuopiliniente de la 
solicitud, comiumicandose la situación especial alegada á 
la Autoridad Central requirente para que las Autoridades 
Competentes del mismo decidan sobre el punto, 


EL «rte 172 establece la posibilidad de que sé 
preste testimonio en el Estado reguirente. En efecto, 
cuando dicho Estado do considere necesarios, podrá así 
sGlicitarlo y entonces el Estado reguerido procederá a 
invitar al, testigo quier veluntariamen Le podrá 
COMparecer ante la Autoridad Central del Es Lado 
PEqud rente a pudicadose registrar por escrito el 
consentimiento correspondiente, do E 


ne 


En o. que refiere al traslado de personas 
sometidas a procedimiento penal el art. 18 prevé que 
éste sólo será posible sl se tiene el consentimiento de 
la persona en custodia así como la del estado en ELY O 
territorio se encuentra, Por otro dado se ecxtallecen 
algunas Condiciones que deben ser respetadas para 1 
cumplinicnto de. dichas - traslados. Entre dichas 
condiciones cs destaca ed otorglniento de un 
ealvoconducto bajo elo cual la persona no podrá ser 
detenida (3 enjuiaiada por delitos anteriores “al 
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cuapliniente. de dla solicitud oo par la declaración (que 
preste, Salva E] Les incurra en. desacato 0 falso 
testimonios, 


bo. podrá ser requerida pera declarar en Lun 
procedimiento. distinto «Ll que motivó la solicitud y el 
Gáalvocondauakao. qui ¿ Lé obro perderá vigencia cundo 
La persiana e rare cia má Ce diez dias en el. Estado 
requirente luego de cuenplida la solicitud, Esto Es aba 
a dos efectos de proteger tanto sus derechos duraite eu 
permanencia. en el extranjero. cona para garantizar sta 
retornos, invitando ee huele el procedimiente de da 
extradición. 


Ze 


Ultra punto trascendente es aquel previsto en el 
art, 24. del Tratado que indica que cuando la solicitud 
de asistencia incluye medidas de registros embargoa 
secuentro O. entrega de objetos, la  aisma debe ser 
cunplida de acuerda a da ley procesal y sustantiva del 
Estado reguerido, y previo exámen por la futtoridad 
conmpeterte, de que dichas medidas están justificadas de 
acuerda a lá información comfPerida «un la solicitud, 
pudiendo cesta también adoptar medidas complementarias 
para proteger derechos de terceros sobre los bienes en 
cues tión. 


a 


Lo dispuesto en este arta 21 protege el derecho de 
los particulares sobre SL biene ad, aplicar 
estrictamente la ley territorial tanto procesal o como 
sus Lean tiva 


Otra Porma de asistencia prevista es aquella que 
refiere de da inmovilización y. confiscación y 
transferencia de bienes, en efecto, el srt. 22 dispone 

¿que cada Farte-. podrá ioformar a la  Gtra sobre "la 
cenciestenala en él. territorio. de esta últina — de 
¿Instrumentos a y rutas de delitos, pasibles de medidas 
¿Cautelares incautac no Recibida La ioforma ión 5, La 
Autoridad € entral orrespondiente deberá comuni carla a 

da. Autoridad, ¿Competente En ¿Notificar a Ada atra parte de 
das medidas Ed dicha “AUútaridad “adopte” (siempre de 
AACUErdo « dae rá ne IN A E MN 


Por otra VAdE. es caible que, Cen la medida en que 
do pernitan sue leyes, cualquiera de las partes pueda 
¡Aranstferir. a. la otra los bienes  confiscados O el 
¿producto de sa ai eto sucediera 0 e 


Finalmente en nda ú“ la certificación y 
«terntificación de documentos y objetos, el. Estado 
requerido procederá en la forma solicitada por _ el. 
Estado reditirente , siempre: que ello no (esté en 

. contradicción con su ordenamiento jurídico (arta 23). 


3) Ciéueulo de conestibilidade 
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ATES establece LU ea cds toda especial de 
conmpetibilidad con Glros dinstrunen Los internacionales En 
A IS a los efectos de permitir da aplicación de 
otros textos andernacioónades que pudiera resul tar más 


FTavoraldlas., 


A 26 — establece que las Partes no. serán 
responsable por (das daros que seán consecuencia de 
actos de las Autoridades de la atra Fartes. La everbual 
responsabilidad que puede surgir de los actos cunplidos 
er acasión de la ejecución del Tratado será reqi lada par 
la ley interna de cada Farte. 


Esta disposición Limita da responsabilidad de 
nuestro Estado a aquellos daños causados Cd irectamente 
por elo mismos (do. que resulta oportuno. para evilar 
cualquier tipo de dudas en cuanto a la responsalbiddidad 
de cade. Estados Tampoco hatbirá dudas en CUA to a da 
durisdicción Y alo derecho. aplicable pue Es están 
especificamente determinados úK 


4.3 


EL Tratado entrará en vigencia cuando tenga Lugar 
el canje de ratificaciones y lendrá vigen cia hasta Llanto 
alguna de Las Fartes dle denuncie mediante notificación 
por escrito «la otra Farte la denuncia surt irá Efecto 

¿3 después de La fecha de ao Locación. 


Sms 


Foro tado lo  expueste y habida cuenta de das 
motivaciones que originan este texto internacional así 
como lá Ferma (Jurídica que reviste, adoptada «o da 
realidad que se procura combatir, es que esta Comisión 
recomienda la aprobación de este Tratado con Ess paña, EN 
lá seguridad de que resultará beneficioso para nuestra 
Repollo daa. E 


Sala de la Comisión, 15 de octubre de 1992. 


SERGIO ABREU 
Miembro Informante 


JUAN CARLOS BLANCO ARLOS” CASSINA ARTURO HEBER 
(Discordg) 


AMERICO RICALDONI ALBERTO 'ZUMARAN 


C.S.-397 
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TRATADO DE ASISTENCIA JURIDICA MUTUA EN ASUNTOS PENALES 
ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y EL REINO DE ESPAÑA 


INFORME 


o 


(En minoría) 


Al Senado: 


El Poder Ejecutivo remitió, para su aprobación, el 
"Tratado de Asistencia Juridica Mutua en Asuntos Penales" 
entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de España. 


Los fundamentos y contenidos del mismo, tienen una 
total identidad con los del tratado que oportunamente se cele- 
brara con los Estados Unidos de Norteamérica y que fuera 
ratificado mayoritariamente por el Senado, pero frente al 
cual nuestro sector político, el Frente Amplio, se opuso. 


En esas circunstancias, elaboramos un Informe en 
Minoría, contando para ello con el asesoramiento del señor 
Profesor de Derecho Penal de la Facultad de Derecho y Cien- 
cias Sociales, doctor Gonzalo D. Fernández. 


Por tanto, teniendo este Tratado en análisis los 
mismos contenidos --con alguna pequeña variante no sustan- 
cial-- vamos a transcribir nuevamente, Como fundamento de 
nuestra oposición a su ratificación por el Cuerpo, el texto 
que oportunamente nos hiciera llegar el doctor Gonzalo D. 
Fernández, de plena validez para el caso presente: 


"Tengo el agrado de evacuar la consulta que usted 
tuviera la gentileza de formularme, expresándole la opinión 
que me merece el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
Asuntos Penales celebrdo con el Gobierno de los Estados Uni- 
dos de América el día 6 de mayo de 1991, que el Poder Ejecu- 
tivo ha sometido a la consideración parlamentaria. 


Creo oportuno puntualizarle que he expuesto estas 
ideas con anterioridad, en el seno del Instituto de Derecho 
Penal de la Facultad de Derecho, de suerte que seguramente 
aparecerán reflejadas en la respuesta cursada por dicho ins- 
tituto a la Comisión de Asuntos Internacionales del Senado de 
la República, al recabarse su pronunciamiento técnico acerca 
del Tratado en cuestión. 


1) Precisión previa 


1) Como se verá, las distintas objeciones que el 
texto acordado me merece pueden ser reconducidas a un denomi- 
nador común. En efecto, aquellas soluciones susceptibles de 
reparo técnico resultan extrañas y claramente ajenas al patri 
monio de nuestra cultura jurídica. 
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2. El Mensaje del Poder Ejecutivo admite casi explícita- 
mente el hecho, derivándolo de la voluntad empeñada por los 
negociadores del Tratado, de armonizar sistemas procesales- 
penales de muy distinta estructura y acepta que el texto 
final ha exigido un importante esfuerzo de compatibilización 
Y adaptación de las normas vigentes en cada Estado-Parte. 
(Ver Comisión de Asuntos Internacionales del Senado, Carpeta 
N2 545/91, Distribuido N2 B38/91, pág. 2). 


3. Sin embargo, creo que ese esfuerzo tendiente a sistema 
tizar estructuras de procedimiento difícilmente conciliables 
entre sí, ha terminado por desequilibrar el fiel de la balan- 
za en favor de soluciones propias del sistema del "Common 
Law", que evidentemente carece de predicamento en la legisla- 
ción latinoamericana. Asi, el Tratado llega a desdeñar princi 
pios jurídicos básicos o institutos cardinales de nuestro 
ordenamiento' interno, --según modestamente lo entiendo-- 
presentando esa. fisonomía de ajenidad, esa "carta de extran- 
jería" si se permite el término, contrastante con la tradi- 
ción jurídica nacional. 


4. Considero, en síntesis, que contra lo afirmado por el 
Mensaje del Poder Ejecutivo, algunas de las soluciones contem 
pladas en el Tratado no resultan cómodamente conciliables 
--antes bien, son manifiestamente disímiles-- con el ordena- 
miento positivo vigente, que marca un límite infranqueable 
para cualquier instrumento de cooperación inter estatal en 
materia jurídica. 


11) Abdicación del principio de doble identidad 


5. Tanto en el Preámbulo como en el artículo 1, al defi- 
nirse el ámbito de aplicabilidad del Tratado, queda formalmen 
te establecida su función y finalidad, cual es la de servir 
como instrumento de cooperación internacional para la investi 
gación y enjuiciamiento de delitos. 


6. Sin embargo, a renglón seguido el propio artículo 1.2 
consagra una peligrosa excepción, en cuanto permite prestar 
la asistencia demandada, sin detenerse a considerar si la 
conducta que motiva el pedido cursado por el Estado requiren- 
te constituye o no delito, conforme a la legislación interna 
cel Estado requerido. 


7. En esta disposición radica, a mi modo de ver, el más 
grave defecto del texto concertado. Supone abandonar el "prin 
cipio de doble identidad" que, en el fondo, no es más que la 
manifestación --a nivel internacional-- del principio secular 
de legalidad penal (artículo 10 de la Constitución de la 
República, artículo 1 del Código Penal). La referida renun- 
cia permitiría entonces cumplir actuaciones de cooperación 
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penal, aún cuando el hecho que las motiva no configure un 
delito para la legislación interna del Estado requerido. 


8. El fundamento invocado en el Mensaje (ver Distribuido 
Ne 838/91, cit., pag. 5) apunta a la obtención de una mayor 
efectividad práctica en materia de asistencia y vendría acon- 
sejado por algunos sectores de la doctrina internacionalista 
contemporánea. 


9. Amén de que el fin no justifica los medios, parece 
inadmisible en una lectura jurídica del planteo, que una 
valoración de oportunidad o conveniencia (v.gr.: la agilidad 
de la cooperación requerida) pueda justificar apartamientos 
al criterio de estricta legalidad. 


10. Todo el derecho extradicional sigue, invariablemente, 
la regla de la doble incriminación penal del hecho, aspecto 
dable de constatar en todos cuantos Tratados tiene ratifica- 
dos nuestro pais, así como en las pragmáticas del artículo 32 
C.P.P., que disciplinan en el plano interno la viabilidad de 
la extradición no convencional. 


11. Sí es cierto que las modernas orientaciones interna- 
cionalistas distinguen de la materia extradicional a la llama 
da "entreayuda judicial"; ámbito en el que algunas convencio- 
nes, --a vía de ejemplo, la Convención Europea de Entreayuda 
Judicial en Materia Penal celebrada en Estrasburgo el 20 de 
abril de 1959-- no consideran imprescindible el mantenimiento 
de la regla de doble identidad. (Ver Guillermo J. Fierro, La 
ley penal y el Derecho Internacional, Depalma, Buenos Aires 
1977, pág. 215). , Ñ 


12. No obstante, esa tesitura dista de ser prevaleciente 
y ha sido indefectiblemente repelida por la doctrina juspena- 
lista, que ve en la abdicación de la legalidad o identidad 
normativa una gravísima renuncia. Ya en 1968, sostenía Hell- 
muth Von Weber en el marco preparatorio del X Congreso de la 
Asociación Internacional de Derecho Penal (AIDP), que la 
ejecución de sentencias extranjeras y la aceptación de rogato 
rias "no pueden ser admitidas más que dentro de los límites 
en los cuales la extradición es admisible (relativos a un 
hecho que entrañe punición..."). (Ver Les problémes actuels 
de 1'extradition, en Revue Internationale de Droit Pénal, Año 
39, 1968, N2 3 - 4, pag. 443). 


13. Junto a la posición del catedrático de Bonn, pueden 
consultarse también Los Rapport norteamericanos enviados al 
Coloquio preparatorio de Freiburg, donde precisamente Cherif 
Bassiouni y Edward M. Wise destacan que los Tratados estadou 
nidenses omiten regularmente consagrar la regla de doble 


identidad ("double criminality"), omisión contra la cual 
ambos autores reaccionan enérgicamente (Ver Revue cit. pags. 
501 y 523). 


14. Creo que el punto en examen marca la distancia que 
nos separa del sistema del "Common Law" (supra, ap. 3), pues 
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La conveniencia de tales renuncias sólo puede ser proponible 
"entre paises con intereses comunes muy generalizados, como 
ocurre con los pertenecientes a áreas jurídico-culturales 
perfectamente delimitadas" (Ver José Luis Manzanares Samanie- 
go, El Convenio Europeo de Extradición, Bosch, Barcelona 
1986, pág. 49). Indiscutiblemente, no es ése el caso. 


15. Y como prueba de que la abdicación del principio de 
identidad normativa no ha logrado consagrarse como doctrina 
Gominante, me permito citar --parece un ejemplo inmejorable-- 
al Tratado Modelo de Asistencia Recíproca en Asuntos Penales, 
aprobado por el VIII Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (La Haba- 
na, 1990), que carece de una norma semejante (Ver Doc. A/Conf. 
144/25). 


16. A mayor abundamiento, es posible referir también el 
Proyecto de Código Penal Internacional sometido al Consejo de 
Europa y a las Naciones Unidas, que exige a texto expreso en 
el artículo VI - Auxilio Judicial, Sección 1, numeral 1.3 
literal a), "que el delito que dé lugar a la comisión rogato- 
ria sea punible según las leyes de las Partes requirente y 
requerida". (Ver M. Cherif Bassiouni, Derecho Penal Interna- 
cional, Tecnos, Madrid 1984, pág. 179). Creo pertinente resal 
tar que en la Comisión Revisora de ese texto tuvieron parti- 
cipación prestigiosos catedráticos estadounidenses; a saber; 
M. C. Bassiouni (Universidad De Paul), J. N. Moore (Universi- 
dad de Virginia), V. D. Nanda (Universidad de Denver), W. M. 
Reisman (Yale Law School), Daniel Derby (Universidad De 
Paul), Ferdinand Mensch (Tribunal Supremo de Illinois). 


17. En suma, contra las posiciones radicales de cierto 
sector de la doctrina ¡internacionalista, prefiero seguir 
aferrado al principio de legalidad o doble incriminación 
penal, que ha sido defendido enérgicamente en materia de 
extradición no veo por qué debiera declinar en el área de 
la cooperación judicial no extradicional. 


18. En el. "nulla traditio sine legge" se ha extrapolado 
al ámbito del Derecho Penal Internacional un principio garan- 
tista y de seguridad jurídica, que no cabe ser: obviado en las 
otras formas de asistencia penal internacional --"1'entraide 
judiciaire"-- no sujetas a la rigidez sustantiva que discipli 
na la extradición, pero limitadas sí por la regla de la duali 
dad de incriminación. Por consiguiente, me pronuncio con todo 
enfasis contra la solución propiciada por el artículo 1.2 del 
Tratado, permitiendome agregar aún un par de reflexiones de 
indole practica. 


111) Innecesariedad de la solución cuestionada 


19. En primer termino, es del caso considerar que la 
falta de tipicidad simultánea en ambas legislaciones no impi- 
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de, de suyo, la prestación de cooperación internacional. Sólo que 
ésta no corresponde ser implementada, en tal caso, en el marco de 
un Tratado donde se regula la asistencia en asuntos específicamen 
te penales, sino que deberá encarrilarse por el fuero civil y sin 
la coerción judicial connatural a las potestades de los tribuna- 
les penales, 


20. No advierto, en segundo lugar, la necesidad de bie a 
una solución del tipo de la recogida en el artículo 1.2, para 
efectivizar la asistencia comprometida. Dicha o para 
colmo de males, es engañosa, pues mientras que hace salvedad de 
las excepciones previstas en el artículo 21, excluye las hipóte- 
sis consteladas en el artículo 22.2 (v. gr.: incautación, confis- 
cación, indemnización de victimas y cobro de multas impuestas por 
sentencia penal), algunas de las cuales suponen --a todas luces-- 
la ejecución extraterritorial de un fallo penal, que se pretende 
movilizar en la jurisdicción territorial del Estado requerido, 
donde el hecho juzgado no es punible. 


21. De todas maneras, es posible invocar un argumento de neta 
textura práctica. El ordenamiento positivo uruguayo consagra, 
entre las normas penales codificadas y la legislación especial, 
un amplísimo espectro de figuras delictivas. Por tal manera, es 
difícil que un comportamiento castigado como delito por la ley 
extranjera perfile, sin embargo, una conducta impune en nuestro 
país. Y cuando así ocurre por decisión soberana del legislador 
patrio, --puede ejemplificarse con el adulterio, la homosexuali- 
dad, la vagancia, el consumo de drogas, la objeción de conciencia 
al servicio militar, etc. --es porque el hecho no ofende un bien jurídi - 
co merecido de tutela penal y su criminalización legal, lejos de concitar el 
consenso de la "communis opinio", sólo levantaría críticas y seme 
jaría un cuerpo extraño en el seno de la valoración comunitaria. 


22. Concretamente en el terreno del narcotráfico y el denomi- 
nado '"lavado de dólares" --objetivo al que apunta el Tratado, 
según se desprende del Mensaje del Poder Ejecutivo-- el catálogo 
de figuras delictivas recogido por el decreto-ley N* 14.294, 
amplificado todavía con los institutos del acto preparatorio, lá 
tentativa, la coparticipación y el encubrimiento, llega a cubrir 
con creces cualquier maniobra delictual comisible en materia de 
drogas, tornando innecesaria la solución del artículo 1.2, que en 
cambio, abdica de un principio de identidad normativa en el que 
se resume una de las más caras garantías del Derecho Penal Libe- 
ral. 


IV) Sobre la Autoridad Central: 


¿ds El artículo 3 del Tratado inserta en el procesamiento de 
asistencia a un órgano administrativo; en nuestro caso, la Autori 
dad Central dependiente del Ministerio de Educación y Cultura, 
organismo al cual el artículo 5 le adjudica sensibles atribucio- 
nes para denegar o rectificar la demanda de cooperación. 


24. El Mensaje vuelve a resaltar esta solución como un mérito 
obtenido de la armonización de sistemas jurídicos disímiles, que 
permitiría la presentación y recepción de las solicitudes de 
asistencia judicial, directamente a la autoridad administrativa 
(ver Distribuido N* 838/91 cit., pág. 5 - 6). 
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25.- A mi criterio, ello podrá ser viable en la materia 
Civil como lo sostiene el Poder Ejecutivo, --sobre el punto 
excuso de pronunciarme-- pero ¡nextensible a la materia pe- 


nal, donde impera la regla "sinequa non" de la judicialidad. 
En otras palabras, esta "desjudicialización"” parcial del proce- 
dimiento, lejos de significar un beneficio, me parece un demé- 
rito, un retroceso que depriva al trámite de una garantía 
básica de integra judicialidad penal, por la intromisión inde- 
bida de un organo administrativo. 


26.- Ya FIORE enseñaba que era insustituible "la correspon 
dencia directa entre las autoridades judiciales" (ver PASCUA- 
LE FIORE, Tratado de Derecho Penal Internacional, Revista de 
Legislación, Madrid 1880, pág. 429) y el tiempo transcurrido 
desde entonces no ha hecho descaecer las afirmaciones del 
calificado profesor de Turín, 


27.- En la misma línea se situaba SANTIAGO VACA GUZMAN 
(ver: Reglas de Derecho Internacional Penal, Buenos Aires 
1888, pág. 254) y es la que caracteriza al sistema latinoame- 
ricano y Continental europeo, que a diferencia del sistema 
anglo-sajón, se individualiza por la activa intervención judi- 
cial (ver MANUEL VIEIRA, Cooperación Judicial Internacional en 
Materia Procesal, en Cuadernos de Derecho Internacional Priva- 
do, N2 5, F.C, Do, Montevideo 1982, pág. 10). Sobre el progre- 
sivo destierro de la autoridad administrativa en el área extra 
dicional, pueden consultarse también con provecho las obras de 
JACQUES LEMONTEY, Du role de L'autorite judiciaire dans la 
procédure d'extradition passive, Librairie Genérale de Droit 
et de Jurisprudence, Paris 1966, pág. 55 y siguientes y CASIMI 
RO GARCIA BARROSO, Interpol y el procedimiento de extradición, 
Edersa, Madrid 1982, págs. 85-86). 


28.- Es de advertir, que a raíz de la ingerencia que el 
texto le reconoce en el Art. 5.1 del Tratado, la Autoridad 
Central tiene más potestades que el propio magistrado competen 
te, pues se halla facultada para rehusar de plano e "in limi- 
ne" cualquier demanda de cooperación, usurpando así atribucio- 
nes en materia de calificación, que son de exclusivo resorte 
jurisdiccional. 


29.- Queda así desvirtuada la judicialidad del procedimien 
to, desnaturalizado por la decisión de un órgano administrati- 
vo que interviene --y puede repeler o condicionar la demanda-- 
en una fase previa al conocimiento judicial. Las atribuciones 
conferidas a la Autoridad Central se vuelven así de extraordi- 
naria amplitud, máxime que en materia de extradición por ejem- 
plo, tanto el Ministerio de Relaciones Exteriores ¿Somo la 
Suprema Corte de Justicia cumplen funciones de mero "correo" 
de la demanda, --dicho sea sin alusión peyorativa-- pues ciñen 
su participación procesal a la remisión de los antecedentes al 
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tribunal competente para conocer de la solicitud. Inclusive la 
última jurisprudencia de la Corte ha sostenido que la senten- 
cia de segunda instancia es insusceptible del recurso de casa- 
ción, lo que acota aún más el ámbito de su "parquet” procesal. 


30.- Me resulta por ende inadmisible, que un organismo 
extrajudicial, subordinado en nuestro caso a la Administración 
Central, vea reconocida tan generosa ingerencia en el procedi- 
miento, asumiendo una suerte de control de calificación (con- 
tralor de grado), cuando sólo le incumbiria, por su propia 
naturaleza, actuar como mero pivote transmisor de la solicitud 
al fuero judicial. Y ello comprende tanto al plano interno, 
como los supuestos "hacia afuera", de presentación de solicitu 
des (v. gr.:cooperación activa) al Estado requerido. 


V) Sobre las Causales de rehusamiento 


31.- Dentro de los literales enumerados por el Art. 5.1 
=-que dicho sea de paso, parecen responder al principio de 
doble incriminación y a los casos exceptuados de extradición, 
contrariando la permisividad genérica del art. 1.2-- se recoge 
la posibilidad de rehusar la prestación de asistencia si el 
cumplimiento de la solicitud "es contrario a la seguridad, el 
orden público u otros intereses esenciales del Estado requeri- 
do". 


32.- Los alcances de esta causal de rehusamiento, en tanto 
se incluye, un. supuesto meta-legal vinculado a los intereses 
esenciales del Estado requerido, subrayan el riesgo de la 
calificación previa por el órgano administrativo. 


33.- Es bien conocido que las hipótesis puntuales de segu- 
ridad y orden público son subsumibles bajo la excepción de 
orden público interno, de dilatada vigencia en el Derecho 
Internacional. Más esta tercera hipótesis, cuyo sentido no 
aparece clarificado ni en el texto ni en el Mensaje, permiti- 
ría denegar la solicitud por razones ajenas al criterio de 

¿estricta legalidad, es decir, extrañas al concepto jurídico de 
orden público interno, donde es posible que operen considera- 
ciones políticas en la toma de la decisión. No en balde la 
autoridad judicial, que carece de ingerencia en esta instancia 
previa, se vería inhibida de homologar una denegatoria motiva- 
da en razones de ese tenor. 
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VI) Observaciones finales 


34.- Como encendido adversario que soy de la reserva presu 
marial, --un instituto de larga tradición nacional en el proce 
dimiento penal preparatorio, pero lesivo a mi entender de los 
derechos del indagado-- me opongo también a la confidenciali- 
dad del procedimiento encartada en el Art. 9, que debiera 
sustanciarse con asistencia o patrocinio letrado. 


35.- En función de ello, tambien observo la confidenciali- 
dad de a prueba que permite el Art. 11.2 y el suministro de 
elementos de información o documentos no accesibles al público 
(art. 14 lit. b), sobre los que se mantiene dicha confidencia- 
lidad. 


36.- Estimo inaceptable asimismo, la facultad consagrada 
por el Art. 16.3, para que personas indicadas por el requiren- 
te queden autorizadas” a interrogar en la audiencia que se 
celebre en el Estado requerido. Ladisposición confirma esa 
especie de "capitis diminutio” que sufre a lo largo del trami- 
te el órgano jurisdiccional y, juzgo evidente, que viene a 
contradecir lo establecido en el Art. 1.3, que prohibe a los 
particulares del Estado requirente emprender funciones reserva 
das a las autoridades del Estado requerido. 


37.- Al igual que en caulquier asunto corriente de orden 
EROS también en el plano de la cooperación judicial inter- 
nacional, la práctica del interrogatorio es una competencia 
privativa del Juez, que podrá proponer por cierto el cuestio- 
nario que le ha sido demandado, pero no puede ni debe tolerar 
que la audiencia de interrogatorio sea conducida por un terce- 
ro, equiparado a la calidad de interrogador. 


38.- Por último, me merece críticas también el sistema de 
traslado de personas sujetas a procedimiento penal al territo- 
rio del Estado requirente, solución que aparece recogida en 
los Art. 18 y 19 del Tratado. 


39.- Es sin duda un sistema confuso,que aparece garantiza- 
do por el consentimiento expreso del detenido y de ambos Esta- 
dos-Parte, pero que puede facilitar negociaciones .como la 
"bargain", de uso cotidiano en el procedimiento penal america- 
no, pero incompatible con nuestro ordenamiento positivo. 


40.- Además, si bien se determina el Plazo máximo de perma 
nencia (Art. 18.3 lit.b) y la obligación de custodia física 
del trasladado (Art. 18.3 lit. a), luego se prevé como hipóte- 
sis de descaecimiento del salvoconducto la permanencia volunta 
ria en el territorio requirente (art. 19.2). No logra compren- 
derse entonces, cómo puede verificarse esa permanencia suple- 
mentaria, si el requirente está obligado a custodiar y devol- 
ver al sujeto trasladado al Estado remitente, tan pronto como 
fuere posible (Art. 18.3 lit. b). 
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41.- Entiendo asimismo que la prohibición de enjuiciamien- 
to no puede menos que ser absoluta, pues la hipótesis del articu 
lo 19.1 a) decaería en casos de delito continuado al cual el 
trasladado pudiere ser vinculado como coparticipe y el falso 
testimonio previsto en el Art. 19.1 lit. c) es de dudoso reci- 
bo. 


Le dejo así evacuada la consulta que Ud. tuviera a bien 
plantearme, cuyo tenor ofrezco aclarar y/o ampliar, de enten- 
dérselo pertinente. 


Sin otro particular, le saludo con mi mayor consideración. 


DR. GONZALO D. FERNANDEZ 
Profesor de Derecho Penal 
en la Facultad de Derecho 


Para terminar, transcribimos las propias valoraciones 
finales que efectuáramos en aquella oportunidad, tambien plena 
mente ajustadas al Proyecto de Ley en discusión: 


"Compartimos en su totalidad los contenidos de la consulta 
del Profesor Dr. Gonzalo Fernandez. 


Entendemos, con él, que la ratificación de este Tratado, 
es inconveniente para el pais. El principio de legalidad o 
doble incriminación, debe ser defendido con la misma ener- 
gía con que se lo hace en materia de extradición en el 
area de la cooperación judicial no extradicional. 


Sus reflexiones acerca de la innecesariedad de la solu- 
ción cuestionada; sobre las atribuciones de la denominada 
"Autoridad Central" --que, como lo señala el Prof. Fernan- 
dez, llega a tener más potestades que el propio magistrado 
competente-- así como susopiniones sobre las "causales de 
rehusamiento", en tanto se incluye una supuesta meta-legal 
vinculado a los "intereses esenciales del Estado requeri- 
do", nos llevan a compartir su opinión sobre el riesgo de 
la calificación previa por el órgano administrativo. 
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Nos permitimos, asimismo, subrayar Sus observaciones 
finales sobre los temas de: a) la confidencialidad del 
procedimiento (Art. 9) 


b) La confidencialidad de la prueba (Art. 11.2) y el 
suministro de elementos de informacion o documentos no 
accesibles al publico. 


c) Lo inaceptable de la facultad consagrada por el artícu 
lo 16.3,para que personas indicadas por el requirente queden 
autorizadas a interrogar en la audiencia que se celebre en 
el Estado requerido. La práctica del interrogatorio es una 
competencia privativa del Juez, que no puede ni debe tole- 
rar que la audiencia de interrogatorio sea conducida por 
un tercero, equiparado a la calidad de: interrogador. 


dá) Las objeciones al sistema de traslado de personas 
sujetas a procedimiento penal al territorio del Estado 
requirente (Arts. 18 y 19 del Tratado)". 


Por las razones expuestas, entendemos que el Senado debe 
pronunciarse en contra de la ratificacion de este Tratado. 


Sala de la Comisión, 15 de octubre de 1992. 


RETNALDO. GARGANO 
Miembro Informante 


LFOPOLDO BRUERA 
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MINISTERIO DE 
RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Montevideo, 2 y ABR. 1895 
SENOR FRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL 
DOCTOR HUGO BATALLAs 
El Fader E Jecutivo 


tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a fin de reiterar 
el Mensaje de fecha ¿1 de abril de 19%, que se tranecribe, 


por elo que se aprueba el Tratado de Asistencia duridica 
Mutua en Asuntos Fenales entre la República Oriental del 


Uruguay y el Reino de España, suscrito el 19 de noviembre de 
1991. al o permanecer vigentes para los. intereses de la 
Fepública dos fundamentos que en sa oportunidad ameritaron 
eu envio: 


"El Poder Ejecutivo 
tiene el honor de dirigirse ae ese Cuerpo a fin de someter a 
su consideración el adjunto proyecto de Ley, por el cual se 
aprueba el Tratado de Asistencia Juridica Mutua en Asaintos 
Penales entre la República Oriental del Uruguay y el Reino 
de España, suscrito el 19 de noviembre de 1991. 


Dicho instrumento internacional se inscribe en na 
corriente a nivel mindial de cooperacion juwridica, tendiente 
a combatir aquellas graves actividades criminales Cuyo 
carácter de transnacionales lleva a que dos elementos Y 
pruebas de las mismas estén radicados en diversos Estados. 


Liria observación atenta de la realidad 
internacional permite apreciar que sin instrumentos de este 
tipa las. acciones. policiales Y judiciales, limitadas 


fundamentalmente per el principio de territorialidad, 1 
podrian cumplir acabadamente su cometido. 


Paralelamente. en el propio Preámbulo del Tratado 
a estudio se establece que la referida cooperación se 
llevará a cabo en el marco del respeto a los principios de 
soberania nacional y de iqualdad entre los Estados Farte. 


El Ambito del Tratado será la asistencia mutua en 
relación a asuntos penales Y A La investigación Y 
enjuiciamiento de delitos, habiéndose optado por na definir 
tarativamente los mismos dada la complejidad de tal 
enumeración, alnmgue sl e establecen expresamente las 
excepciones a dicha norma general. 
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Siguiendo la doctrina más moderna en la materia, 
na $e exige para prestar la asistencia solicitada el 
redquisito de la doble  incriminmación, esla. 6. que la 
conducta que genera el trámite sea considerada delito 
también en el Estada requerido. Este principio admite 
excepciones en aquellos casos en que se trate de medidas cue 
afecten derechos humanos Fundamentales, como las enumeradas 


ns 


en el Articulo li, 


Los principios de oficialidad y territorialidad de 
nuestro  crdenamiento Juridico están selvaguardados en el 
munmeral 2 del Articulo la, el cual excluye da posibilidad de 
que autoridades O particulares del Estado requirente 1lever 
á cabo actividades reservadas a las autoridades rmacionales 
del tado requerido, 


En el Articulo £ se Formula una enumeración nod 
taxativa de las diferentes acciones que puede comprender da 
asistencia, entre las cuales cabe citar la notificación de 
documentos; la recepción de testimonios la aplicación de 
medidas cautelares; elc.. 


La instrumentación del Tratado se realizará a 
través de Autoridades Centrales, las cuales se basarán para 
seus solicitudes de asistencia en pedidos de las autoridacde 
indicial [és del Ministerio  Fáblico a Cargo de lá 
investigación o enjuiciamiento de conductas delictivas. 


04 


La Autoridad Central será en Liruguay el Ministerio 
de Educación y Cultura y en el Reina de España el Ministerio 
de Justicia. (Articulo S). 


Ed Articulo 5%. establece los limites dle la 
asistencias, que podrá denegarse en Caso que la solicitud se 
refiera a delitos tipificados como tales en el derecho penal 
militar pero no en el ordinarios a delitos polltic 
tributarios si el cumplimiente de la solicitud Fue 
contrario a la seguridad, el orden público u otros inlereses 
esenciales del Estado requeridos eltc.. 


Antes de proceder a denegar la asistencia, el 
Estado requerido deberá consultar al reguirente la través de 
sus Mutoridades Centrales) sobre si el segundo acepta el 


cumplimiento de la asistencia bajo determinadas condiciones; 
si asi fuera, se dará cumplimiento a la solicitud en esa 


FOrméáa 


Se establece asimismo. el deber de informar las 
Farones de la denegatoria, salvo que 542 Lrate ce 


proporcionar información no accesible al público que obre en 
dependencias del Estado requerido. fbrticulo 14). 
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El Artículo 4 determina los requisitos de Forma y 
contenido de la solicitud de asistencia, la cual deberá, en 
principio, ser formulada (pOr  ESCrito, salvo caso de 

: sio la Autoridad Central del Estado requerido 
> tal circunstancia, la solicitud deberá confirmarse 
escrita en el plazo de 10 dias. 


En dicha solicitud deberán incluirse la mayor 
cantidad posible de datos que faciliten el cumplimiento de 
la asistencia solicitada. 


A efectos del cumplimiento de la solicitud y salvo 
gue el Tratado disponga otra cosas la ley aplicable será la 
del Estado Requerido, Fara ese fin sl correspondiera, la 
Autoridad Central del Estado requerido transmitirá la 
referida solicitud a la autoridad, judicial o de otro tipos 
competente en el tema. (lárticulo 7) 


La asistencia podrá ser sometida a condiciones, 
previa consulta entre das Partes, o aplazada, «6d Ll 
comlimiento interfiriere con trámites en curso sobre el 
mismo tema en el Estado requerido. El Estado requirente, En 
tanto, podrá aceptar el cumplimiento de la solicitud sujeta 
a las condiciones propuestas. (Articulo Y). 


Asimismo el Estado Requirente podrá calificar como 
confidencial la solicitud planteada. En caso de resultar 
imposible su «cumplimiento bajo esas caracteristicas dicho 


Est decidirá respecto al mantenimiento de la referida 
solicitud. fArticulo 9). 


Dicho carácter confidencial es igualmente válido 
para las pruebas y demás elementos quie sur jan del 
cumplimiente de la solicitud. Dichas pruebas solo podrán ser 
utilizadas en el procedimiento dentro del cual se DEFOducar, 
salvo que el Estado requerido consienta su utilización en 
otro o bien hayan sido hechas públicas en consonancia can 
las disposiciones de los párrafos 1 0 2 del Articulo 11. 


EL Articulo 12 distribuye los costos de la 
asistencia solicitada entre el Estado requerido y el Estado 
requirente. al primero ' corresponderá el pago de las 


erogaciones derivadas ce trámites normales para el 
cunolimiento de la solicitud, en tanto serán de parte del 
segundo los gastos irrogados por procedimientos especiales, 


traducciones, gastos de viajes, etc.. 


Elo Capitulo 111. refiere a las formas de la 
asistencia prevista por. elo Tratado, de entre LE 
disposiciones cabe hacer referencia a las siguientes: 
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La notificación de documentos 0 la comparecencia 
de una persona en el Estado requirente se tramitarán por la 
autoridad Central del Estado requerido, debiendo sta 
COMU Car (adjuntando la documentación pertinente) e 1 
cumplimiento de la solicitud 0, en caso de ho haber sido 
cumplida, las razones de tal circunstancia. 


Se podrá proporcionar copia de documentos cue 
consten en los archivos de los Graanismos del Estado 
requerida, sin tener en cuenta si dichos documentos (Son 
accesibles alo público 0 no. En este dáltimo caso, sin 
embarqago, el Estado reguerido podrá condicionar 6 negara sin 
expresión de calisa, la entrega de las copias solicitadas, 


Bi la Autoridad Central del Estado requerido 
solicita la devolución de los elementos de prueba 
documentos facilitados, la misma se llevará a caba a da 
brevedad posible. 


3i la asistencia solicitada consiste en recabar el 
testimonio de una persona que se encuentre en el Estado 
requerido. la misma se llevará a cabo en todo caso según las 
+yes de dicho Estado, súán cuando el Tratado permite, 
empre bajo dicha condición, que se autorice da presencia 
en la audiencia de las personas que el Estado requirente 
entienda necesario, do cual deberá ser expresado en la 
propia ecolicitud. 


5i la persona citada alega inmunidad, privilegio o 
incapacidad de acuerdo a las leyes del Estado reguerido, las 
autoridades competentes de éste resolverán previamente sobre 
glo punta. Sic en cambio aquellas se  Fundaren en el 
ordenamiente juridico del Estado requirente, ello no obetará 
a que la audiencia se lleve a cabo, aunque la clreaunetancia 
citada será comunicada a la Autoridad Central requirente 
pará que las autoridades competentes de su Estado decidan 
sobre el particular. 


El Estado requirente podrá también solicitar la 
comparecencia de ima persona a testificar O informar en su 
territorio, debiendo en tal caso expresar dos gastos de 
viaje o estadía que estarán a su Cargo. El Estado requerido 
orocederá a recabar el consentimiento de la persona citada 
al cumplimienta de dicha solicitud, pudiendo si da desea 
hacerlo por escrito. 


51 la persona cuyo testimonio (0-—-' informe se 
requiere está sometida a un procedimiento penal, su traslado 
solo podrá producirse con la anuencia de la persona en 
cuestión y del Estado requeridos. Á su vez, sl Una 4 otro la 
solicitan, €l Estado requirente otorgará un salvoconducto 
mediante el cual. la persona no podrá ser detenida por 
delitos anteriores O por su declaración, salvo due incurra 
en falso testimorio o desacato. No podrá requerirsele, par 


otra parte, testimonios o informes en procedimientos 
distintos al invocado para la solicitud. £l saivoconductao 
concedido caducará si la persona permanece en el. Estado 


requirente más de diez dias luego de cuoplida la solicitud. 
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si la solicitud imolicase la adopción de medidas 
de registro, embárgo, secuestro 0 entrega de objetos, la 
Sutoridad competente deberá determinar sl de la información 
suministrada se desprende la justificación de tal medica Y 
llevarla a cabo en todo caso de acuerdo a la ley sustancial 
v formal del Estado reguerido. De tal manera $e protegen 10os 
derechos de los particulares frente a medidas que podrian 
llegar a afectarlos. 


Cada Farte podrá comunicar a la otra información 
atinente a la existencia en la segunda de Frutos 0 
instrumentos de delitos. Las autoridades competentes de ésta 
adoptarán las medidas que correspondan de acuerdo a laz 
leyes de esa Farte, ínmcluso en la que refiere a la 
disposición de los mismos. En este caso y en la medida que 
su ordenamiento juridico lo permita, podrá acordar con la 
otra EFarte la transferencia de los bienes confiscados 0 el 
producto de su venta. 


ca 


Asimismo se establece la asistencia entre las 
Fartes, de acuerdo a sus ordenamientos juridicos 1Internaoaz, 
en le que refiere a los procedimientos de incautación y 
confiscación, indemnización a las victimas de delitos y 
cobro de multas impuestas por Sentencia penal. 


5 LA solicitud implica la autenticación 0 
certificación de documentos, la misma se realizará según los 
requisitos exigidos por las leyes del Estado reguerdcda:. 31 
el Estado requirente solicitara la certificación en Lima 
forma especial (la cual deberá explicitar claramente en la 


solicitud). la misma se cumplirá siempre que na violente el 
ordenamiente juridico del Estado requerido. 


El Articulo 24 refiere a la compatibilidad del 
Tratado .con otros instrumentos internacionales. En tal 
sentido se expresa que las  Fartes podrán prestarse 
asistencia en base a Otros acuerdos multilaterales, 
bilaterales o prácticas más favorables. 


En Curt a la responsabilidad por daños 
emergentes del cumplimiento de las disposiciones del 
Tratado. el mismo prevé, en su Articulo 26. que una Parte no 
deberá responder por los daños que sean consecuencia de la 
actividad de las autoridades de la otra Farte. En todo caso 
la ley aplicable será la interna de la Farte responsable. 


La importancia que el Tratado a estudio reviste, 
tanto para la profundización de la cooperación juridica como 
para el desarrollo de los tradicionales lazos de amistad 
entre la República y el Reino de España, demuestra la 
conveniencia de su pronta entrada en vigor, para lo cual se 
solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 
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| El Poder Ejecutivo reitera al señor Fresidente de 
la Asmblea General las seguridades de sli más alta 
consideración. " 


El Foder Ejecutivo reltera al Señor Presidente de 
la Asamblea General las seguridades! de su más alta 
consideración, 


JULIO MARIA S 
PRESIDENTE DE 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES ASUNTO. 1098/995. 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


PROYECTO. DE..LEY 


Articul Dir Apruébase el Tratado de Asistencia Juridica 
Puta E asuntos Penales entre la República Oriental del 
Uruguay y El Reino de España, suscrito el 19 de noviembre ce 
1971. 


Articulo 20. Comuniquese, ets. 
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La República Oriental del Uruguay y el Reino de 
España (en adelante "las Partes"), 


Animados por el deseo de estrechar aún más sus 
vínculos jurídicos y promover úuna más eficaz cooperación 
internacional por medio de la asistencia jurídica mutua en 
materia penal para la investigación y enjuíciamiento de 
delitos. 


Reconociendo que muchas actividades criminales 
representan una grave amenaza para la humanidad y se 


manifiestan a través de modalidades criminales 
transnacionales en las que frecuentemente las pruebas o los 
elementos relacionados con los delitos se radican en 


diversos Estados, 

Han resuelto, sobre la base de los principios de 
soberanía nacional y de ¿igualdad de derechos y ventajas 
mutuas, concluir un Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
los siguientes términos: 

Capitulo | - Disposiciones Generales 
Artículo 1 
Ambito del Tratado 


1. Las Partes se prestarán asistencia mutua, de 
conformidad con las disposiciones del presente Tratado, para 


la investigación y enjuiciamiento de delitos, asi como en 
los procedimientos judiciales relacionados con asuntos 
penales. 


2. Salvo en las situaciones previstas: en el 
artículo 21, la asistencia se prestará sin considerar si la 
conducta que motiva la investigación, enjuiciamiento O 
procedimientos en el Estado requirente constítuye (0. no 
delito conforme a la legislación del Estado Requerido. 


3. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
16 numeral 3. el presente Tratado no faculta a las 
autoridades o a los partículares del Estado requirente a 
emprender en el territorio dei Estado + requerido ' funciones 
que conforme a las leyes internas están reservadas Aa sus 
autoridades. 


16 de Setiembre de 1998 CAMARA DE SENADORES C.S.-417 


4. El presente Tratado tiene por objeto únicamente 
la asistencia jurídica mutua entre las Partes. Por lo tanto, 
las disposiciones del presente Tratado no confieren derechos 
a los particulares para la obtención, supresión o exclusión 
de pruebas, o para oponerse al cumplimiento de una solicitud 
de asistencia. ; 


Artículo 2 


Alcance de la Asistencia 


La asistencia comprenderá: 


a. notificación de docu- 
mentos; 


b. recepción de testimo- 
nios o declaraciones de personas, asi como también la 
realización de peritajes y examen de objetos y lugares; 


c. localización o identi- 
ficación de personas; 


: d. notificación a testi- 
gos o peritos para la comparecencia voluntaria para prestar 
testimonio en el Estado requirente; 


es. traslado de personas 


sujetas a un proceso penal a efectos de comparecer como 
testigos o con otros propósitos expresamente indicados en la 
solicitud; 


Ñ f. medidas cautelares 0 
inmovilización de bienes; 


g. cumplimiento de soli- 
citudes de registro y secuestro; 


h. entrega de documentos 
y otros elementos de prueba; 


i.inmovilización, confis- 
cación o transferencia de bienes confiscados, - asi como en 
matería de indemnizaciones y multas impuestas por sentencia 
penal; y 
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j. cualquier otra forma 
de asistencia no prohibida por las leyes del Estado 
requerido para la investigación y enjuíciamiento de delitos. 


Artículo 3 
Autoridades Centrales 

l. En cada una de las Partes habrá una Autoridad 
Central que tendrá a su cargo la presentación y recepción de 
las solicitudes a que se refiere el presente Tratado. 

2. La Autoridad Central en la República Oriental 
del Uruguay será el Ministerio de Educación y Cultura. La 
Autoridad Central en el Reíno de España será el Ministerio 
de Justicia. 

3. Las Autoridades Centrales se comunicarán 
directamente entre sí a todos los efectos del presente 
Tratado. 

Artículo 4 . 
Autoridades Competentes 

1. La asistencia de que trata el presente Tratado 

se prestará a través de las respectivas Autoridades 


Centrales de las Partes, 


2. Las solicitudes formuladas por una Autoridad 


Central al amparo del presente Tratado, se basarán en 
pedidos de asistencia de aquellas autoridades judiciales o 
del Ministerio Público del Estado requirente encargadas de 


la investigación o enjuiciamiento de delitos. 
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Artículo 5 


Límites de la Asistencia 


1. El Estado requerido podrá rehusarse a brindar 
asistencia si: 


a. la solicitud se refiere a un delito 
tipificado como tal en la legislación militar pero no en el 
derecho penal ordinario; 


b. la solicitud se refiere a un delito que el 
Estado requerido considerare como político o conexo con un 
delito político o perseguido por razones políticas; 


c. la solicitud se refisre a un delito tribu- 
tario. No obstante, procederá la asistencia si el delito se 
comete por una declaración intencionalmente falsa efectuada 
en forma oral O por escrito, o por una omisión intencional 
de declaración, con el objeto de ocultar ingresos 
provenientes de cualquier otro delito comprendido en el 
presente Tratado; 


d. la persona requerida en la solicitud, ha 
sido absuelta o ha cumplido condena en el Estado requerido 
por el mismo delito mencionado en la solicitud, Sin embargo, 
esta disposición no podrá ser invocada para negar asistencia 
en relación a otras personas; oO 


e. el cumplimiento de la solicitud es contra- 
rioa la seguridad, el orden público u otros intereses 
esenciales del Estado requerido. 


2. Antes de negar asistencia de conformidad con el 
presente artículo, la Autoridad Central del Estado requerido 
deberá consultar a la Autoridad Central del Estado 
requirente si acepta que la asistencia se brinde. sujeta a 
las condiciones que considere necesarias. Si "el Estado 
requirente acepta la asistencia sujeta a dichas condiciones, 
el Estado requerido dará cumplimiento a la solicitud en la 
forma establecida. 


3. Salvo lo dispuesto enel artículo 14, si el 
Estado requerido deniega la asistencia, daberá informar a la 
Autoridad Central del Estado requirente, las razones en que 
se funda la denegatoria. 
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Capitulo 1i - Cumplimiento de las solicitudes 
Artículo 6 
Forma y Contenido de la Solicitud 


il. La solicitud de asistencia deberá formularse 
por escrito salvo en los casos de urgencia, en que la 
Autoridad Central del Estado requerido podrá aceptar una 
solicitud cursada de otra manera. En tal caso, la solicitud 
deberá confirmarge por escrito dentro de los diez días 
siguientes. 


2. La solicitud deberá contener las siguientes 
indicaciones: 


a. nombre de la Autoridad encargada de la 
investigación, el enjuiciamiento o procedimiento al cual se 
refiera la solicitud; 


b. descripción del asunto a que se refiere y 
naturaleza de la investigación, enjuiciamiento o ' 
procedimiento, incluyendo los delítos concretos a que se 
refiera el asunto; j 


c. descripción de la prueba, información u 
otro tipo de asistencia solicitada; 


d. declaración de los motivos por los cuales 
se solicita la prueba, información u otro tipo de 
asistencia; e e : a 


e. normas legales aplicables acompañadas de 
su texto; y 


f. en la medida de lo posible, la identidad 
de las personas sujetas a investigación o enjuiciamiento. 


3. En la medida que sea necesario, la solicitud 
deberá también incluir: ea 


a. información sobre la identidad y 
domicilio de las personas cuyo testimonio se desea obtener; 


b. información sdbre la identidad y 
dirección de las personas a ser notificadas y la relación de 
dichas personas con los procedimientos; 


c. información sobre la identidad y 
paradero de las personas a ser localizadas; 
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d. descripción exacta del lugar 0 
de la persona que ha de someterse a registro y de los bienes 
que hayan de ser cautelados; 


e. el texto del ¡interrogatorio a 
ser formulado para la recepción de la prueba testimonial en 
el Estado requerido, así como la descripción de la forma en 
que ha de tomarse y registrarse cualquier testimonio 0 
declaración; 


f. descripción ds las formas Y 
procedimientos especiales con que han de cumplirse las 
solicitudes; 


g. información sobre el pago de los 
gastos a que tendrá derecho la persona cuya presencia se 
solicite en el Estado requerido; y 


h. cualquier otra información que 
pueda ser sugerida al Estado requerido a los afectos de 
facilitar el cumplimiento de la solicitud. 


Artículo 7 


Ley Aplicable 


1. Las solicitudes se cumplirán de conformidad con 
ta ley del Estado requerido salvo disposición en contrario 
del presente Tratado, 


2. La Autoridad Central del Estado requerido dará 
cumplimiento con prontitud a la solicitud y, cuando proceda, 
la transmitirá a la autoridad judicial u otras autoridades 
competentes para su diligenciamiento. 


3. A solicitud del Estado requirente, el Estado 
requerido cumplirá la asistencia de acuerdo con las formas 0 
procedimientos especiales, a menos que éstos sean 


incompatibles con su ley interna. : Z 


+ 
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Artículo 8 


Aplazamiento o condiciones para el cumplimiento 


El Estado requerido podrá aplazar el cumplimiento 
de la solicitud o. después de celebrar consultas con la 
Autoridad Central del Estado requirente, sujetarla a 
condiciones en caso de que interfiera con una investigación 
o procedimiento penal en curso en el Estado requerido. Si el 
Estado requirente acepta la asistencia sujeta a condiciones, 
la solicitud se cumplirá de conformidad con las condiciones 
propuestas. 


Artículo 9 


Carácter Confidencial 


A solicitud del Estado requirente, se mantendrá 
el carácter confidencial de la solicitud y de su 
tramitación. Si la solicitud no puede cumplirse sin 
infringir ese carácter confidencial, el Estado requerido 
informará de ello al Estado. requirente, que decidirá si 
insiste en la solicitud. 


Artículo 10 


Informes sobra el Cumplimiento 


1. A pedido de la Autoridad Central del Estado 
requirente, la Autoridad Central del Estado requerido 
informará, dentro de un plazo razonable, sobre la marcha del 
trámite referente al cumplimiento de la solicitud. 


-2. La Autoridad Central del Estado requerido 
informará a la brevedad el resultado del cumplimiento de la 
solicitud y remitirá toda la información o prueba obtenidas 
a la Autoridad Central del Estado requirente. 


3. Cuando la solicitud no ha podido ser cumplida 
en todo o en parte, la Autoridad Central del “Estado 
requerido lo hará saber inmediatamente a la Autoridad 
Central del Estado requirente e indicará las razones por las 
cuales no ha sido posible su cumplimiento. 


16 de Setiembre de 1998 CAMARA DE SENADORES C.S.-423 


Artículo 11 


Limitaciones al Empleo de la Información o Prueba Dbtenida 


1. Salvo consentimiento previo del Estado 
requerido, el Estado requirente solamente podrá emplear la 
información o la prueba obtenida en virtud del presente 
Tratado en la investigación o el procedimiento indicado en 


la solicitud. 


2. La Autoridad Central del Estado requerido podrá 
solicitar que la información o la prueba obtenidas en virtud 


del presente Tratado tengan carácter confidencial, de 
conformidad con las condiciones que especificará. En tal 
caso, el Estado requirente procurará respetar dichas 


condiciones. 


3. La información o prueba que se haya hecho 
pública en el Estado requirente de conformidad con los 
párrafos 1 o 2 que anteceden, podrá a partir de ese momento 
ser utilizada en otros asuntos. 


Artículo 12 


Costos 


El Estado requerido pagará la totalidad de los 
gastos relativos al cumplimiento de la solicitud, salvo los 
correspondientes a los informes periciales, traducción y 
transcripción, gastos extraordinarios que provengan del 
empleo de formas o procedimientos especiales, y gastos y 
estipendios de viaje de las personas referidas en los 
artículos 17 y 19, los cuales correrán a cargo del Estado 
requirente. : ; 


Capítulo 11! - Formas de Asistencia 
Articulo 13 


Notificación de Documentos 


1. La Autoridad Central del Estado requerido 
dispondrá lo necesario para diligenciar la notificación de 


los documentos relativos a cualquier solicitud de asistencia 
formulada de acuerdo con el presente Tratado. 
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2. La Autoridad Central del Estado requirente 
transmitirá las solicitudes de notificación para la 
comparecencia de una persona ante una autoridad del Estado 
requirente con una razonable antelación a la fecha prevista 
para la misma. 


3. La Autoridad Central del Estado requerido 
devolverá el comprobante dal diligenciamiento de las 
notificaciones en la forma especificada en la solicitud. 


4. Si Ta notificación no pudiere realizarse, la 
Autoridad Central del Estado requerido deberá informar a la 
Autoridad Central del Estado requirente las razones por las 
cuales no pudo diligenciarse. 


Artículo 14 


Entrega de Documentos Oficiales 


A «solicitud del Estado requirente, el Estado. 
requerido: 


a. proporcionará ¡copias de documentos oficiales, 
registros o información accesibles al público que obren en 
las dependencias y los organismos de ese Estado; y 


b. podrá proporcionar copias de documentos 
oficiales, registros O información no accesibles al público 
que obren en las dependencias y organismos de ese Estado, 
sujetas a las mísmas condiciones por "las cuales esos 
documentos se proporcionarian a sus propias autoridades. Si 
la asistencia prevista en éste párrafo es denegada, la 
Autoridad Central del Estada requerido no estará obligada a 
expresar los motivos de la denegatoria. 


Artículo 15 
Devolución de Documentos y Elementos de Prueba 


A solicitud de la Autoridad Central del Estado 
requerído, el Estado requirente deberá, tan pronto como sea 
posible, devolver los documentos u otros elgmentos de prueba 
facilitados en cumplimiento de una solicitud cursada 
conforme al presente Tratado. 
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Artículo 16 
Testimonio en el Estado requerido 


1. Cualquier persona que se encuentre en el Estado 
requerido y a la que se solicite la aportación de pruebas en 
virtud del presente Tratado, será obligada a comparecer, de 
conformidad con las leyes del Estado requerido, ante la 
autoridad competente para prestar testimonio Oo aportar 
documentos, antecedentes o elementos de prueba. 


2. El Estado requerido informará con suficiente 
antelación el lugar y la fecha en que se recibirá la 
declaración del testigo o los mencionados documentos, 
antecedentes o elementos de prueba. Cuando sea posible, ¡as 
Autoridades Centrales se consultarán a los efectos de fijar 
una fecha conveniente para ambas Partes. 


3. El Estado requerido autorizará la presencia de 
las personas que se especifiquen en la solicitud durante el 
cumplimiento de la misma, facultándolas para interrogar a la 
persona cuyo testimonio o pruebas hayan de recibirse en la 
forma prevista por las leyes del Estado requerido. La 
audiencia tendrá lugar según los procedimientos establecidos 
por las leyes del Estado requerido. 


4. SÍ la persona a que se hace referencia en el 
párrafo 1. alega inmunidad, incapacidad o privilegio según 
las leyes del Estado requerido, esta alegación será resuelta 
por la autoridad competente del Estado requerido con 
anterioridad al cumplimiento de la solicitud. 


Si la persona a que se hace referencia en el 
párrafo 1. alega inmunidad, incapacidad o privilegio según 
las leyes del Estado requirente, el testimonio o las pruebas 
serán, no obstante, recibidas y la alegación será informada 
a la Autoridad Central del Estado requirente, a fin de que 
las autoridades competentes de ese Estado resuelvan al 
respecto. 


5. Los documentos, antecedentes y elementos de 
prueba entregados por el testigo u obtenidos a consecuencia 
de su declaración o en ocasión de la misma, serán enviados 
al Estado requirente junto con la declaración. 
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“Artículo 17 


Testímonio en al Estado requirente 


Cuando el Estado requirente solicite la 
comparecencia de una persona en su territorio para prestar 
testimonio o rendir informe, el Estado requerido invitará al 
testigo o peritoa comparecer en forma voluntaria ante la 
autoridad competente del Estado requirente. Si se considera 
necesario, la Autpridad Central del Estado requerido podrá 
registrar por escrito el consentimiento de la persona a 
comparecer en el Estado requirente. La Autoridad Central del 
Estado requerido informará con prontitud a la Autoridad 
Central del Estado requirente de dicha respuesta. Al 
solicitar la comparecencia, el Estado requirente indicará 
los gastos de traslado y de estadía a su cargo. 


Artículo 18 


Traslado de Personas Sujtetas a Procedimiento Penal 


1, La persona sujeta a cun procedimiento penal en 


el: Estado requerido cuya comparecencia en el Estado 
requirente sea necesaria en virtud de la asistencia prevista 
en el presente Tratado, será trasladada con ese fin al 


Estado requirente, siempre que esa persona y el Estado 
requerido consientan dicho traslado. 


- .2. La persona sujeta “a un procedimiento penal en 
el Estado requirente cuya comparecencia en el Estado 
requerido sea necesaria en virtud de la asistencia prevista 
en el presente Tratado, será trasladada al Estado requerido, 
siempre que lo consienta esa persona y ambos Estados estén 
de acuerdo. 


3. A los efectos del presente artículo: 


a.el Esta- 
do receptor tendrá la potestad y la obligación de mantener 
bajo custodía física a la persona trasladada, a menos que el 
Estado remitente indique lo contrarío; 


b.eal Esta- 
do receptor devoiverá a .la persona trasladada ai Estado 
remitente tan pronto como las circunstancias lo permitan o 
con sujeción a lo acordado entre las Autoridades Centrales 
de ambos Estados; 
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toa la devolución de la persona trasladada, no será 
necesario que el Estado remitente promueva un procedimiento 
de extradición; 


d. el tiem 
po transcurrido en el Estado receptor, será computado a los 
efectos del cumplimiento de la sentencia que le hubiera sido 
impuesta en el Estado remitente; y 


e. la per- 
manencia de esa persona en el Estado receptor en ningún caso 
podrá exceder del período que le reste para el cumplimiento 
de la condena o de noventa días según el plazo que se cumpla 
primero, a menos que la persona y ambos Estados consientan 
prorrogarlo. 


Artículo 19 


Salvoconducto 


1. La comparecencia o traslado de la persona que 
consienta declarar o dar testimonio según lo dispuesto en 
los articulos 17 y 18, estará condicionado, si la persona o 
el Estado remitente lo solicitan con anterioridad a dicha 
comparecencia o traslado, a que el Estado receptor conceda 
un salvoconducto bajo el cual, mientras se encuentre en ese 
Estado, no podrá: 


co A. ser detenida oO enjuiciada por delitos 
anteriores a su salida del territorio del Estado remitente; 


b. ser requerida para declarar 0 dar 
testimonio en procedimientos no especificados en la 
solícitud; o 

Cc. ser detenida o enjuiciada en base a la 


declaración que preste, salvo en caso de desacato o falso 
testimonio. : 


2. El salvoconducto previsto en el párrafo 
anterior, cesará cuando la persona prolongue voluntariamente 
su estadía en el territorio del Estado receptor por" más de 
diez días a partir del momento en que su presencia ya no 
fuere necesaria en ese Estado, conforme a lo comunicado al 
Estado remitente. 
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Artículo 20 


Localización o Identificación de Personas 


El Estado requerido adoptará las providencias 
necesarias para averiguar el paradero o la identidad de las 
personas individualizadas en la solicitud. 


Artículo 21 


Registro, Embargo, Secuestro y Entrega de objetos 


l., El Estado requerido cumplirá la solicitud 
relativa a registro, embargo, secuestro y entrega de 
cualquier objeto, comprendidos, entre otros, documentos, 
antecedentes o efectos, si la Autoridad competente determina 
que la solicitud contlene la información que justifique la 
medida propuesta. Dicha medida se someterá a la ley procesal 
y sustantiva del Estado requerido. 


2. Conforme a lo previsto en el articulo 5, 
párrafo 2, el Estado requerido determinará según su ley 
cualquier requerimiento necesario para proteger los 
“intereses de terceros sobre los objetos que hayan de ser 
trasladados. 


Artículo 22 


Inmovilización, Confiscación y Transferencia de Bienes 


1. Cuando una de las Partes tenga conocimiento de 
la existencia de frutos OU instrumentos de delitos en el 


territorio de la otra Parte que puedan ser objeto de 
incautación o medidas cautelares “según las leyes de ese 
Estado, podrá informarlo a la Autoridad Central de dicho 
Estado. Esta remitirá la información recibida a sus 


autoridades competentes a efectos de determinar la adopción 
de las medidas que correspondan. Dichas autoridades actuarán 


de conformidad con las leyes de su país y comunicarán a la 
otra Parte las medidas tomadas, a través de su Autoridad 
Central. DS: E 

2. Las Partes se, prestarán asistencia, de 


conformidad con sus respectivas leyes, en los procedimientos 
de incautación y confiscación, indemnización a las víctimas 
de delitos y cobro de multas impuestas por sentencia penal. 
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3. La Parte que tenga bajo su custodia frutos o 


¡nstrumentos del delito, dispondrá de los mismos de 
sonformidad con lo establecido en su ley interna. En la 
tdida que lo permitan sus leyes, y en los términos que se 
consideren adecuados, cualquiera de las Partes podrá 
¿ransferir a la otra los bienes confiscados o el producto de 
su venta. 


Artículo 23 


Autenticación de Documentos y Certificaciones 


l. Sin perjuicio de las autenticaciones [2] 
certificaciones exigidas según sus leyes, el Estado 
requerido autentiícará todo documento o sus coplas, así como 
proporcionará certificaciones referentes a objetos, en la 
forma solicitada por el Estado requirente, siempre que ello 
no sea incompatible con las leyes del Estado requerido. 


2. A efectos de facilitar el empleo de las 
referidas formas especiales de autenticación o 
certificación, el Estado requirente adjuntará a la solicitud 
los respectivos formularios o: describirá el procedimiento 
especial a seguirse, 


Capítulo IV - Disposiciones Finales 
Artículo 24. 
Compatibilidad con otros Tratados, Ácuerdos o Convenios 


La asistencia y los procedimientos establecidos en 
el presente Tratado no impedirán que cada una de las.Partes 
preste asistencia a la otra al amparo de lo previsto en 
otros acuerdos internacionales más favorables en. los que 
sean Parte. Las Partes también podrán prestar asistencia de 
conformídad con cualquier convenio, acuerdo (0 práctica 
aplicables de carácter bilaterai más favorables. 
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Artículo 25 


Consultas 


Las Autoridades Centrales de las Partes celebrarán 
:'onsultas, en la oportunidad que convengan mutuamente, con 
| fin de facilitar la aplicación del presente Tratado. 


Artículo 28 


Responsabilidad 


1. La ley ¡interna de cada Parte regula la 
'esponsabilidad por daños que emerjan de los actos de sus 
rtoridades en la ejecución de este Tratado. 


2. Ninguna de las Partes será responsable por los 
jafíos que puedan surgir de actos de las autoridades de la 
tra Parte en la formulación o. ejecución de una solicitud 
sonforme a este Tratado. 


Artículo 27 


Ratificación, Entrada en Vigor y Denuncia 


t. El presente Tratado estará sujeto a 
ratificación y el canje de (tos instrumentos respectivos 
tendrá lugar en Madrid. 


2. El presente Tratado entrará en vigor cuando 
tenga lugar el canje de los instrumentos de ratificación. 


3. Cualquiera de las Partes podrá denunciar el 
presente Tratado mediante notificación por escrito a la otra 
Parte. La denuncia surtirá efecto seis meses después de la 
fecha de notificación. 


EN FE DE LO CUAL, los suscritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman el 
presente Tratado. 


HECHO en Montevideo, el día 19 de noviembre de 
1991, en dos ejemplares originales en idioma español, siendo 
ambos textos igualmente auténticos. 


POR EL REINO 
DE ESPAÑA 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONTI.- Voy a remitirme al informe en ma- 
yoría de la Comisión. Bueno es reiterar que este Mensaje vuel- 
ve al Senado porque, en su momento, obtuvo solamente la 
aprobación de una de las Cámaras. En homenaje a la hora y a 
la frondosa agenda que hoy tiene el Senado, nos vamos a 
referir a este breve informe y a uno anterior, que figura dentro 
de aquél, elaborado por el entonces Senador Abreu y que con- 
tó con el voto del que habla y de los Senadores Blanco, Heber 
y Zumarán. 


Compartimos ese informe y solicitamos su aprobación al 
Cuerpo, tal como lo resolvió en su momento, por mayoría, la 
Comisión del Senado. 


SEÑOR GARAT.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARAT.- Quiero hacer una consulta que no sé si 
es muy ortodoxa desde el punto de vista reglamentario. Como 
algunos señores Senadores salieron de Sala para ir a saludar al 
doctor Washington Beltrán, solicitaría que siguiéramos infor- 
mando los otros proyectos y votarlos luego. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa en- 
tiende que es pertinente suspender la votación general de este 
tema y, si ningún Senador hace uso de la palabra, pasar a la 
discusión particular y proceder de la misma manera. 


SEÑOR GARAT.- Pediría que se suspendiera la votación y 
pasáramos a analizar el punto siguiente del orden del día hasta 
que vuelvan los señores Senadores. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Como se ha postergado la votación, 
no sé si cuando volvamos al punto 6” será posible hablar sobre 
el tema. En este sentido, pregunto a la Mesa si debo hablar 
ahora o después. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa con- 
sidera que se suspendió la votación pero no se decidió termi- 
nar con la deliberación de ese punto. En consecuencia, si no 
hay objeciones, la Mesa autoriza al señor Senador Gargano 
para que se ocupe del tema que estamos analizando. 
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SEÑOR RICALDONI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: varios de noso- 
tros tenemos interés en saludar brevemente a los doctores Bel- 
trán y a la señora Rodríguez Larreta que se encuentran en 
Antesala. En consecuencia, si el señor Senador Gargano está 
de acuerdo, pediría un cuarto intermedio de cinco minutos 
para facilitar el tratamiento de estos temas. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se va a votar 
la moción formulada por el señor Senador Ricaldoni. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por cinco minutos. 
(Así se hace. Es la hora 18 y 22 minutos) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Habiendo nú- 
mero, se reanuda la sesión. 


(Es la hora 18 y 33 minutos.) 


-Continúa la discusión general del proyecto de ley por el 
que se aprueba el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua en 
Asuntos Penales entre la República y el Reino de España. 


Tiene la palabra el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: este Tratado de 
Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la Repú- 
blica y el Reino de España ya fue sometido a la consideración 
de este Cuerpo en la Legislatura pasada. 


En aquella oportunidad, quien habla y el entonces señor 
Senador Bruera suscribieron un informe en discordia con la 
posición mayoritaria. Los fundamentos de este informe fueron 
realizados con el asesoramiento del doctor Gonzalo Fernández 
-casi se podría decir que la redacción total es de su autoría- 
Catedrático de la Facultad de Derecho. 


Advierto que este tema vuelve a repetirse en los Tratados 
de Extradición que están a consideración, es decir, los que 
figuran en los puntos 7%, con el Gobierno mexicano, en el 
punto 8”, con la República de Argentina, y en el punto 9%, con 
la República de Chile. Cabe agregar que en los otros Tratados 
se incluyen disposiciones que, a nuestra manera de ver, agre- 
gan elementos de juicio contrarios a la tradición jurídica de 
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nuestro país. Sin embargo, quiero limitar mi exposición a se- 
ñalar brevemente cuáles son los argumentos por los cuales el 
doctor Gonzalo Fernández recomienda la no ratificación de 
este Tratado. 


El doctor Gonzalo Fernández expresa que uno de los temas 
centrales del Tratado y de su cuestionamiento está en el hecho 
de que en el mismo se aplica el principio de la doble identi- 
dad. A ese respecto, expresa: «Tanto en el Preámbulo como en 
el artículo 1, al definirse el ámbito de aplicabilidad del Trata- 
do, queda formalmente establecida su función y finalidad, cual 
es la de servir como instrumento de cooperación internacional 
para la investigación y enjuiciamiento de delitos. Sin embar- 
go, a renglón seguido el propio artículo 1.2 consagra una peli- 
grosa excepción, en cuanto permite prestar la asistencia de- 
mandada, sin detenerse a considerar si la conducta que motiva 
el pedido cursado por el Estado requirente constituye o no 
delito, conforme a la legislación interna del Estado requerido. 
En esta disposición radica, a mi modo de ver, el más grave 
defecto del texto concertado. Supone abandonar el “principio 
de doble identidad” que, en el fondo, no es más que la mani- 
festación -a nivel internacional- del principio secular de legali- 
dad penal (artículo 10 de la Constitución de la República, 
artículo 1 del Código Penal). La referida renuncia permitiría 
entonces cumplir actuaciones de cooperación penal, aun cuan- 
do el hecho que las motiva no configure un delito para la legis- 
lación interna del Estado requerido. El fundamento invocado en 
el Mensaje» ... «apunta a la obtención de una mayor efectividad 
práctica en materia de asistencia y vendría aconsejado por algu- 
nos sectores de la doctrina internacionalista contemporánea». 


A continuación, el doctor Gonzalo Fernández, expresa: 
«Amén de que el fin no justifica los medios, parece inadmisi- 
ble en una lectura jurídica del planteo, que una valoración de 
oportunidad o conveniencia (v.gr.: la agilidad de la coopera- 
ción requerida) pueda justificar apartamientos al criterio de 
estricta legalidad. Todo el derecho extradicional sigue, inva- 
riablemente, la regla de la doble incriminación penal del he- 
cho, aspecto dable de constatar en todos cuantos Tratados tie- 
ne ratificados nuestro país, así como en las pragmáticas del 
artículo 32 C.P.P., que disciplinan en el plano interno la viabi- 
lidad de la extradición no convencional». 


En otra parte de su informe, el doctor Fernández se expide 
acerca de lo que inserta el artículo 3 del Tratado en el procesa- 
miento de asistencia a un órgano administrativo. En este caso, 
se refiere a la Autoridad Central, y menciona lo siguiente: 
.. «en nuestro caso, la Autoridad Central, dependiente del Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, organismo al cual el artículo 
5 le adjudica sensibles atribuciones para denegar o rectificar la 
demanda de cooperación. El Mensaje vuelve a resaltar esta 
solución como un mérito obtenido de la armonización de sis- 
temas jurídicos disímiles, que permitiría la presentación y re- 
cepción de las solicitudes de asistencia judicial, directamente a 
la autoridad administrativa». 


Más adelante, señala: «Es de advertir, que a raíz de la 
injerencia que el texto le reconoce en el Art. 5.1 del Tratado, 
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la Autoridad Central tiene más potestades que el propio ma- 
gistrado competente, pues se halla facultada para rehusar de 
plano e “in limine” cualquier demanda de cooperación, usurpan- 
do así atribuciones en materia de calificación, que son de exclu- 
sivo resorte jurisdiccional. Queda así desvirtuada la judicialidad 
del procedimiento, desnaturalizado por la decisión de un órgano 
administrativo que interviene -y puede repeler o condicionar la 
demanda- en una fase previa al conocimiento judicial». 


Creo que son de interés otras consideraciones que se reali- 
zan, pero para nosotros estos dos aspectos centrales a los que 
hace referencia el escrito del doctor Gonzalo Fernández cons- 
tituyen la base de nuestra posición negativa en cuanto a ratifi- 
car este Tratado y los otros que vienen informados en mayoría 
por la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: el señor Sena- 
dor Gargano ha expresado la médula de las dos razones muy 
importantes por las cuales consideramos que estos Tratados no 
deben ser aprobados por el Parlamento. Si como deseamos, 
eso ocurriera, no podrán ser ratificados posteriormente por el 
Poder Ejecutivo, que fue el que los suscribió; quiere decir que 
no podrá irse a la etapa subsiguiente. 


Con respecto a estas dos razones -aunque ya el informe 
que el doctor Gonzalo Fernández produjo, en sus párrafos sus- 
tanciales, ya fue leído y comentado por el señor Senador Gar- 
gano- quisiera hacer énfasis en que el principio de la doble 
identidad para que proceda el acceso jurídico y fáctico a la 
extradición está consagrado a nivel de ley en el Código Penal. 
Entonces, podría contraargumentarse que una vez que el Tra- 
tado fuera aprobado por el Parlamento -con lo que adquiere el 
valor de ley- esta situación sería jurídicamente posible, más 
allá de la conveniencia. Efectivamente, una ley deroga o mo- 
difica a otra y cada uno puede opinar si eso es saludable, justo 
o equitativo. 


Sin embargo, señor Presidente, quisiera enfatizar que a nues- 
tro juicio el principio de la doble identidad para la procedencia 
de la extradición tiene rango constitucional, en virtud de los 
efectos y alcances que han sido muy bien estudiados por mu- 
chos autores en nuestro país, e incluso algunos del Derecho 
internacional. Concretamente, el artículo 10 de la Constitución 
establece que nadie está obligado a hacer lo que la ley no 
manda ni privado de lo que ella no prohíbe. Esta disposición 
proyecta efectos no sólo en materia civil, sino también en la 
penal. El alcance de esta norma es muy amplio, y es lo que el 
doctor Gonzalo Fernández calificaba como base del principio 
de legalidad que, como es sabido, en materia penal adquiere 
características muy estrictas y constreñidas, mucho más que 
en otras disciplinas del Derecho. 
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Si un requerimiento de extradición al Uruguay comprende 
la conducta de una persona que según nuestra ley no está 
prohibida, entra en juego el principio del artículo 10 de la 
Constitución cuando se pretende establecer por ley que la ex- 
tradición se debe conceder en ese caso. 


Quiero que este razonamiento se tenga en cuenta porque, a 
nuestro juicio, es realmente contundente. Si la ley uruguaya 
no castiga penalmente la conducta de una persona, aunque la 
ley del Estado requirente lo haga, ya sea por un tratado o por 
otra ley, no puede otorgarse la extradición. 


Por otra parte, deseo hacer una última acotación. El hecho 
de acordar la extradición no consiste meramente en un trámite a 
fin de determinar qué sucede después. Cuando un Estado de 
Derecho pide la extradición, se supone que va a hacer un juicio; 
O sea, insisto, que otorgar la extradición no significa que se diga 
que aunque tal conducta no está penada en el Uruguay, en 
realidad se está penando al conceder la extradición. Si se apro- 
bara esto, el Uruguay otorgará la extradición y el otro país 
juzgará si hubo delito. El problema radica en el hecho de que 
cuando se concede la extradición el tema escapa de las ma- 
nos -dicho esto materialmente pero refiriéndose, desde luego, al 
intelecto- de la Justicia, de los jueces y de los razonamientos de 
nuestro país; será la ley del país que solicitó la extradición la 
que va a aplicar una conclusión absolutoria o condenatoria. Re- 
pito, eso no estará más en las manos del Uruguay. 


Por consiguiente, señor Presidente, a nuestro juicio el apar- 
tamiento del principio de la doble identidad para que la extra- 
dición sea procedente, no es sólo un tema de rango legal como 
con ligereza a veces se ha sostenido debido a que la norma 
que consagra ese principio habitualmente se extrae del Código 
Penal, sino que tiene rango constitucional para un estudio -que 
considero más correcto- de los alcances del artículo 10 de 
nuestra Constitución. Incluso, esta disposición no hace más 
que desarrollar un principio de filosofía jurídica que informa a 
nuestra Constitución y que muchos consideran perfecto o no. 
Por ejemplo, yo no soy jusnaturalista pero en el Derecho Posi- 
tivo uruguayo el jusnaturalismo está consagrado a texto expre- 
so en el artículo 72 de la Constitución. Entonces, aún sin nece- 
sidad de ese razonamiento de filosofía jurídica, pero recogido 
en un texto positivo -personalmente soy positivista- se conju- 
gan las dos cosas. Se trata de una especie de círculo intelec- 
tual. En un texto de Derecho Positivo, la Constitución consa- 
gra la doctrina jusnaturalista. Quiere decir que cuando hay que 
seguirla para interpretar normas no es debido a que por filoso- 
fía jurídica se crea en ella, sino porque la Carta lo ordena en 
un artículo expreso. 


Por estas razones quería hacer énfasis en el nivel de rango 
constitucional que a nuestro juicio tiene el principio de la 
doble identidad en materia penal. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 
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SEÑOR SARTHOU.- Nosotros compartimos plenamente 
el punto de vista planteado por el señor Senador Gargano y 
ahora ratificado por el señor Senador Korzeniak. 


El segundo inciso del artículo 10 de la Constitución esta- 
blece que ningún habitante de la República será obligado a 
hacer lo que no manda la ley ni privado de lo que ella no 
prohíbe. En realidad, la utilización del término «habitante» le 
da generalidad a la jurisdicción nacional que hace que el prin- 
cipio «nulla judicio sine legge» y «nulla poena sine legge» 
tenga una plenitud de aplicación. Evidentemente la situación 
planteada en los numerales uno y dos del Tratado habilita la 
posibilidad de que el Estado requerido no tenga dictada la 
norma a que alude el inciso segundo del artículo 10. Sin em- 
bargo, se acoge a la solicitud del Estado requirente. 


Por lo tanto, la base del fundamento que aportara el doctor 
Gonzalo Fernández y que ratificamos, nos parece que está 
plenamente justificado con el texto del Tratado y que está bien 
cuando aclara el señor Senador Korzeniak la jerarquía consti- 
tucional de la norma que afecta la regularidad de esta disposi- 
ción, desde nuestro punto de vista jurídico. 


Especialmente por un problema de soberanía que estaría en 
el ámbito de la regulación de los derechos y de las libertades 
de la persona, en la medida en que hay un intervencionismo, 
en su conducta, sin que el Estado requerido tenga configura- 
das las normas legales que implican la sujeción de esa persona 
a un régimen determinado en el plano penal. Creo que no 
solamente este tema está en juego sino que en este Tratado 
también lo están los artículos 2, 9 y 11 que ha mencionado el 
señor Senador Gargano en su informe en minoría. Esto tiene 
que ver con la confidencialidad de la solicitud de extradición, 
o sea que el Estado requerido tendría la obligación, si insiste 
el Estado requirente, de acatar ese fenómeno de confidenciali- 
dad de la solicitud. Nos parece que eso lesiona otras normas 
constitucionales, especialmente el artículo 22 que declara abo- 
lidas las pesquisas secretas. El hecho de que bajo la presión 
del Estado requirente haya que actuar en un nivel de confiden- 
cialidad, de alguna manera importa para el habitante de ese 
país que soporta por ese requerimiento una situación de pes- 
quisa secreta que está prohibida por el artículo 22 de la Cons- 
titución. Asimismo, de alguna manera está previsto en el prin- 
cipio del artículo 12 del debido proceso, porque allí se habla 
de ser confinado lo que significa una limitación de la libertad, 
que no podría ser dada sino a través de un proceso regular. Por 
eso, nos parece que el artículo 9” lesiona el principio de la 
posibilidad de la confidencialidad en el funcionamiento de las 
normas penales de nuestro país. 


Lo mismo se ha planteado con respecto a la confidenciali- 
dad de la información o prueba, es decir que además de la 
confidencialidad de la solicitud, también integra la obtención 
de prueba o elementos de información que estarían ajenos a 
los contralores normales que debe tener la indagación. Esto 
debe hacerse con mayor calidad ahora que contamos con un 
proceso penal que se ha individualizado y, entre sus muchas 
características, fundamentalmente se destaca por el carácter 
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público del Proceso. Esto no sólo entra en contradicción con 
el texto constitucional, sino con el espíritu del Código de Pro- 
ceso Penal que, si bien está diferido en su aplicación, ha repre- 
sentado la orientación que tiene nuestro país en este tema. 
Evidentemente, tanto en la confidencialidad de la solicitud, 
como en la de la información o prueba quedarían ajenas a la 
necesaria intervención del letrado y de las partes involucradas 
en el Proceso Penal o en la situación planteada. 


Creemos que no se ajusta correctamente -y así está citado 
en el informe del señor Senador Gargano- lo establecido en el 
16.3, que se refiere a la capacidad de interrogar a personas o 
ciudadanos de este país que puede designar el Estado requi- 
rente. Tenemos un Poder Judicial que implica una limitante 
porque existe una independencia de la persona, cuya libertad 
sólo puede ser operada por el funcionamiento de la Justicia 
uruguaya, por funcionarios que estén investidos en la condi- 
ción de poder efectuar este tipo de interrogatorios. Nos parece 
que esto contraviene el principio que tiene que ver con el 
mantenimiento del respeto de la persona en el marco de nues- 
tro Derecho. Esos eran los fundamentos que queríamos expre- 
sar que, a nuestro juicio, su base fundamental deriva del infor- 
me del doctor Gonzalo Fernández y también del informe en 
minoría. Lo queríamos ratificar porque entendemos que hay 
hechos nuevos como el Código de Proceso Penal, que están 
relacionados con este tema, así como la figura del artículo 22 
de la pesquisa secreta que me parece comprometida en esta 
figura que incluye la confidencialidad en determinados trámi- 
tes realizados en el territorio de nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Si ningún 
señor Senador desea hacer uso de la palabra, la Mesa va a 
solicitar autorización del Senado para fundar el voto, salvo 
que sus integrantes opten porque se designe un Presidente ad- 
hoc. 


SEÑOR RICALDONTI.- No hay inconveniente, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Muchas gra- 
cias, señor Senador. 


Se va a votar en general. 

(Se vota:) 

-16 en 24. Afirmativa. 

Se pasa a la discusión particular. 
Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


«Artículo lo.- Apruébase el Tratado de Asistencia 
Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de España, suscrito el 
19 de noviembre de 1991.» 
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-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único. 


(Se vota:) 
-16 en 24. Afirmativa. 
Queda aprobado el proyecto de ley. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


-Con la autorización del Senado voy a proceder a fundar el 
voto. 


He votado por la afirmativa con vacilaciones; las observa- 
ciones que se han hecho me parecen de recibo. No obstante, 
no han impedido mi voto afirmativo por cuanto la constitucio- 
nalidad del Tratado puede ser perfectamente examinada. En 
primer lugar, si la Suprema Corte de Justicia considera que 
afecta a la Constitución, desde el punto de vista interno y en 
una Constitución rígida, no puede modificarse por un Tratado. 
Se debe modificar por los procedimientos que la propia Cons- 
titución establece. 


Desde el punto de vista del Derecho Internacional, si la 
Suprema Corte de Justicia considera que el Tratado vulnera la 
Constitución, el Derecho Internacional defiere a los Estados, o 
sea al Derecho interno de cada Estado, la amplitud de la com- 
petencia para suscribir, votar o ratificar el Tratado. En el caso 
de que este vulnere la Constitución, el Parlamento carece de 
competencia para modificarla. En consecuencia, el Tratado se- 
ría inconstitucional. Además, el artículo 239 de la Constitu- 
ción -y el señor Senador Korzeniak lo ha citado varias veces- 
refiere a que las cuestiones relativas a los tratados son materia 
de competencia de la Suprema Corte de Justicia, independien- 
temente del recurso de inconstitucionalidad que está regulado 
en otras disposiciones. A mi juicio, una cuestión fundamental 
relativa a un tratado es constitucional o no y, en ese caso, la 
Suprema Corte de Justicia aún sin deducir el recurso de in- 
constitucionalidad por imperio de este artículo podría juzgar la 
validez del tratado. Quiero expresar que existen esos procedi- 
mientos de contralor que me enorgullezco en proclamar y que 
están inscritos en la Constitución por obra del Partido Nacio- 
nal. La inconstitucionalidad de las leyes se estableció en la 
Carta de 1934 y luego se le dio mayor amplitud porque puede 
ser deducida no solamente como excepción sino como acción. 
Por otra parte, la pueden incoar los Jueces que decidan en 
materia de extradición. 


Esas razones en la vacilación me han inclinado a dar mi 
voto afirmativo, reconociendo que los argumentos que expone 
el doctor Gonzalo Fernández y que se hicieron eco en esta 
Sala en los señores Senadores Korzeniak, Gargano y Sarthou, 
merecen un estudio pormenorizado. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Voy a ser sumamente breve. No 
cabe duda de que el informe del profesor Fernández, como no 
podía ser de otro modo, merece ser considerado con toda se- 
riedad. Sin embargo, admitiendo que el tema es complejo, 
porque se trata de las consecuencias jurídicas de los nuevos 
rumbos en el ámbito de la cooperación internacional aplicada 
al accionar de la justicia en diversos ámbitos, debe subrayarse 
que no es un tratado de extradición. Se trata de un tratado de 
cooperación jurídica en asuntos penales y, en consecuencia, 
creo que la exigencia de que haya doble tipicidad, tal como se 
da en un tratado de extradición, no debe reclamarse en estos 
casos. 


Con todo respeto, no veo por dónde surge la presunta in- 
constitucionalidad. Los países están avanzando en distintas for- 
mas de cooperación internacional, y esto forma parte de una 
internacionalización del Derecho, del mundo político y del 
desarrollo diplomático del multilateralismo. Todo ello confi- 
gura nuevos rumbos que tendremos que ir estudiando al ampa- 
ro de nuestros principios jurídicos, pero no advertimos que 
haya una inconstitucionalidad. Además, el análisis pormenori- 
zado de distintas disposiciones del tratado nos demuestra que 
se ha tenido el cuidado de incluir salvaguardas por las cuales, 
en situaciones dudosas, evidentemente priva una actitud más 
conservadora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa de- 
sea hacer una pequeña aclaración, aunque quizás esté extrava- 
sando el Reglamento. 


Si hubiera escuchado al señor Senador Bergstein con ante- 
rioridad, tal vez hubiera cambiado el voto, porque ya sea un 
tratado de extradición o de cooperación internacional, lo que 
importa es el perro y no el collar. 


En cuanto a la globalidad y la modernidad, creo que lo que 
debemos resolver acá es si es conforme a nuestro orden jurídi- 
co y no si la doctrina es nueva, moderna, de minifalda o de 
maxifalda. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Seguimos vio- 
lando el Reglamento, pero como fui yo quien comenzó, no 
puedo impedir que hable. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Simplemente, debo insistir sobre 
el tema con toda cordialidad. El señor Presidente sabe que yo 
no tengo rotundidad al expresarme en temas jurídicos porque 
no soy el dueño de la verdad. Sin embargo, me siento obliga- 
do a decir que un tratado de extradición es esencialmente dis- 
tinto a uno de cooperación internacional. El tratado de extradi- 
ción es un trámite fundamentalmente jurisdiccional por el cual 
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la justicia de un Estado pide a la Justicia de otro Estado que le 
entregue una persona para ser sometida a juicio O para que 
cumpla su condena. En cambio, los tratados de cooperación 
internacional -como surge de éste- abarcan un ámbito admi- 
nistrativo muchísimo más amplio, en distintas formas, por las 
cuales los países pueden prestarse ese tipo de cooperación. 


Por lo tanto, no se trata del mismo perro con otro collar 
sino que, en mi modesta opinión, son dos perros distintos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Seguimos vio- 
lando el Reglamento, porque sólo por la vía del fundamento 
de voto, en puridad, se puede hablar. Sin embargo, la Mesa no 
va a impedir a ningún señor Senador que se exprese. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Fundamenté el voto de antemano 
cuando opiné en contra del proyecto, pero creo que estamos 
más o menos dentro del Reglamento porque voté y ahora fun- 
do el voto. A la vez, aprovecho picarescamente para referirme 
a este último punto. 


Quiero decir que hay diferencias entre la extradición y la 
colaboración internacional en esta materia. Si en la extradición 
-en ese sentido interpreté la expresión del señor Presidente de 
que quizás hubiera cambiado el voto- que tiene todo un con- 
junto de garantías de examen judicial, se exige el principio de 
la doble identidad, con mayor razón o, para decirlo con ese 
latinajo tan sencillo, «a fortiori» también debe exigirse cuando 
incluso existe la posibilidad de que no intervenga el Juez. 


SEÑOR GARAT.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARAT.- Como una cuestión reglamentaria, quiero 
aclarar -para que lo resolvamos, porque solamente por medio 
del trámite no se puede hacer- que este proyecto de ley que 
hoy votamos y que hace meses que está en el orden del día, 
vino aprobado hace poco tiempo -el 19 de agosto de 1998- 
con el mismo texto, por la Cámara de Representantes. Por lo 
tanto, para darle valor reglamentario y que no se demore el 
trámite, lo que votamos ahora tendría que ser la aprobación de 
este texto que viene de la Cámara de Representantes y que 
llegó a la Comisión de Asuntos Internacionales, agregándose a 
sus antecedentes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Personalmen- 
te, en este momento no me siento capacitado para dar una 
respuesta adecuada. Cuando deba firmar las comunicaciones, 
examinaré el punto y, en caso de duda, quien resolverá será el 
Senado. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Se ha planteado una situación cu- 
riosa, que es la que ha relatado el señor Senador Garat. 


La Cámara de Representantes, luego de concluido el Perío- 
do Legislativo anterior, cuando inició este Período, extrajo del 
archivo el Mensaje del Poder Ejecutivo de la Administración 
anterior y sobre él se expidió, aprobando el tratado y remitién- 
dolo a la Cámara de Senadores. A mi juicio -no soy un espe- 
cialista en materia de procedimiento legislativo, pero he leído 
unas cuantas veces la Constitución- el procedimiento que su- 
glere el señor Senador Garat -así lo manifesté en Comisión- no 
es el correcto. Digo esto porque cuando finaliza una Legislatu- 
ra, todos los Mensajes caducan y deben ser remitidos nueva- 
mente por el Poder Ejecutivo para que se inicie un trámite 
dentro de los cauces legales. Esto es así porque la Administra- 
ción subsiguiente puede no compartir los Mensajes que remi- 
tió la anterior. Ese es el principio por el cual se dice que la 
iniciativa caduca al momento de finalizar la Legislatura. 


A mi entender, el tratado aprobado debe remitirse a la 
Cámara de Representantes que, como tiene opinión formada y 
los informes hechos, simple y sencillamente tiene que votarlo. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Señor Presidente: creo que 
con la propuesta que hace el señor Senador Gargano entramos 
a un formalismo fuera de lugar, ya que el esquema de trabajo 
del Parlamento uruguayo no es formalista y no necesariamente 
debe serlo de ahora en más. 


Es cierto que se trata de una iniciativa del Gobierno ante- 
rior, pero también hay una de éste, que es la que hemos votado 
hoy. En primer lugar, se cumplió con la iniciativa, que es el 
punto cardinal y, en segundo término, el texto aprobado por el 
Senado es idéntico al de la Cámara de Representantes. Enton- 
ces, no entiendo para qué entrar en formalismos si tenemos 
clara y evidente la voluntad coincidente del Poder Ejecutivo, 
de la Cámara de Representantes y del Senado; sería al solo 
efecto de hacer un trámite más, y no sabemos por qué causa. 


A mi entender, se han cumplido los extremos naturales y, 
aunque sea heterodoxa la fórmula utilizada, no deja de ser 
absolutamente correcta. Además implica el cumplimiento de 
los aspectos sustanciales que la Constitución requiere para que 
este tratado sea aprobado en la forma en que se ha hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Frente a las 
posiciones que se han expuesto, compete a la Mesa hacer las 
comunicaciones. Me parece que el problema tiene suficiente 
entidad como para que, con mis modestas condiciones, pueda 
dar una solución en este momento. Lo consideraré, pero quien 
resolverá finalmente será el Senado y no quien por un azar 
está ocupando la Presidencia. 
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En cuanto a las afirmaciones de que las voluntades sustan- 
cialmente son idénticas, creo que en materia de Derecho Cons- 
titucional las formas son esenciales. Los Poderes expresan su 
voluntad a través de formas establecidas por la Constitución, y 
no de cualquier manera. En consecuencia, en lo que me es 
personal, informaré al Senado de la resolución que tome con 
relación a las comunicaciones que deba firmar y este Cuerpo 
resolverá, es decir, aprobará o no la solución que proponga. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente quiero recordar un 
antecedente con ánimo de colaboración para lo que segura- 
mente el señor Presidente después decidirá. 


Este tema fue planteado en la Legislatura anterior con mo- 
tivo de que las Presidencias de ambas Cámaras no tenían la 
misma opinión. El recordado y extinto doctor Martín Sturla 
tenía una opinión, mientras que el doctor Gonzalo Aguirre 
tenía otra en cuanto a si era necesaria o no la reiteración de los 
Mensajes del Poder Ejecutivo. La discrepancia radicaba en si 
la Constitución seguía un criterio -lo cual es dudoso- vincula- 
do a la orientación de quien está en el Poder Ejecutivo, o si se 
afiliaba a la moderna teoría del órgano, que prescinde de los 
titulares. Esa discusión no fue laudada, pero hay varios infor- 
mes jurídicos que se hicieron sobre el tema -tuve oportunidad 
de participar en alguna de esas conversaciones, y hay una 
carpeta con antecedentes al respecto- que implicaba una dis- 
crepancia en materia de procedimiento legislativo, no diría 
entre las dos Cámaras, sino entre las dos Presidencias de las 
Cámaras. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: simplemente deseo 
solicitar que se continúe con la consideración del orden del 
día, ya que más allá del criterio muy generoso y comprensivo 
del señor Presidente, el proyecto de ley ya fue aprobado. Por 
lo tanto, corresponde hacer la comunicación y seguir adelante 
con el análisis de los distintos asuntos. Creo que todo lo de- 
más son explicaciones que se comprenden y que pueden ser 
necesarias, pero quizá no en este momento cuando la iniciati- 
va ya se ha aprobado, salvo que se reconsidere. Entiendo que 
en la situación en que estamos habría que dejar el tema en 
manos de la Mesa, como ya se sugirió, y seguir adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Antes de con- 
tinuar, si me disculpan, deseo precisar que en el Mensaje ha- 
bía un artículo 2” que la Mesa no puso a votación porque es 
absolutamente innecesario. Por una rémora se seguía inclu- 
yendo un artículo 2%, que dice: «Comuníquese», etcétera. Des- 
pués de una exposición del ex Senador Dardo Ortiz, solamente 
por una inadvertencia del Ministerio de Relaciones Exteriores 
puede haberse establecido ese artículo. 
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TRATADO DE EXTRADICION ENTRE EL GO- 
BIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Rep. N* 637/98)». 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se pasa a (Antecedentes:) 


considerar el asunto que figura en séptimo lugar del orden 


or 
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MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Montevideo, 5 MAR. 1997 


SEÑOR PRESIDENTE DE 1.4, ASAMBLEA GENERAL: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a fin de remitir a su 
consideración, de conforividad con lo dispuesto en los articulos 163, numeral 20, y 85, 
numeral 7, de la Constitución de la República, el Tratado de Extradición entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos 
Mexicanos suscripto el 20 de octubre de 1996 en la Ciudad de México. 


El Tratado establece la obligación de las Partes de concederse recíprocamente la 
extradición de las personas que se encuentren en su territorio, por algún delito o para 
la ejecución de una pena que consista en privación de libertad. 


Asimismo, señala que los delitos que darán lugar a extradición son aquéllos tipificados 
como tales por las leyes de ambas Partes, cualquiera sea su denominación, siempre que 
sean punibles con una pena privativa de libertad cuya duración máxima no sea inferior 
a dos años. Si se solicitara la extradición para la ejecución de una sentencia, deberá 
tenerse en cuenta, junto a los requisitos mencionados, que no sea inferior a seis meses 
la parte de la peña que resta por cumplir. 


A la doble incriminación y a la pena se agrega la jurisdicción, constituyéndose asi los 
tres requisitos fundamentales para que se estirme procedente la entrega. 


La legitimidad y la viabilidad del pedido se fundan en la necesaria existencia de 
jurisdicción del Estado solicitante, cuyos tribunales deben tener competencia para 
entender en las conductas para cuyo juzgamiento -o en su caso, cumplimiento de la 
sentencia- se solicita la entrega. 


Sin perjuicio de lo expresado supra, el Tratado establece causales preceptivas de 
denegación de la entrega vinculándolas a la naturaleza del delito, a la existencia de una 
sentencia firme previa, al juzgamiento por tribunales de excepción y, a la imposición 
de pena de fuerte o privativa de libertad a perpetuidad. 


C.S.-437 


del día: «Proyecto de ley por el que se aprueba el Tratado 
de Extradición entre el Gobierno de la República y el Go- 
bierno de los Estados Unidos Mexicanos (Carp. N* 644/97 - 


Carp. N* 644/97 
Rep. N* 637/98 
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En ningún caso se concederá la extradición por delitos considerados políticos o 
conexos con ellos quedando la calificación a cargo de la Parte requerida. La sola 
alegación de un motivo político en la comisión de un delito, por otra parte, no será 
vinculante para que así se lo califique. 


A mayor abundamiento se establece que en ningún caso se considerarán delitos 
políticos el homicidio o cualquier otro delito intencional perpetrado en contra de la 
vida o la integridad física de un Jefe de Estado o de Gobierno o a un miembro de su 
familia, incluyendo la tentativa de cometer un delito de esa indole. Tampoco se 
considerarán delitos politicos los actos de terrorismo. | 


El texto recoge otras causales de denegación usuales, como la extradición por delitos 
militares si los mismos hechos no fueren punibles por el derecho penal ordinario. si 
hubo cosa juzgada en el Estado requerido respecto de las conductas que ma... el 
pedido, o si la persona reclamada hubiera sido condenada o vaya a ser juzgada por un 
tribunal “ad hoc" o de excepción. 


A la vez, se plantean como causales de denegación, relativas en tanto desaparecen 
como tales mediante el consiguiente correctivo: podrá concederse la extradición, 
cuando en el Estado requirente correspondiera aplicar la pena de muerte, pero la pena 
a aplicarse no podrá ser superior a la máxima admitida en la ley penal del Estado 
requerido. 


El Tratado también vincula la posibilidad de denegar la extradición a la existencia de: 
prescripción y al principio "non bis in idem". 


Por otra parte, las facultades del Estado requirente en relación a la persona entregada 
no son ilimitadas: sólo se la podrá juzgar por los delitos alegados en la solicitud, no se 
le podrá reextraditar, en principio, a un tercer Estado y, no será detenida, juzgada ni 
sancionada en el territorio del Estado requirente, por un delito distinto de aquél por el 
cual fue concedida. 


A su vez, se prevén algunas excepciones razonables respecto de las cuales aquél no 
rige al tradicional principio de la especialidad, aunque: a) cuando la persona 
extraditada habiendo tenido la posibilidad de abandonar voluntariamente el territorio 
del Estado al cual fue entregada y permaneciere en él más de un periodo determinado 
después de su excarcelación definitiva o regresare a él después de abandonario;, b) 
cuando las autoridades competentes de la Parte requerida consientan en la detención, 
juicio o condena de dicha persona por otro delito, 


La reextradición a un tercer país sólo podrá tener lugar con el consentimiento 
debidamente otorgado del Estado que concedió la extradición. Esta posibilidad no 
cercena derecho alguno y se estima coherente con los principios generales 
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consagrados en el Tratado, en votado de que procede una nueva evaluación y la 
consiguiente autorización por paris del Estado requerido, 

El Estado requerido deberá infor 
extradición solicitada, debiéno 
está siendo procesada o cunipliend: 
distinto del que motiva la ext:: od 
informar acerca del pedido. Bobera e 
fecha de la entrega, así como la chiras 
reclamada con fines extradicionaes, 


demora acerca de su decisión respecto de la 

mentar la negativa. Sí la persona reclamada 
lena en el Estado requerido por un delito 
ts requerida deberá igualmente resolver e 
cunicawse al Estado requirente el lugar y la 
£n de la detención sufrida por la persona 


Si la persona reclamada no hubiera sido recibida dentro del plazo determinado debera 
ser puesta en libertad, ¿nadiendo lí Parte requerida denegar posterioro: o. da 
extradición por los musipos hechos. Exceptúase el caso de enfermedad grave, 


0 


debidamente certificada, de la persona reclamada. 
¡ 


:, 8 suspenderá el cómputo del plazo de prescripción en las 
one hupar en el Estado requirente, por los hechos que 
dición: 


Sila entrega se priarar 
EN E 

actuaciones jontemaúra ue 

motivan la solicitnd der 


Asimismo si el Estado feguirente lo solicita le serán entregados los bienes que se 
encuentren en el Estado requerido y hayan sido obtenidos como resultado del delito o 
puedan servir de prueba, E 
no obstante ser temporalmente conservados o ser entregados bajo condición de 
restitución cuando aquéños fueren susceptibles de embargo o comiso en el territorio 
de la Parte requerida, 


El Tratado establece asimismo un orden de preferencia que deberá tener en cuenta el 
Estado requerido auto solicitudes de extradición de una misma persona efectuadas pof 
más de un Estado. 3 
Los supuestos de entroga sin proceso de extradición, "extradición sumaria", proveen 
una solución adecuada cuando median las condiciones que se señalan ante la 
eventualidad de cue la persona reclamada prefiera ser trasladada lo antes posible al 
Estado requireaís, Podrá beneficiarse pues el propio reclamado o al menos se cumplirá 
con una finalidad de econoría procesal. 


La matería cautciar ye segula con la finalidad, corno todas las medidas de esta 
naturaleza, de impedir que se frustren los resultados dei pronunciamiento final. De 
acuerdo a este objeto el Estado requirente podrá solicitar la detención preventiva de la 
persona reclámada en casos de urgencia. Deberá constar en esta solicitud de detención 
que ésta responde a una sentencia condenatoria o mandamiento de detención firmes, y, 
en todo caso, deberá mediar ofrecimiento de presentar demanda de extradición. 
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Finalmente, las disposiciones referidas a los aspectos procesales del procedimiento 
extradicional procuran conciliar debidamente el interés en una pronta prestación de 
justicia, con la salvaguardia de los derechos de la persona reclamada. 


Dada la relevancia del tema, el Poder Ejecutivo entiende necesaria la ratificación por la 
República del Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, para lo cual se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea General las seguridades 
de su más alta consideración. 


ANGUINE 
PRESIDENTE 14 REP el 


ed 


y de Extradición entes el Gobierno de la 
s de los Estados Unidos Mexicanos 


di Ho 
de México, 


ARTICULO UNICO.- Aprue 
República Oriental del Ur 
suscripto el 30 de octubre de 
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CÁMARA DE SENADORES 


COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda a la 
Cámara de Senadores, la aprobación del Tratado de Extradi- 
ción entre la República Oriental del Uruguay y los Estados 
Unidos Mexicanos, suscrito el 30 de octubre de 1996 en la 
Ciudad de México. 


El Tratado establece la obligación de las Partes 
contratantes de concederse, en forma recíproca, la extradi- 
ción de las personas que se encuentren en su territorio por 
algún delito o para la ejecución de una pena. 


El Tratado señala que los delitos que darán lugar a 
extradición son aquellos tipificados como tales por las 
leyes de los Estados Partes, cualquiera sea su denominación, 
siempre que sean punibles con una pena privativa de la 
libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos años. 


Se establece que la doble incriminación, la pena, y, la 
jurisdicción, son los requisitos fundamentales para que sea 
procedente la entrega. 


Los tribunales del Estado solicitante deben tener 
competencia para entender en las conductas para cuyo 
juzgamiento, O cumplimiento de la sentencia, se solicita la 
entrega. 


El Tratado establece causales preceptivas de denegación 
de la entrega, vinculándolas a la naturaleza del delito, a 
la existencia de una sentencia firme previa, al juzgamiento 
por tribunales de excepción y, a la imposición de pena de 
muerte o privativa de libertad a perpetuidad. 
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No se concederá la extradición, en ningún caso, por 
delitos políticos o conexos con ellos, quedando la califica- 
ción a cargo del Estado requerido. 


Se establece que no se considerarán delitos políticos 
el atentado contra la vida o la acción de dar muerte a un 
jefe de Estado o de Gobierno o a un miembro de su familia, 
el genocidio, los crímenes de guerra o los que se cometan 
contra la paz y la seguridad de la humanidad o cualquier 
otro delito conexo con ellos, 


Tampoco se considerarán delitos políticos los actos de 


terrorismo. 


Se establece causales de denegación usuales: la 
extradición por delitos militares si los mismos hechos no 
fueren punibles por el derecho penal ordinario, si hubo cosa 
juzgada en el Estado requerido, respecto de las conductas 
que motivan el pedido, o si la persona reclamada hubiera 
sido condenada o vaya a ser juzgada por un tribunal ad hoc 
o de excepción. 


Se establece, también, como causal de denegación de la 
extradición, la existencia de prescripción y al principio 
"non bis in idem” 


_Las facultades del Estado requirente en relación a la 
persona entregada son limitadas: sólo se le podrá juzgar por 
los delitos alegados a la solicitud, no se le podrá reextra- 
ditar, .en principio, a un Estado tercero; y, no será 
detenida, juzgada ni condenada en el territorio del Estado 
requirente, por un delito cometido con anterioridad a la 
fecha de la solicitud de extradición distinto de aquel por 
el cual fue concedida. 
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La reextradición a un tercer Estado sólo podrá tener 
lugar con el consentimiento debidamente otorgado, del Estado 
que concedió la extradición. 


Se establece que el Estado requerido deberá informar 
sin demora acerca de su decisión respecto de la extradición 
solicitada, debiendo fundar la negativa. Si la persona 
reclamada está siendo procesada o cumpliendo una condena en 
el Estado requerido por un delito distinto del que motiva la 
extradición, el Estado requerido deberá, igualmente, 
resolver e informar acerca del pedido. 


Si la persona reclamada no hubiere sido recibida dentro 
del plazo determinado deberá “ser puesta en libertad, 
pudiendo la Parte requerida denegar posteriormente la 
extradición por los mismos hechos. 


Se exceptúa el caso de enfermedad grave, debidamente 
certificada, de la persona reclamada. 


Se establece también por el Tratado, que el Estado 
requirente podrá solicitar le sean entregados los bienes que 
se encuentren en el Estado requerido y que hayan sido 
producto del delito o delitos cometidos, 0, servir como 
medios de prueba. El Tratado establece, asimismo, un orden 
de preferencia que deberá tener en cuenta el Estado requeri- 
do cuando existan solicitudes de extradición de una misma 
persona por parte de más de un Estado. 


La denominada "extradición sumaria", o sea la entrega 
sin proceso de extradición, es la solución adecuada ante la 
eventualidad que la persona reclamada prefiera ser traslada- 
da lo antes posible al Estado requirente. Podrá beneficiarse 
al propio reclamado, obteniéndose también, la finalidad de 
economía procesal. 
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Como medida cautelar, el Estado requirente podrá, a 
efectos de impedir que se frustre el resultado del pronun- 
ciamiento final, la detención preventiva de la persona 
reclamadma en casos de urgencia. Deberá constar en la 
solicitud de detención que la misma responde a una sentencia 
condenatoria o mandamiento de detención firmes, y, en todos 


los casos, deberá mediar ofrecimiento de presentar demanda 


de extradición. 
Para finalizar, se estipula que en el procedimiento 
extradicional se procura conciliar los aspectos de una 


rápida prestación de justicia con debida protección de los 
derechos de la persona reclamada. 


Sala de la Comisión, 14 de mayo de 1998, 


PABLO MILLOR 
Miembro Informante 


GONZALO FERNANDEZ 


(Discorde) 
CARLOS M. GARAT 
CARLOS JULIO PEREYRA 


AMERTCO RICALDONI 
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TRATADO DE EXTRADICION ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 


los Estados Unidos Mexicanos, en adelante denominados "las Partes”, 


ANIMADOS por el deseo de fortalecer las cordiales relaciones de 


amistad que existen entre ambas Partes; 


CONSCIENTES de la: importancia de estrechar su cooperación 
contra la delincuencia y de prestarse mutuamente, con ese fin, una mayor 


asistencia en materia de extradición; 


Han conveñiido lo siguiente: 


ARTICULO PRIMERO 
OBLIGACION DE EXTRADITAR 


Ambas Partes se comprometen a entregarse mutuamente, según las 
disposiciones de este Tratado, a toda persona que encontrandose en el territorio 
de alguna de las Partes, sea requerida por cualquiera de Ellas en razón de que 
las autoridades judiciales competentes hubieran dictado en su contra una orden 
de aprehensión o se le haya iniciado un proceso penal, o que hubiere sido 
declarada responsable de algún delito y sentenciada con pena privativa de 
libertad, o bien que sea perseguida para la ejecución de la condena impuesta, 


como consecuencia de algún delito cometido dentro del territorio de la Parte 


Requirente, 


1 SECDECTEO DAGA A 
«S COPIA FIEL DEL TEXTO ORIGINA! E a deca, 
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Cuando el delito se haya cometido fuera del territorio de la Parte 


Requirente, la Parte Requerida concederá la extradición si: 


a) sus leyes disponen el castigo de dicho delito cometido en 
circunstancias similares; 


b) la persona reclamada es nacional de la Parte Requirente y 
ésta tiene jurisdicción, de acuerdo con sus leyes, para 
juzgar a dicha persona. 


ARTICULO SEGUNDO 
AMBITO TERRITORIAL DE APLICACION 


1. Alos efectos de este Tratado, el territorio de una de las Partes 
comprende todo el territorio sometido a su jurisdicción, incluyendo el espacio 
aéreo y aguas territoriales, así como los buques y aviones matriculados en ella, 
siempre que, tratándose de estos últimos, se hayan encontrado en vuelo en el 


r 
momento de cometerse el delito. 


2. Para los efectos de este Tratado, una aeronave será considerada 
en vuelo todo el tiempo que medie entre el momento en que todas las puertas 
que dan al exterior hayan sido cerradas con posterioridad al embarque y hasta el 


momento en que cualquiera de esas puertas sea abierta para el desembarque. 


3. Para los efectos de este Articulo no importará si las leyes de las 
Partes definen a la condurta que ennstituye el delito dentro de la misma categoría 
del delito o denominan a éste con la misma o similar terminología, tomándose en 
consideración las expresiones del mandamiento judicial que califica la conducta 


delictuosa, 


€S COPIA FIEL DEL TEXTO ORIGINA? 
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ARTICULO TERCERO 
DELITOS QUE DAN LUGAR A LA EXTRADICION 


1. Darán lugar a la extradición las conductas dolosas o culposas 
que sean punibles conforme a las leyes de ambas Partes, con una pena privativa 
de libertad cuya sanción no sea potencialmente menor de dos años, tanto al 


momento de la comisión del delito, cano al de la solicitud de extradición. 


2. Si la extradición es solicitada para la ejecución de una sentencia 
firme o de cosa juzgada, deberá concederse aquella si: el tiempo restante de la 


sentencia que aún falte por cumplir no sea menor de seis meses. 


3. Para los delitos en materia fiscal, la extradición será acordada en 


tas condiciones previstas en el presente Tratado. 


4. Igualmente procederá la extradición en los casos de tentativa de 
cometer un delito, la asociación de los delincuentes para prepararlo y ejecutarlo, 
o la participación en su ejecución, si tales conductas se encuentran sancionadas 


en las leyes de ambas Partes, 


5. También darán lugar a la extradición, para los propósitos de este 
Tratado, los delitos que sean causa de extradición incluidos en convenciones 


multilaterales de las que ambos Estados sean Parte. 


ARTICULO CUARTO 
PRUEBAS NECESARIAS 


Sólo se concederá la extradición si se determina que las pruebas 
son suficientes, conforme a las leyes de la Parte Requerida, para justificar el 
enjuiciamiento del reclamado como si el delito por el cual se le acusa hubiese 


sido cometido en ese lugar; o bien para probar que se trata de la persona 


condenada por los tribunales de la Parte Requirente. 


ia : a y 
<s GOPÍA FIEL DEL TEXTO ORIGINA? A: 
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ARTICULO QUINTO 
NEGATIVA DE EXTRADICION 


La extradición no será concedida: 


4. Por tos delitos considerados por el Estado Requerido como 


políticos o conexos con delitos de esta naturaleza. 
No se considerarán delitos políticos: 


a) el homicidio o cualquier otro delito intencional perpretado en 
contra de la vida o la integridad física de un Jefe de Estado 
o de Gobierno, o de un miembro de su familia, incluyendo la 
tentativa de cometer un delito de esa indole; y 


e. 


b) el terrorismo y el sabotaje. 


En caso de haber diferencias de opinión entre las Partes respecto al 


posible carácter político del delito que se atribuye al perseguido, la Parte 
Requerida decidirá lo conducente de conformidad con lo que establezca la 


autoridad competente para ello. 


2. Cuando la conducta delictiva que se le impute a una persona 


constituya un delito exclusivamente militar. 


3. Cuando la persona requerida vaya a ser juzgada en la Parte 
Requirente por un tribunal de excepción o un tribunal especial, o cuando sea 


perseguida para la ejecución de una sanción impuesta por este tribunal. 


ROPA FIEL DEL TEXTO ORIGINA: de a 
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ARTICULO SEXTO 
NON BIS IN IDEM 


Tampoco procederá la extradición: 


1. Cuando la persona reclamada haya sido sometida a un proceso 
- judicial o haya sido juzgada y sentenciada definitivamente, o absuelta por la Parte 


Requerida por el mismo delito en que se apoye la solicitud de extradición. 


2. En el caso de que la persona reclamada esté siendo procesada 
por la Parte Requerida por los mismos hechos a actos delictivos por los cuales se 


solicitó la extradición. 


ARTICULO SEPTIMO 
PENA DE MUERTE 


La extradicion podrá ser rehusada si el delito por el cual se solicita 
estuviere sancionado y castigado con la pena de muerte de conformidad con la 
legislación de la Parte Requirente y no así en las leyes de la Parte Requerida en 
que no se contemple la pena capital para ese delito, a menos que la Parte 
Requirente otorgue a la Parte Requerida las seguridades que estime suficientes, 
de que al perseguido no se le impondrá la pena de muerte o de que si le fuere 
impuesta no será ejecutada, conmutándose por una pena equivalente a la 


máxima prevista en la legislación del Estado Requerido. 


ARTICULO OCTAVO 
PRESCRIPCION 


Cuando la acción penal o la ejecución de la sentencia impuesta al 
delito por el cual se solicita la extradición, haya prescrito conforme a las leyes de 
cualquiera de las Partes. 


eo SOPA FIEL DEL TEXTO ORIGINA" 
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ARTICULO NOVENO 
EXTRADICION DE NACIONALES 


1. Ninguna de las Partes estará obligada a entregar a Sus 
nacionales, pero la Parte Requerida decidirá lo conducente, de conformidad con 


lo que establezca la autoridad competente para ello. 


N 2. Sila extradición no es concedida en virtud de lo dispuesto en el 
'humeral 1. de este Articulo, la Parte Requerida remitirá el expediente a sus 
“autoridades competentes para el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando 


dicha Parte tenga jurisdicción para perseguir el delito. 


ARTICULO DECIMO 


PROCEDIMIENTO PARA LA EXTRADICION Y DOCUMENTOS 
QUE SON NECESARIOS 


4. La solicitud de extradición se deberá formular por escrito y 
- presentarse por la vía diplomática. 
2. La petición de extradición indicará la descripción del delito por el 


- cual se solicita la extradición y será acompañada de: 


a) una narración de los hechos imputados; 


b) el texto de las disposiciones legales que indiquen los 
elementos constitutivos del tipo deliciivo, las de la pena 
correspondiente al delito y de las relativas a la prescripción, 
tanto de la acción penal como de la sanción aplicabla; 


c) el texto de las disposiciones legales que confieran 
competencia a lá Parte Requirente cuando el delito hubiese 
sido cometido fuera del territorio de dicha Parte; IE rea 

De F 
ea %., 


A ES COPIA PEEL TEX 
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a) información sobre la descripción, identidad, ubicación, 
ocupación, nacionalidad y todos los datos posibles de la 
persona requerida, así como los indicios que permitan su 
localizacion, 


3. En caso de que la solicitud de extradición se refiera a persona 
aún no sentenciada, se acompañará también copia certificada de la orden de 
aprehensión decretada por la autoridad judicial competente de la Parte 
Requirente, as! como las pruebas que conforme a las leyes de la Parte Requerida 
justifiquen la detención y enjuiciamiento del reclamado, en el caso de que el delito 


. 


se hubiere cometido ahi. 


4. Cuando se trate de una solicitud de extradición que se refiera a 
una persona que ya fue juzgada y sentenciada, se deberá adicionar una copia 
certificada de dicha sentencia condenatoria dictada por tribunal competente de la 


Parte Requirente, pudiendo suceder las siguientes hipótesis: 


a). que la persona hubiere sido declarada culpable pero aún no 
se le haya,fijado la pena, motivo por el cual a la solicitud de 
extradición se  adicionará una certificación de tal 
circunstancia y una copia certificada de la orden de 
aprehensión; o 


b) que a la persona requerida ya se le haya impuesto una pena 
privativa de libertad pero que no la hubiere cumplido 
completamente, En ese caso, a la solicitud de extradición 
se le anexará una certificación de la condena impuesta y 
una constancia certificada que mencione el tiempo que falta 
para cumplir dicha pena. 


5. Los documentos presentados por las Partes, en apoyo de la 
solicitud de extradición de conformidad con este Tratado, deberán estar 


certificados y legalizados por las autoridades competentes que para ello señalen 


sus respectivos ordenamientos legales. 


“5 COPIA FIEl DECTEXTO ORIGINA" 
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5, si la Parte Requerida considera que la información y 
documentación proporcionada en apoyo de la solicitud de extradición es 
insuficiente, podrá solicitar información y documentación adicionales, dentro de 
cualquier etapa del procedimiento de extradición, hasta antes de que la autoridad 


competente resuelva sobre el procedimiento de extradición. 


ARTICULO DECIMO PRIMERO 
DETENCION PROVISIONAL 


* 


1. En caso de urgencia o de que se sospeche que el presunto 
responsable de la comisión del delito pueda sustraerse a la acción de la justicia 
en territorio extranjero, las Partes podrán solicitar por escrito y, a través de la vía 


diplomática, la detención provisional de la persona reclamada. 


Esta solicitud deberá contener la mención del delito por el cual se 
solicita la extradición; información que permita establecer su identidad y, de ser 
posible, elementos que permitan su localización; la declaración de existencia de 
una orden de aprehensión librada por autoridad judicial competente o de una 
sentencia condenatoria impuesta al reclamado y la promesa de formalizar la 


solicitud de extradición oportunamente. 


2. Cuando la Parte Requerida reciba la solicitud de detencién 
provisional, realizará las gestiones necesarias para asegurar la detención del 
reclamado y una vez consumada la aprehensión la notificará a la Parte 
Requirente y le comuricará el momento de inicio del cómputo del plazo de 


sesenta días naturales para la formalización de ta solicitud de extradición. 


“8 GOPÍA FIEL DEL TEXTO ORIGINA? 


E o sn , dde E E 
O e 


16 de Setiembre de 1998 CAMARA DE SENADORES C.S.-453 


La Parte Requirente podrá solicitar el aseguramiento de tos objetos, 
instrumentos, artículos, valores y documentos relacionados con el delito atribuido 
al presunto responsable del mismo, los cuales se le podrán entregar para que 
sirvan como prueba en el proceso para los efectos legales a que hubiere lugar; 
observándose para ello lo dispuesto en el Artículo Décimo Noveno de este 


Tratado. 


3. Si dentro de un plazo de sesenta días naturales, contados a 
partir de la aprehensión del reclamado, la Parte Requerida no ha recibido la 
solicitud formal de extradición, con los documentos legales establecidos para ello, 
se pondrá fin a la detención provisional procediéndose a la liberación de la 


persona requerida. 


Lo anterior no impedirá nuevamente la detención y extradición del 
requerido, si la solicitud de extradición y los documentos necesarios son recibidos 


posteriormente, 


ARTICULO DECIMO SEGUNDO 
EXTRADICION SUMARIA"CONSENTIDA POR EL REQUERIDO 


Si la persona reclamada, con asistencia legal, acepta 
voluntariamente ser extraditada, la Parte Requerida deberá entregarla 
inmediatamente a la Parte Requirente para ponerla a disposición de las 
autoridades judiciales competentes de ésta. No será aplicable a estos casos lo 


dispuesto en el Artículo Décimo Séptimo. 


ARTICULO DECIMO TERCERO 
TRAMITACION DE LA SOLICITUD DE EXTRADICION 


4. La solicitud de extradición será tramitada de conformidad con la 


legislación de la Parte Requerida. 
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2. La Parte Requerida utilizará tos procedimientos legales internos 


necesarios para dar curso a la solicitud de extradición 


ARTÍCULO DECIMO CUARTO 
RESOLUCION Y ENTREGA DE LA PERSONA EXTRADITADA 


1. La Parte Requerida comunicará la decisión que haya tomado 


2. En caso de denegación de la solicitud de extradición, la Parte 


Requerida dará a conocer los fundamentos legales en que se hubiere basiario, 


| 
| 
respecto de la solicitud de extradición, 
3. Si se concede la extradición, la entrega de la persona requerida 
se hará dentro del plazo de sesenta dias naturales contados a partir del dia | 
siguiente en que la Parte Requerida comunique a la Requirente la extradición | 
decretada y le notifique que queda a su disposición la persona reclamada. 
Cuando la Parte Requirente deje pasar el término de sesenta días naturales 
antes mencionado sin hacerse cargo de él, éste recobrará su tibertad y no podria 
volver a ser detenido ni entregado” a la propia Parte Requirente por el mismo | 
delito que motivo la solicitud de extradición. Esto último no procederá en el | 


supuesto del Artículo Décimo Quinta, inciso b). 


ARTICULO DECIMO QUINTO 
DIFERIMIENTO DE LA ENTREGA 


La entrega de la persona requerida podrá diferirse en los siguientes 


casos. 


a) cuando el requerida esté siendo procesado o cumpliendo 
una sentencia en el territorio de la Parte Requerida por yn 
delito distinto de aquel por el cual se solicita su extradición. 
La Parte Requerida podrá diferir la entrega hasta da 
conclusión del procedimiento o al cumplimiento de la pena 
que haya sido impuesta per sentencia firme; y ¿ER 
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b) cuando la persona requerida padezca una enfermedad de 
tal gravedad, que el viajar ponga en peligro su vida, para 
cuyo efecto la Parte Requerida deberá presentar a la Parte 
Requirente un certificado médico en tal sentido. 


Las responsabilidades civiles derivadas del delito o cualquier 
proceso civil al que esté sujeta la persona reclamada no podrá impedir o demorar 


la entrega. 


ARTICULO. DECIMO SEXTO 


SOLICITUDES DE EXTRADICIONES CONCURRENTES 
O DE TERCEROS ESTADOS 


1. Sila extradición de la misma persona es solicitada por dos o más 
Estados, ya sea por el mismo delito o por delitos distintos, la Parte Requerida 


decidirá a cuál de ellos se extraditará a dicha persona. 


e 


2. Para resolver a cuál Estado será extraditada la persona, la 


Parte Requerida tomará en consideración todas las circunstancias relevantes, 


incluyendo: 


a) la edad de los delitos, si las soloides se refieren a 
ilícitos diferentes; 


b) el tiempo y lugar de la comisión de cada uno de los delitos; 
c) E la fecha de las solicitudes; 


d) la nacionalidad de la persona; S e 


| e) 8] lugar de residencia, : E, 
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ARTICULO DECIMO SEPTIMO 
PRINCIPIO DE LA ESPECIALIDAD 


1. La persona extraditada que ha sido entregada de conformidad 
con este Tratado, no podrá ser detenida, juzgada o sancionada en el territorio de 
la Parte Requirente por un delito distinto de aquel por el cual se concedió la 
extradición, ni tampoco será extraditada por dicha Parte a un tercer Estado, a 


menos que: 


a) no haya abandonado el territorio de la Parte Requirente 
dentro de los sesenta días naturales siguientes a la fecha en 
que hubiera estado en libertad de abandonar ese territorio; 


b) hubiere abandonado el territorio de la Parte Requirente 
después de su extradición y haya regresado voluntariamente 
aélio 


c) la Parte Requerida haya otorgado su consentimiento para 
que la persona de que se trata sea detenida, juzgada, 
sancionada o extraditada a un tercer Estado diferente por un 
delito distinto de aquel por et cual se concedió la extradición. 


” 


Estas disposiciones no se aplicarán a delitos cometidos 
después de la extradición. 


2. Si úna vez consumada la extradición y dentro del curso del 
proceso judicial a que esté sometido el inculpado se cambia la calificación del 
delito por el cual la persona reclamada fue extraditada, ésta seguirá enjuiciada y 
sentenciada siempre y cuando el delito en su nueva tipificación se fundamente en 
el mismo conjunto de hechos descritos en la solicitud de extradición y en los 
documentos que se acompañaron a ella y sea castigada con la misma pena 
máxima que el delito por el cual fue extraditada o con una penalidad cuyo máximo 
sea menor. La Parte Requirente informará de inmediato a la Parte Requerida de 
dicha situación. 
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ARTICULO DECIMO OCTAVO 
GASTOS 


Todos los gastos que resulten de la extradición deberán ser 
cubiertos por la Parte en cuyo territorio se hayan causado, con la excepción de 
aquellos de transportación de la persona extraditada, los cuales serán a cargo de 


la Parte Requirente. 


ARTICULO DECIMO NOVENO 
ENTREGA DE OBJETOS 


1. Si las leyes de la Parte Requerida lo permiten y sin perjuicio del 
mejor derecho de terceros, la Parte Requirente podrá solicitar el aseguramiento 
de los bienes, artículos, instrumentos, objetos de valor o documentos, 
relacionados con el delito atribuido a la persona reclamada, que se encuentren en 
posesión del presunto responsable del delito al momento de su detención o que, 
siendo de su propiedad, se hayaren dentro del territorio de la Parte Requerida, los 
cuales podrán ser entregados por ésta. 

» 

2. La Parte Requerida podrá condicionar la entrega de los bienes 
asegurados a que la Parte Requirente dé seguridades satisfactorias de que los 
mismos serán devueltos a la Parte Requerida; pero siempre y cuando no se trate 
de los instrumentos u objetos con los cuales se cometió el delito, ni tampoco los 
que sirvan para garantizar la reparación del daño, los cuales no podrán ser 


devueltos. 


ARTICULO VIGESIMO 
ENTRADA EN VIGOR, MODIFICACION Y TERMINACION 


1. El presente Tratado está sujeto a ratificación. El canje de los 
instrumentos tendrá lugar en la ciudad de Montevideo, 
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2. El Tratado entrará en vigor treinta días después del canje de 
instrumentos de ratificación y continuará en vigor mientras no sea denunciado por | 
cualquiera de las Partes. Sus efectos cesarán seis meses después de la fecha de 


notificación de denuncia, por la vía diplomática. 


3. El presente Tratado podrá ser modificado por mutuo 
consentimiento de las Partes y las modificaciones acordadas entrarán en vigor de 


conformidad con el procedimiento establecido en el numeral 2, 


Hecho en la Ciudad de México, el treinta de octubre de mil 
novecientos noventa y seis, en dos ejemplares originales en idioma español, 


siendo ambos textos igualmente auténticos. 


POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERN DEL: 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 


ss July 
Carlos Pérez del Castillo Anténia Lozan ” 
Ministro Interino de Procura Soneralf de Ta República 


Relaciones Exteriares 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: los puntos 7%, 8% y 92 
hacen referencia a Tratados de Extradición, en esta oportuni- 
dad, entre nuestra República y el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos. 


Dado lo exiguo del quórum, nos remitimos al informe es- 
crito que obra en poder de todos los señores Senadores y nos 
limitamos a señalar que este Tratado fue suscrito el 10 de 
octubre de 1996 en la ciudad de México y aprobado por ma- 
yoría en Comisión el 14 de mayo de 1998. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: cuando se consi- 
deró este Tratado en la Comisión, estaba presente mi suplente, 
el doctor Gonzalo Fernández, quien fundamentó también una 
postura negativa. Precisamente, a continuación voy a leer las 
notas con las que dicho señor Senador trabajó. 


En primer lugar dice: «No queda claro si la referencia a la 
pena “potencial” en el artículo 3.1 se refiere a la pena abstracta 
legal o a la pena concreta. Si fuera la primera, se reitera la 
objeción» -formulada en la Comisión- «sobre el principio de 
gravedad». Esto dice relación con el monto de la pena. El 
principio de gravedad, en materia de extradición, es la base 
para la extradición. Es decir que por delitos menores, de una 
cuantía inferior a dos años, normalmente no procede la extra- 
dición dentro de los Tratados. 


Continúa diciendo: «Además, ha omitido los delitos ultra- 
intencionales, que sin fundamento alguno no serían extradita- 
bles. Tampoco queda claro si en el artículo 3.4, la tentativa y 
la participación están sujetos o no al requisito de “potenciali- 
dad” de la pena (dos años), o toleran la extradición aunque 
fuere una pena inferior». 


En segundo lugar dice que el artículo 9.1 es ininteligible. 
Comparto totalmente esta opinión y lo voy a leer para que los 
integrantes del Cuerpo tengan noción de lo que dice este Tra- 
tado en ese punto. Establece lo siguiente: «Ninguna de las 
Partes estará obligada a entregar a sus nacionales, pero la Par- 
te Requerida decidirá lo conducente, de conformidad con lo 
que establezca la autoridad competente para ello.» Es real- 
mente inentendible. No se comprende con qué procedimiento, 
quién es la autoridad competente y, además, se deja librado a 
que la Parte Requerida decida lo conducente, que por otra 
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parte no es el estilo de los tratados. Eso de decidir lo condu- 
cente es de una amplitud y de una extensión total. 


En tercer lugar dice: «Dado que este Tratado parece afiliar- 
se al sistema angloamericano de extradición, donde está per- 
mitida la prueba, correspondería establecer a texto expreso la 
existencia de un plazo o período de prueba en el juicio.» 


En cuarto término expresa: «El plazo de detención provi- 
sional -60 días según el artículo 11.2- es excesivo. Además se 
reitera la objeción sobre una eventual “renovación” de la de- 
tención, así como la no previsión del descuento del arresto de 
la posible pena a recaer». Normalmente, los tratados de extra- 
dición establecen que la pena que se cumple con el arresto en 
el país requerido, se descuenta de la pena que se va a cumplir. 


En quinto lugar, dice: «El plazo de 60 días para la entrega» 
-dice el doctor Gonzalo Fernández- «también es excesivo». 


Estas normas que se objetan son las que también nos mere- 
cen observaciones en los otros tratados, de modo que doy por 
fundamentado mi voto contrario a los demás tratados de extra- 
dición que figuran en el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-15 en 21. Negativa. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Solicito que se rectifique la vo- 
tación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se va a recti- 
ficar la votación. 


(Se vota:) 

-16 en 21. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 

«ARTICULO UNICO.- Apruébase el Tratado de Ex- 
tradición entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de los Estados Unidos Mexica- 
nos suscripto el 30 de octubre de 1996 en la ciudad de 
México.» 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-16 en 22. Afirmativa. 
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Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el proyecto de ley aprobado por ser igual al 
considerado) 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero hacer la aclaración de 
que si fuera posible reglamentariamente, que no lo es, solici- 
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taría -reitero, si fuera posible- que se colocara en la comunica- 
ción que fue aprobado «in extremis». Pero, como no es posi- 
ble, no hago la propuesta. 


10) TRATADO DE EXTRADICION ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPU- 
BLICA ARGENTINA. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se pasa a 
considerar el punto que figura en octavo término del orden del 
día: «Proyecto de ley por el que se aprueba el Tratado de 
Extradición entre la República y la República Argentina. (Carp. 
N* 645/97 - Rep. N* 638/98).» 


(Antecedentes:) 


Carp. N* 645/97 
Rep. N* 638/98 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DEL. INTERIOR 


MINISTERIO PE FPDUCACION Y CULTURA 


Montevideo: 5 MAR, 1997 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a fin de remitir a su 
consideración, de conformidad con lo dispuesta en los artículos 163, numeral 20, y 85, 
numeral 7, de la Constitución de la República, el Tratado de Extradición entre la República 
Oriental del Uruguay y la República Argentina suscripto el 20 de setiembre de 1996 en la 


ciudad de Montevideo. 


El Tratado establece la obligación de las Partes de concederse reciprocamente la extradición 
de las personas que se encuentren en su territorio por algún delito o para la ejecución de una 


pena que consista en privación de libertad. 


Asimismo, señala que los delitos que darán lugar a extradición son aquéllos tipificados 
como tales por las leyes de ambas Partes, cualquiera sea su denominación, siempre que sean 
punibles con una pena privativa de libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos años. 
Si se solicitara la extradición para la ejecución de una sentencia, deberá tenerse en cuenta, 
junto a los requisitos mencionados, que no sea inferior a seis meses la parte de la pena que 


resta por cumplir. 


A la doble incriminación y a la pena se agrega la jurisdicción, constituyéndose así los tres 
requisitos fundamentales para que se estime procedente la entrega. 


La legitimidad y la viabilidad del pedido se fundan en la necesaria existencia de jurisdicción 
del Estado solicitante, cuyos tribunales deben tener competencia para entender en las 
conductas para cuyo juzgamiento -o en su caso, cumplimiento de la sentencia- se solicita la 


entrega. 


En virtud de que la determinación del Estado que tiene jurisdicción se rige por normas 
ajenas al Tratado de Extradición, éstas no pretenden establecer un criterio restrictivo acerca 
de la legitimidad del pedido. Es por ello que se ha dejado en claro que este requisito es ajeno 
a la circunstancia de que los hechos en los que se funda la solicitud hayan sido o no 


cometidos en el territorio de la Parte requirente. 


Sin petjuicio de lo expresado supra, el Tratado establece causales preceptivas de denegación 
de la entrega vinculándolas a ia naturaleza del delito, a la existencia de una sentencia firme 
previa, al juzgamiento por tribunales de excepción y, a la imposición de pena de muerte o 


privativa de libertad a perpetuidad. 
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En ningún caso se concederá la extradición por delitos considerados políticos o conexos con 
ellos quedando la calificación a cargo de la Parte requerida. La sola alegación de un motivo 
político en la comisión de un delito, por otra parte, no será vinculante para que así se lo 
califique. 


A mayor abundamiento se establece que en ningún caso se considerarán delitos políticos el 
atentado contra la vida o la acción de dar muerte a un Jefe de Estado o de la acción de dar 
muerte a un Jefe de Estado o de Gobierno o a un miembro de su familía, caso conocido en la 
doctrina como “cláusula belga", el genocidio, los crimenes de guerra o los que se cometan 
contra la paz y la seguridad de la humanidad o cualquier otro delito directamente conexo 
con ellos. 


Tampoco se considerarán delitos políticos los actos de terrorismo, quedando comprendidos 
tanto la tentativa como la participación en calidad de coautores o cómplices. Se establece 
una identificación casuística a mero título enunciativo de los que se estiman como delitos 
terroristas a los efectos del Tratado, entendiéndose por tales los que impliquen el atentado 
contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas que tengan derecho a una 
protección internacional, incluidos los agentes diplomáticos, la toma de rehenes o el 
secuestro de personas, el atentado contra personas o bienes cometido mediante el empleo de 
bombas, granadas, cohetes, minas, armas de fuego automáticas, cartas o paquetes con 
explosivos ocultos o dispositivos similares. 


Una cláusula de alcance residual permite comprender otras hipótesis, abarcando en general 
cualquier acto de violencia no comprendido en los supuestos anteriores y que esté dirigido 
contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas. 


El texto recoge otras causales de denegación usuales, como la extradición por “delitos 
militares si los mismos hechos no fueren punibles por el derecho penal ordinario, si hubo 
cosa juzgada en el Estado requerido respecto de las conductas que motivan el pedido, o si la 
persona reclamada hubiera sido condenada o vaya a ser juzgada por un tribunal "ad hoc" o 
de excepción, 


A la vez, se plantean como causales de denegación, relativas en tanto desaparecen como 
tales mediante el consiguiente correctivo: podrá concederse la extradición, cuando en el 
Estado requirente cortespondiera aplicar la pena de muerte o privativa de libertad a 
perpetuidad, pero la pena a aplicarse no podrá ser superior a la máxima admitida en la ley 
penal del Estado requerido. 


El Tratado también vincula la posibilidad de denegar la extradición a la existencia de 
prescripción, a la circunstancia de que el delito se hubiera cometido en el territorio del 
Estado requerido, y al principio "non bis in idem", 


Por otra parte, las facultades del Estado requirente en relación a la persona entregada no son 
ilimitadas: sólo se la podrá juzgar por los delitos alegados en la solicitud, no se le podrá 
reextraditar, en principio, a un tercer Estado y, no será detenida, juzgada ni condenada en el 
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territorio del Estado requirente, por un delito. cometido con anterioridad a la fecha de la 
solicitud de extradición distinto de aquél por el cual fue concedida. 


A su vez, se prevén algunas excepciones razonables respecto de las cuales aquél no rige al 
tradicional principio de la especialidad, aunque: a) cuando la persona extraditada habiendo 
tenido la posibilidad de «abandonar voluntariamente el territorio del Estado al cual fue 
entiegada y persuaneciere en él más de un periodo determinado después de su excarcelación 
definitiva o regresare a él después de abandonarlo; b) cuando las autoridades competentes de 
la Parte requerida consientan en la detención, juicio o condena de dicha persona por otro 
delito. 


En relación a estas excepciones, la Parte requirente deberá solicitar una ampliación de la 
extradición y sin perjuicio de los demás recaudos deberá acompañar un testimonio de la 
declaración judicial de la persona ya extraditada, con asistencia letrada acerca de los hechos 
abjeto de la señalada extensión. 


La reextradición a un tercer país sólo podrá tener lugar con el consentimiento debidamente 
otorgado del Estado que concedió la extradición. Esta posibilidad no cercena derecho 
alguno y se estima coherente con los principios generales consagrados en el tratado, en 
virtud de que procede una nueva evaluación y la consiguiente autorización por parte del 
Estado requerido. 


El Estado requerido deberá informar sin demora acerca de su decisión respecto de la 
extradición solicitada, debiéndose fundar la negativa. Si la persona reclamada está siendo 
procesada o cumpliendo una condena en el Estado requerido por un delito distinto del que 
motiva la extradición, la Parte requerida deberá igualmente resolver e informar acerca del 
pedido. Deberá comunicarse al Estado requirente el lugar y la fecha de la entrega, así como 
la duración de la detención sufrida por la persona reclamada con fines extradicionales. 


Si la persona reclamada no hubiera sido recibida dentro del plazo determinado deberá ser 
puesta en libertad, pudiendo la Parte requerida denegar posteriormente la extradición por 
los mismos hechos. Exceptúase el caso de fuerza mayor que impida la entrega o la recepción 
de la persona reclamada. De ello informará la Parte afectada al otro Estado, pudiéndose 
acordar una nueva fecha para la entrega. : 


La entrega no podrá ser impedida ni demorada por un proceso pendiente de naturaleza civil 
al que esté sujeta la persona reclamada. 


Si la entrega se aplazara, se suspenderá el cómputo del plazo de prescripción en las 
actuaciones judiciales que tiene lugar en el Estado requirente, por los hechos que motivan ta 
solicitud de extradición. 


También se regula la colaboración que debe prestar la Parte a través de cuyo territorio se 
traslada la persona extraditada -cooperación que no será necesaria cuando se utilicen medios 
de transporte aéreo que no tengan previsto aterrizaje en el Estado de tránsito-. 
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Asimismo si el Estado requirente lo solicita le serán entregados los bienes que se encuentren 
en el Estado requerido y hayan sido obtenidos como resultado del delito o puedan servir de 
prueba. Esta entrega se regirá por la ley del Estado requerido. Los bienes serán devueltos sin 
cargo al Estado requerido cuando la ley del Estado requerido o el derecho de los terceros 
afectados así lo exijan. Podrán no obstante ser temporalmente conservados o ser entregados 
bajo condición de restitución cuando aquéilos fueren susceptibles de embargo o comiso en el 
territorio de la Parte requerida. 


El Tratado establece asimismo un orden de preferencia que deberá tener en cuenta el Estado 
requerido ante solicitudes de extradición de una misma persona efectuadas por más de un 
Estado. 


Los supuestos de entrega sin proceso de extradición, "extradición simplificada”, proveen una 
solución adecuada cuando median las condiciones que se señalan ante la eventualidad de 
que la persona reclamada prefiera ser trasladada lo antes posible al Estado requirente o si le 
resulta realmente indiferente permanecer en el territorio de uno u otro país. Podrá 
beneficiarse pues al propio reclamado o al menos se cumplirá con una finalidad de economía 
procesal. 


La materia cautelar se regula con la finalidad, como todas las medidas de esta naturaleza, de 
impedir que se frustren los resultados del pronunciamiento final. De acuerdo a este objeto el 
Estado requirente podrá solicitar la detención preventiva de la persona reclamada en casos 
de urgencia. Deberá constar en esta solicitud de detención que ésta responde a una sentencia 
condenatoria o mandamiento de detención firmes, y, en todo caso, deberá mediar 
ofrecimiento de presentar demanda de extradición. 


Finalmente, las disposiciones referidas a los aspectos procesales del procedimiento 
extradicional procuran conciliar debidamente el interés en una pronta prestación de justicia, 
con la salvaguardia de los derechos de la persona reclamada, 


Dada la relevancia del tema, el Poder Ejecutivo entiende necesaria la ratificación por la 
República del Tratado de Extradición entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Argentina, para lo cual se solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 
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PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO.- Apruébase el Tratado de Extradición entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Argentina suscripto el 20 de noviembre de 1996, en la ciudad de 
Montevideo. 


ES Aa 
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CÁMARA DE SENADORES 


COMISION DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


TNFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda a la 
Cámara de Senadores la aprobación del Tratado de Extradición entre 
la República Oriental del Uruguay y la República Argentina suscrito 
el 20 de setiembre de 1296 en la ciudad de Montevideo. 


La mayor parte de los Tratados bilaterales de extradí- 
ción, fueron suscritos hace mucho tiempo, en algunos casos, a fines 
del siglo pasado. Por lo tanto, el Gobierno de la República estimó 
conveniente la adecuación de algunos de ellos a fin de adecuar las 
soluciones del derecho comparado a los requerimientos de la 
cooperación entre Estados en materia penal, 


El Tratado que rige con Argentina data del 23 de enero 
de 1889. Por lo tanto, su texto responde a técnicas legislativas 
superadas, contemplando modalidades delictivas en desuso, y 
absteniéndose, por razones de tiempos históricos, de preveer 
ciertas conductas cuyas manifestaciones, así como su tipificación 
penal, data de algunas décadas. 


El Tratado establece la obligación de las Partes 
Contratantes de concederse en forma recíproca, la extradición de 
las personas que se encuentren en su territorio por algún delito 
o para la ejecución de una pena. 


Se señala que los delitos que darán lugar a la extradi- 
ción son aquellos tipificados como tales por las leyes de los 
Estados Partes, cualquiera sea su denominación, siempre que sean 
punibles con una pena privativa de libertad cuya duración máxima 
no sea inferior a dos años, 


Los tribunales del Estado solicitante deben tener 
competencia para entender en las conductas para cuyo juzgamiento, 
o cumplimiento de la sentencia, se solicita la entrega: 


“El Tratado establece causales preceptivas de denegación 
de la entrega, vinculándolas a la naturaleza del delito, a la 
existencia de una sentencia firme previa, al ¿juzgamiento por 
tribunales de excepción y, a la imposición de pena de muerte O 
privativa de libertad a perpetuidad. 


No se concederá la extradición, en ningún caso, por 
delitos políticos o conexos con ellos. 


En ningún caso, se considerarán delitos políticos el 
atentado contra la vida o la acción de dar muerte a un Jefe de 
Estado o de Gobierno o a un miembro de su familia, el genocidio, 
los crímenes de guerra o los que se cometan contra la paz y la 
seguridad de la humanidad o cualquier otro delito conexo con 
ellos. 


Los actos de terrorismo, tampoco se considerarán delitos 
políticos, quedando comprendidos, tanto la tentativa cuanto la 
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participación en calidad de coautores o cómplices. 


Se estiman como delitos terroristas a los efectos del 
Tratado, el atentado contra la vida, la integridad corporal o la 
libertad de las personas que tengan derecho a una protección 
internacional, incluidos los agentes diplomáticos, la toma de 
rehenes o el secuestro de personas, el atentado contra personas o 
bienes cometido mediante el empleo de bombas, granadas, cohetes, 
minas, armas de fuego automáticas, cartas o paquetes con explosivos 
ocultos o dispositivos similares. 


En forma residual se comprende otras hipótesis que 
abarcan, en general, cualquier acto de violencia no comprendido en 
los supuestos mencionados supra y que esté dirigido contra la vida, 
la integridad corporal o la libertad de las personas. 


Se establece en el Tratado con Argentina, causales de 
denegación usuales, como la extradición por delitos militares si 
los mismos hechos no fueren punibles por el derecho penal ordina- 
rio, si hubo cosa juzgada en el Estado requerido, respecto de las 
conductas que motivan el pedido, o si la persona reclamada hubiera 
sido condenada o vaya a ser juzgada por un tribunal ad hoc o de 
excepción. 


Las facultades del Estado requirente en relación a la 
persona entregada no son ilimitadas: sólo se le podrá juzgar por 
los delitos alegados en la solicitud, no se le podrá reextraditar 
en principio, a un tercer Estado, y no será detenida, juzgada ni 
condenada en el territorio del Estado requirente, por un delito 
cometido por anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición 
distinto de aquel por el cual fue concedida. 


La reextradición a un Estado tercero sólo podrá tener 
lugar con el consentimiento debidamente otorgado del Estado que 
concedió la extradición. 


El Estado requerido deberá informar sin demora acerca de 
su decisión respecto de la extradición solicitada, debiendo fundar 
la negativa. R 

Si la persona reclamada está siendo procesada o cumplien- 
do una condena en el Estado requerido por un delito motivo distinto 
del que motiva la extradición, el Estado requerido deberá, 
igualmente, resolver e informar acerca del pedido. 


Si la persona reclamada no hubiere sido recibida dentro 
del plazo determinado, deberá ser puesta en libertad, pudiendo la 
Parte requerida denegar posteriormente la extradición por los 
mismos hechos. Se exceptúan los casos de fuerza mayor que impidan 
la entrega o la recepción de la persona reclamada. 


El Tratado regula la cooperación que debe prestar la 
Parte a través de cuyo territorio se traslada la persona extradita- 
da; no siendo necesaria la misma, cuando se utilice el transporte 
aéreo que no tenga previsto aterrizaje en el Estado de tránsito. 


Se establece, también, por el Tratado, que el Estado 
requirente, podrá solicitar le sean entregados los bienes que se 
encuentren en el Estado requerido y que hayan sido producto del 
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delito o delitos cometidos, o servir como medios de prueba. El 
Tratado establece, asimismo, un orden de preferencia que deberá 
tener en cuenta el Estado requerido cuando existan solicitudes de 
extradición de una misma persona por parte de más de un Estado. 


La denominada: "extradición simplificada”, o sea la 
entrega sin extradición, es la solicitud adecuada ante la eventua- 
lidad que la persona reclamada prefiera ser trasladada lo antes 
posible al Estado requirente o si le resulta indiferente permanecer 
en uno u otro Estado. 


Se establece que, como medida cautelar, el Estado 
requirente podrá, a efectos de impedir que se frustre el resultado 
del pronunciamiento final, la detención preventiva de la persona 
reclamada, en casos de urgencia. 


Deberá constar en la solicitud de detención que la misma 
responde a una sentencia condenatoria o mandamiento de detención 
firmes, y en todos los casos, deberá mediar ofrecimiento de 
presentar demanda de extradición. 

Para finalizar, en el procedimiento extradicional se 


procura conciliar los aspectos de una rápida prestación de justicia 
con la debida protección de los derechos de la persona reclamada. 


Sala de la Comisión, 14 de mayo de 1998. 


PABLO MILLOR 
Miembro Informante 


GONZALO FERNANDEZ 
(Discarde) 


CARLOS M. GARAT 
CARTOS JULTO PEREYRA 


AMFRICO RICALDONI 
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ARATADO DE EXTRADICION 
ENTRE 
LA. REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
LA REPUBLICA ARGENTINA 


La República Oriental del Uruguay y Ja República Argentina, en adelante: "Las 
Partes"; 


Conscientes de los profundos lazos históricos que unen a ambas naciones; 


Deseando traducir dichos lazos en asteumentos jurídicos en todas las áreas de interés 
común y, entre ellas, la de cooperación judicial; 


Teniendo en cuenta el marco jurídico en el que se desenvuelven las recíprocas 
relaciones internacionales; 


Han resuelto concluir un Tratado de Extradición en los siguientes términos: 


CAPITULO ! 
PRINCIPIOS GENERALES 


ARTICUDO 1 
OBLIGACION DLE CONCEDER LA EXTRADICION 


Las Partes se obligan a entregarse reciprocamente, según las reglas y. condiciones 
establecidas en este Tratado, las personas requeridas por las autoridades judiciales de 
la otra Parte, por algún delito o para la ejecución de una pena que consista en 
privación de libertad. 


ARTICULO 2 
DELITOS QUE DAN LUGAR A LA EXTRADICION 


1. Darán lugar a extradición los hechos tipificados como delito por las leyes de ambas 
Partes, cualquiera sea la denominación de dicho delito, que sean punibles con UBLACIO,, 


pena privativa de libertad cuya duración po! inferior a dos años. ES pS 4 
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2. St la extradición se solicitare para la ejecución de una sentencia se requerirá, 
además, que la parte de la pena queaón falta por complir no sea inferior a seis meses, 


3, Cuando la solicitud se refiera a varios hechos, distintos, sancionados penalmente 
tanto por la ley de la Parte requirente como por la de la Parte requerida, y no 
concurrieren respecto de uno o algunos de ellos los requisitos de los apartados 1 y 2 
del presente articulo en lo relativo a la duración de la pena, la Parte requerida también 
podrá conceder la extradición respecto de estos últimos 


4. También darán lugar a extradición, conforme al presente Tratado, los delitos 
incluidos en convenios multilaterales en los que ambos países sean parte, 


5, Cualquier delito que no esté expresamente exceptuado en el Capítilo 2 del 
presente Tratado dará lugac a la extradición, siempre que cumpla con los requisitos 
previstos en el artículo 3. 


CAPITULO El 
PROCEDENCIA DE LA EXTRADICION 


ARTICULO 3 
JURISDICCIÓN, DOBLE INCRIMINACION Y PENA 


1. Para que proceda la extíadición es necesario: 


A) que la Parte requirente tenga jurisdicción para juzgar acerca de los hechos 
en los que se funda la solicitud, hayan sido o no cometidos en el territorio de la Parte 
requirente, salvo que la Parte requerida tenga competencia para conocer en la causa. 
Sin embargo, podrá dencgarse cuando el delito se hubiere cometido fuera del 
territorio de la Parte requirente y la ley de la Parte requerida no autorizare la 
persecución de un delito de la misma especie cometido fuera de su territorio; 


B) que, en el momento en que se solicita la extradición, los hechos por los 
cuales se pide cumplan con los requisitos exigidos eo el artículo 2 de este Tratado. 


2. Podrá denegarse la extradición, st la persona cuya extradición se solicita está 

siendo juzgada en el territorio de la Parte requerida a causa del hecho o hechos objeto 
de 7 

de la solicitud. ¿ELA tO,, 
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LAPILUIO 11) 
IMPROCEDENCIA DE LA EXTRADICION 


ARTICULO 4 
DELITOS POLTTICOS 


1. No se concederá la extradición por detitos considerados políticos por la Parte 
requerida o conexos con delitos de esta naturaleza. La sola alegación de un fin o 
motivo político en la comisión de un delito no lo califica como delito de tal carácter. 


2. A los efectos de este Tratado, en ningún caso se considerarán delitos políticos: 


A) el atentado contra la vida de un Jefe de Estado o de Gobierno un 
miembro de su familia; 


3) el genocidio, los crimenes de guerra o los que se cometan contra la paz y la 
seguridad de la humanidad; 


C) los actos de terrorismo, entendiendo por tales los delitos que impliquen: 


a) el atentado contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las 
personas que tengan derecho a una protección internacional, incluidos los agentes 
diplomáticos; 


Db) la toma de rehenes o el secuestro de personas; 


ce) el atentado contra personas o bienes cometido mediante el empleo 
de bombas, granadas, cohetes, minas, armas de fuego, cartas o paquetes con 
explosivos ocultos o dispositivos similares; 


d) en general, cualquier acto de violencia no comprendido en los 
supuestos anteriores, cometido con el propósito de atemorizar a los habitantes de una : 
población o a clases o sectores de la misma, o de realizar represalias de carácter 
político, racial o religioso; 


e) la tentativa de comisión de alguno de los delitos previstos en este 
artículo, o la participación como coautor o cómplice de una persona que cometa o 
intente cometer dichos delitos. 


3. Para calificar la naturaleza política del delito, la Parte requerida podrá tener en 
cuenta la circunstancia de que la Parte requirente revista la forma demasjática 
representativa de gobierno. ro 
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ARTICULO 5 
DELFTOS MUJTARES 


La extradición por delitos estrictamente mulitares queda excluida del campo de 
aplicación del presente Tratado, tan solo cuando los mismos no resultaren punibles 
según el derecho penal ordinacio de las Partes. 


ARTICULO 6 
COSA JUZGADA 


No se concederá la extradición de la persona seclamada, sí hubo sentencia firme en la 
Parte requerida respecto del hecho o de Jos hechos objeto de la solicitud de 
extradición. 


ARTICULO 7 
TRIBUNALES DE EXCEPCION O “AD HOC? 


No se concederá la extradición de la persona reclamada, cuando hubiere sido 
condenada o debiere ser juzgada en la Parte requirente por un Tribunal de excepción 
o "ad hoc". 


ARTICULO 8 
PENA DE MUERTE Y PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD A PERPETUIDAD 


1. No procederá la extradición cuando los hechos en los que se funda la solicitud 
estuvieren castigados en la Parte requirente con pena de muerte O con pena privativa 
de libertad a perpetuidad. 


2. Sin embargo, la extradición podrá ser concedida si la Parte requirente otorgara 
seguridades suficientes de que la pena a cumplir sea la máxima edmitida en la ley 
penal de la Parte requerida, 


CAPTTULO TV 
PRESCRIPCIÓN Y EXTRADICION DI NACIONALES 


ARTICULO 9 
PRESCRIPCIÓN 


o a ¿9 Acto, 

La prescripción se regirá por las leyes de la Parte requirente, da DE ra 
» a 
e 
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ARROPADO 70 
EXTRADECION PE NACIONALES 


Ll No se podiá denegada estradiurso, uo efectos de ser juzgada eu el Vstado 
requirente, por el hecho de que la persona reclamada sea nacional de la Parte 
requerida, 


2. La Parte en cuyo tenitorio se haya impuesto una pena privativa de libertad 
mediante una sentencia con fuerza de cosa juzgada contra uu nacional de la otra que, 
al huir a su país, se haya sustraído a la ejecución de dicha pena, podrá solicitar a la 
otra Parte que prosiga su ejecución, si la persona prófuga se encuentra en su 
territorio. La prosecución de dicha ejecución no estará sobordinada al consentimiento 
de la porsona a la que se haya impuesto la pena. 


“ 


CAPTFULO Y 
LAMEFTES A LA EXPRADICION 


AICUICULO 11 
PRINCIPIO DE LA ESPECIALIDAD 


La persona entregada no será detenida, juzgada ni condenada en el territorio de la 
Parte requirente, por un delito cometido con anterioridad a la fecha de la solicitud de 
extradición distinto de aquél por el cual la extradición fue concedida, con excepción 
de los siguientes supuéstos: 


A) cuando la persona extraditada diese so expreso consentimiento o, habiendo 
tenido la posibilidad de abandonar voluntariamente cl territorio del Estado al cual fue 
entregada, permaneciere en él más de treinta días después de su excarcelación 
definitiva o regresare a él después de abandonarlo, 


13) cuando las autoridades competentes de la Parte requerida consientan en la 
detención, juicio o condena de dicha persona por otro delito. A este efecto, la Parte 
requirente deberá solicitar la correspondiente autotización a la Parte requerida que 
resolverá dicha solicitud tomando en consideración lo establecido en el artículo 2 de 
este Tratado. 


La Parte requirente acompañará a su solicitud de anipliación de extradición un 
testimonio de la declaración judicial prestada, con asistencia letrada, por la persona 
que ya fue entregada sobre los hechos objeto de la ampliación. Dicha solicitud será 
acompañada de los docementos previstos en el párrafo 2 del artículo 13 do este 
Tratado, 


A E 
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ARTICULO 12 
REEXTRADICION A UN TERCER ESTADO 


1. La persona que fue entregada sólo podrá ser reextraditada a un tercer Estado con 
el consentimiento de la Parte que concedió la extradición, salvo en el caso previsto en 
el apartado A) del artículo 11 de este Tratado. 


2. Este consentimiento será acompañado de los requisitos dispuestos en el apartado 
B) del artículo 11 de este Fratado. 


CAPrrULO VI 
PROCEDIMIENTO 


ARTICULO 43 
SOLICITUD 


l. La solicitud de extradición se formulará por escrito y se cursará por vía 
diplomática. Las Partes se comunicarán la designación de una Autoridad Central 
competente para recibir y diligenciar las solicitudes de extradición. 


2. A la solicitud de extradición deberá acompañarse: 


A) Copia o transcripción de la sentencia condenatoria o del auto de 
procesamiento, prisión o resolución análoga según ta legislación de la Parte 
requirente, con relación sumaria de los hechos, lugar y fecha en que ocurricron. En el 
caso de sentencia condenatoria, se acompañará la certificación de que la misma no se 
ha cumplido totalmente, indicándose el tiempo que faltare cumplir. 


B) Todos los datos conocidos sobre la identidad, nacionalidad, domicilio y 
residencia de la persona reclamada y, si fucte posible, su fotografía, huellas dactilares 
u otros medios que permitan su identificación. 


C) Copia o transcripción auténtica de los textos legales que tipilican y 
sancionan el delito, con expresión de la pena aplicable, de los textos que establecen la 
competencia de la Parte requirente para conocer del mismo, así como también una 
declaración de que la acción o la pena no han prescrito conforme a su legislación. 


D) Las seguridades sobre la aplicación de las penas a que se refiere el artículo 
8, cuando fuere necesario. 
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ARTICULO 14 
LEGALIZACIÓN Y AUTENTICACION 


l. La solicitud de extradición, así como tos documentos de cualquier naturaleza que la 
acompañen en esa oportunidad o posteriormente, en aplicación de las disposiciones 
del presente Tratado, estarán exentos de legalización o formalidad seniejante 


2. Cuando se acompañen copias de documentos deberán presentarse certificadas por 
autoridad competente, 


ARTICULO 15 
REPRESENTACIÓN DEL ESTADO REQUIRENTE 
La Parte requirente podrá designar un representante oficial con legitimación, de 
acuerdo.al derecho del Estado requerido, para intervenir en el procedimiento de 
extradición. 


ARTICULO 16 , 
INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA 


1. Si los datos o documentos enviados con la solicitud de extradición fueren 
insuficientes o defectuosos, la Parte requerida lo comunicará de inmediato a la Parte 
requirente la que deberá «subsanar las omisiones o deficiencias que se hubieren 
observado, dentro del plazo de veinte días corridos, contados desde la fecha en que el 
Estado requirente sea informado de la necesidad de subsanar los referidos defectos u 
omisiones. | 


2. Si por circunstancias especiales, debidamente fundadas, la Parte requirente no 
pudiere cumplir dentro de este plazo, podrá solicitar a la Parte requerida que éste sea 
prorrogado por diez días corridos. 


ARTICULO 17 
DECISION Y ENTREGA 


l. La Parte requerida comunicará sin demora a la Parte requirente, por la vía del 
párrafo | del articulo 13, su decisión respecto de la exiradición. 


2. Toda negativa, total o parcial, respecto de la solicitud de extradición, será fundas 
a 
BR 
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3. Cuando la extradición se conceda, la Parte reguirente será informada del lugar y de 
la fecha de la entrega, así como de la duración de fa detención suftida por la persona 
reclamada con fines extradicionales. 


4. Salvo en el supuesto del párrafo siguiente, si la persona reclamada no hubiera sido 
recibida en el plazo de treinta días corridos, contados a partir de la fecha de la 
notificación, será puesta en libertad, pudiendo la Parte requerida denegar 
posteriormente la extradición por los mismos hechos. 


5. En caso de fuerza mayor que impida la entrepa o la recepción de la persona 
reclamada, la Parte alectada informará al otro Estado, pudiéndose acordar una nueva 


fecha para la entrega. 


6. Al mismo tiempo de la entrega de la persona reclamada, también se entregarán a la 
Parte requirente Jos documentos, bienes y otros objetos que deban ser puestos 
igualmente a su disposición. j 


ARTICULO 18 
APLAZAMIENTO DE LA ENTREGA 


1. Si la persona reclamada se encontrare sometida a proceso o condena penales en la 
Parte requerida, la entrega podrá aplazarse hasta que deje extinguidas esas 
responsabilidades en dicha Parte, o efectuarse temporal o definitivamente en las 
condiciones que se fijen de acuerdo con la Parte requirente. 


2. Las responsabilidades Civiles derivadas del delito o cualquier proceso civil al que 
esté sujeta la persona reclamada no podrán impedir o demorar la entrega. 


3. El aplazamiento de la entrega suspenderá el cómputo del plazo de prescripción en 
las actuaciones judiciales que tienen lugar en la Parte requirente, por los hechos 
objeto de la solicitud de extradición. 


ARTICULO 19 
ENTREGA DE BIENES 


l. Sí se concede la extradición, los documentos, bienes y objetos, que se encuentren 
en la Parte requerida y hayan sido obtenidos como resultado del delito o que puedan 
servir de prueba, serán entregados a la Parte requirente, si ésta lo solicita. La entrega 
de dichos bienes estará subordinada a la ley de la Parte requerida y a los derechos de 
los terceros afectados: 
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el pátrafo 1 de este articulo, dichos bienes serán 
entregados a la Pate requitente, si ésta lo solicita, aún en el caso de que la 
extradición no pudiera llevarse a cabe por causa de muerte o fuga de la persona 
requerida. 


3. Cuando la ley de la Parte requerida o el derecho de los terceros afectados asi lo 
exijan, los bienes serán devucltos, sin cargo alguno, a la Parte requerida. 


4, Cuando dichos objetos fueren susceptibles de embargo o decomiso en el territorio 
de la Parte requerida, ésta podrá, a efectos de un proceso penal en curso, 
conservarlos temporalmente bajo condición de restitución. 


ARTÍCULO 20 
SOLICITUDES CONCURRENTES 


t, En caso de recibir solicitudes de extradición respecto de una misma persona por 


más de un Estado, la Parte requerida determinará a cuál de dichos Estados habrá de 
conceder la extradición y notificará su decisión al Estado requirente. 


2. Cuando las solicitudes se refieran a un mismo delito, la Parte requerida dará 
preferencia en el siguiente orden: 


a) al listado en cuyo territorio se hubiera cometido el delito; 
b) al Estado requirente con el cual exista tratado, 


c) al Estado requirente en cuyo territorio tenga residencia habitual la 
persona reclamada. 


3. Cuando las solicitudes se refieran a delitos diferentes, la Parte requerida dará 
preferencia al Estado requirente que tenga jurisdicción respecto del delito más prave, 
a igual pravedad, dará preferencia al Estado requirente que solicitó en primer término. 


ARTICULO 21 
EXTRADICION EN PRÁNSTIFO 


l. Las Partes se prestarán colaboración para facilitar el tránsito por su territorio de las 
personas extraditadas, 


A estos efectos, la extradición en tránsito por el territorio de una de las Partes se 
otorgará, siempre que no se opongan motivos de orden público, previa presentación, 
por la vía dispuesta en el articulo 13, de una solicitud acompañada de una copia de la . 
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documentación mediante la cual se informa de su concesión, junto con una copia de 
la solicitud original de extradición, 


Corresponderá a las autoridades del Estado de tránsito la custodia de la persona 
reclamada. 


La Parte requirente reembolsará al Estado de tránsito los gastos que éste realice con 
tal motivo. 


2. No será necesario solicitar la extradición en tránsito cuando se utilicen medios de 
transporte aéreo que no tengan previsto el aterrizaje en el territorio del Estado de 
tránsito. 


ARTICULO 22 
EXTRADICION SIMPLIFICADA 


La Parte requerida podrá conceder la extradición sí la persona reclamada, con 
asistencia letrada y ante la autoridad judicial de la Parte requerida, prestare su expresa 
conformidad en ser entregada a la Parte requirente, después de haber sido informada 
acerca de sus derechos a un procedimiento formal de extradición y de la protección 
que éste le brinda. 


ARTICULO 23 
GASTOS 


e 


1. La Parte reguerida se hará cargo de los gastos ocasionados en su territorio como 
consecuencia de la detención de la persona cuya extradición se solicita y por el 
mantenimiento en custodia de dicha persona hasta el momento de su entrega, 


2. Los gastos ocasionados por el traslado y el tránsito de la persona reclamada desde 
el territorio del Estado requerido serán a cargo de la Parte requirente. 
CAPITULO VU 
MEDIDAS CAUTELARES 


ARTICULO 24 
DETENCIÓN PREVENTIVA 


1. En caso de urgencia, las autoridades competentes de la Parte requirente podrán 
solicitar la detención preventiva de la persona reclamada. 
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2. La solicitud de detención preventiva indicará la existencia de alguná, de laY 
resoluciones previstas en el párrafo 2 del articulo 13, y hará constar, la inténciónsde: 
sursar seguidamente una solícitud de extradición. Mencionará, asimismo, el delito, por 
el cual se solicitará, el tiempo y lugar de la comisión de aquél y en la medida deló 
posible la filiación de la persona reclamada. 


3. La solicitud de detención preventiva podrá ser presentada a las autoridades 
competentes de la Parte requerida por la vía establecida en el artículo 13 de este 
Tratado o a través de la Organización Internacional de Policia Crininal (INTERPOL) 
y se transmitirá por correo, facsímil o cualquier otto medio del que quede constancia 


escrita. 


4. La persona que hubiera sido detenida en virtud de dicha solicitud será 
inmediatamente puesta en libertad, si al término de los treinta dias corridos, contados 
a partir de la fecha de su detención, la Parte requérente no hubiera presentado en 
forma, ante el Ministerio de Relaciones Exteriores de la Parte requerida, una solicitud 
de extradición conforme a lo dispuesto en el articulo 13 de este Pratado. 


5. Si la persona reclamada fuera puesta en libertad por cumplimiento del plazo 


previsto en el párrafo anterior, la Parte requirente no podrá solicitar nuevamente la 
detención de la persona reclamada sin presentar la solicitud formal de extradición. 


CAPITULO VHI 


PRINCIPIOS DE ORDEN PUBLICO 


ARTICULO 25 
EXCEPCIÓN DE ORDEN PUBLICO 


Excepcionalmente y en forma fundada, la Parte requerida podrá no aplicar alguna o 
algunas de las disposiciones contenidas cn el presente Tratado, cuando considere que 
su cumplimiento pudiera menoscabar sus principios de orden público. 


CAPITULO 1X 


DISPOSICIONES FINALTS . 


ARTICULO 26. 
ENTRADA EN VIGOR Y TERMINACION 


1. El Tratado entrará en a treinta dias después del canje de Instrumentos de 
Ratificación que | tendrá A lugar. en Buenos Átres y permanecerá en vigor mienta ASAS 
o 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Miembro Informante. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: en este caso también 
nos remitimos al informe escrito que fue entregado hace más 
de un año a la Comisión de Asuntos Internacionales. Este 
Tratado con la República Argentina fue suscrito el 20 de se- 
tiembre de 1996 en Montevideo y fue aprobado por mayoría 
en Comisión el 14 de mayo de 1998. Se trata de una adecua- 
ción del Tratado del 23 de enero de 1889, que contenía moda- 
lidades delictivas en desuso y no contemplaba nuevas formas 
delictivas; en lo demás, nos remitimos al informe que obra en 
poder de todos los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-16 en 22. Afirmativa. 


En discusión particular. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-479 


Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


«ARTICULO UNICO.- Apruébase el Tratado de Ex- 
tradición entre la República Oriental del Uruguay y la 
República Argentina suscripto el 20 de setiembre de 
1996, en la ciudad de Montevideo.» 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-16 en 22. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el proyecto de ley aprobado por ser igual al 
considerado) 


11) TRATADO DE EXTRADICION ENTRE LA REPU- 
BLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPU- 
BLICA DE CHILE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se pasa a 
considerar el asunto que figura en noveno término del orden 
del día: «Proyecto de ley por el que se aprueba el Tratado de 
Extradición entre la República y la República de Chile. (Carp. 
N* 646/97 - Rep. N* 639/98)». 


(Antecedentes:) 
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MINISTERIO DE 
RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


Montevideo, 5 MAR, 1997 


SEÑOR PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL: 


El Poder Ejecutivo tiene ell honor de dirigirse a ese Cuerpo a fin de remitir a su 
consideración, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 168, numeral 20, y 85, 
numeral 7, de la Constitución de la República, el Tratado de Extradición entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Chile suscripto el 19 de agosto de 1996 en la ciudad 
de Santiago de Chile, 


El Tratado establece la obligación de las Partes de concederse recíprocamente la extradición 
de las personas que se encuentren en su territorio por algún delito o para la ejecución de una 
pena que consista en privación de libertad, 


Asimismo, señala que los delitos que darán lugar a extradición son aquéllos tipificados 
como tales por las leyes de ambas Partes, cualquiera sea su denominación, siempre que sean 
punibles con una pena privativa de libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos años. 
Si se solicitara la extradición para la ejecución de una sentencia, deberá tenerse en cuenta, 
junto a los requisitos mencionados, que no sea inferior a seis meses la parte de la pena que 
resta por cumplir, 


A la doble incriminación y a la pena se agrega la jurisdicción, constituyéndose así Jos tres 
requisitos fundamentales para que se estime procedente la entrega. 


La legitimidad y la viabilidad del pedido se fundan en la necesaria existencia de jurisdicción 
del Estado solicitante, cuyos tribunales deben tener competencia para entender en las 
conductas para cuyo juzgamiento -o en su caso, cumplimiento de la sentencia- se solicita la 
entrega. 


En virtud de que la determinación del Estado que tiene jurisdicción se rige por normas 
ajenas al Tratado de Extradición, éstas no pretenden establecer un criterio restrictivo acerca 
de la legitimidad del pedido. Es por ello que se ha dejado en claro que este requisito es ajeno 
a la circunstancia de que los hechos en los que se funda la solicitud hayan sido o no 
cometidos en el territorio de la Parte requirente. 


Sin perjuicio de lo expresado supra, el Tratado establece causales preceptivas de denegación 
de la entrega vinculándolas a la naturaleza del delito, a la existencia de una sentencia firme 
previa, al juzgamiento por tribunales de excepción y, a la imposición de pena de muerte o 
privativa de libertad a perpetuidad. 
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En ningún caso se concederá la extradición por delitos considerados políticos O CONEXOS 
con ellos quedando la calificación a cargo de la Parte requerida. La sola alegación de un 
motivo político en la comisión de un delito, por otra parte, no será vinculante para que así se 
lo califique. 


A mayor abundamiento se establece que en ningún caso se considerarán delitos políticos el 
atentado contra la vida o la acción de dar muerte a un Jefe de Estado o de la acción de dar 
muerte a un Jefe de Estado o de Gobierno o a un miembro de su familia, caso conocido en la 
doctrina como "cláusula belga", el genocidio, los crimenes de guerra o los que se cometan 
contra la paz y la seguridad de la humanidad o cualquier otro delito directamente conexo 
con ellos. 


Tampoco se considerarán delitos políticos los actos de terrorismo, quedando comprendidos 
tanto la tentativa como la participación en calidad de coautores o cómplices. Se establece 
una identificación casuística a mero título enunciativo de los que se estiman como delitos 
terroristas a los efectos del Tratado, entendiéndose por tales los que impliquen el atentado 
contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas que tengan derecho a una 
protección internacional, incluidos los agentes diplomáticos, la toma de rehenes o el 
secuestro de personas, el atentado contra personas o bienes cometido mediante el empleo de 
bombas, granadas, cohetes, minas, armas de fuego automáticas, cartas o paquetes Con 
explosivos ocultos o dispositivos similares, 


Una cláusula de alcance residual permite comprender otras hipótesis, abarcando en general 
cualquier acto de violencia po comprendido en los supuestos anteriores y que esté dirigido 
contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas. 


El texto recoge otras causales de denegación usuales, como la extradición por delttos 
militares si los mismos hechos no fueren punibles por el derecho penal ordinario, si hubo 
cosa juzgada en el Estado requerido respecto de las conductas que motivan el pedido, o st la 
persona reclamada hubiera sido condenada o vaya a Ser juzgada por un tribunal "ad hoc" o 
de excepción. 


A la vez, se plantean como causales de denegación, relativas en tanto desaparecen como 
tales mediante el consiguiente correctivo: podrá concederse la extradición, cuando en el 
Estado requirente correspondiera aplicar la pena de muerte 0 privativa de libertad a 
perpetuidad, pero la pena a aplicarse no podrá ser superior a la máxima admitida en la ley 
penal del Estado requerido. 


El Tratado también vincula la posibilidad de denegar la extradición a la existencia de 
prescripción, a la circunstancia de que el delito se hubiera cometido en el territorio del 
Estado requerido, y al principio "non bis in idem". 


Por otra parto, las facultades del Estado requirente en relación a la persona entregada no son 
ilimitadas: sólo se la podrá juzgar por los delites ategados en la solicitud, no se le podrá 
reextraditar, en principio, a un tercer Estado y, no será detenida, juzgada ni condenada en el 
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territorio del Estado requirente, por un delito cometido con anterioridad a la fecha de la 
solicitud de extradición distinto de aquél por el cual fue concedida. 


A su vez, se prevén algunas excepciones razonables respecto de las cuales aquél no rige al 
tradicional principio de la especialidad, aunque: a) cuando la persona extraditada habiendo 
tenido la posibilidad de abandonar voluntariamente el territorio del Estado al cual fue 
entregada y permaneciere en él más de un período determinado después de su excarcelación 
definitiva o regresare a él después de abandonarlo, b) cuando las autoridades competentes de 
la Parte requerida consientan en la detención, juicio o condena de dicha persona por otro 
delito. 


En relación a estas excepciones, la Parte requirente deberá solicitar una ampliación de la 
extradición y sin perjuicio de los demás recaudos deberá acompañar un testimonio de la 
declaración judicial de la persona ya extraditada, con asistencia letrada acerca de los hechos 
objeto de la señalada extensión. 


La reextradición a un tercer país sólo podrá tener lugar con el consentimiento debidamente 
otorgado del Estado que concedió la extradición. Esta posibilidad no cercena derecho 
alguno y se estima coherente con los principios generales consagrados en el tratado, en 
virtud de que procede una nueva evaluación y la consiguiente autorización por parte del 
Estado requerido. 


El Estado requerido deberá informar sin demora acerca de su decisión respecto de la 
extradición solicitada, debiéndose fundar la negativa. Si la persona reclamada está siendo 
procesada o cumpliendo una condena en el Estado requerido por un delito distinto del que 
motiva la extradición, la Parte requerida deberá igualmente resolver e informar acerca del 
pedido. Deberá comunicarse al Estado requirente el lugar y la fecha de la entrega, así como 
la duración de la detención sufrida por la persona reclamada con fines extradicionales. 


“Si la persona reclamada no hubiera sido recibida dentro del plazo determinado deberá ser 
puesta en libertad, pudiendo la Parte requerida denegar posteriormente la extradición por 
los mismos hechos. Exceptúase el caso de fuerza mayor que impida la entrega o la recepción 
de la persona reclamada. De ello informará la Parte afectada al otro Estado, pudiéndose 
acordar una nueva fecha para la entrega. j 


La entrega no podrá ser impedida ni demorada por un proceso pendiente de naturaleza civil 
al que esté sujeta la persona reclamada. 


Si la entrega se aplazara, se suspenderá el cómputo del plazo de prescripción en las 
actuaciones judiciales que tiene lugar en el Estado requirente, por los hechos que motivan la 
solicitud de extradición. 


También se regula la colaboración que debe prestar la Parte a través de cuyo territorio se 
traslada la persona extraditada -cooperación que no será necesaria cuando se utilicen medios 
de transporte aúreo que no tengan previsto aterrizaje en el Estado de tránsito-. 
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Asimismo si el Estado requirente lo solicita le serán entregados los bienes que se encuentren 
en el Estado requerido y hayan sido obtenidos como resultado del delito o puedan servir de 
prueba. Esta entrega se regirá por la ley del Estado requerido. Los bienes serán devueltos sin 
cargo al Estado requerido cuando la ley del Estado requerido o el derecho de los terceros 
afectados así lo exijan. Podrán no obstante ser temporalmente conservados o ser entregados 
bajo condición de restitución cuando aquéllos fueren susceptibles de embargo o comiso en el 
territorio de la Parte requerida. 


El Tratado establece asimismo un orden de preferencia que deberá tener en cuenta el Estado 
requerido ante solicitudes de extradición de una misma persona efectuadas por más de un 
Estado. 


Los supuestos de entrega sin proceso de extradición, "extradición simplificada", proveen una 
solución adecuada cuando median las condiciones que. se señalan ante la eventualidad de 
que la persona reclamada prefiera ser trasladada lo antes posible al Estado requirente o si le 
resulta realmente indiferente permanecer en el territorio de uno u otro país. Podrá 
beneficiarse pues al propio reclamado o al menos se cumplirá con una finalidad de economía 
procesal. 


La materia cautelar se regula con la finalidad, como todas las medidas de esta naturaleza, de 
impedir que se frustren los resultados del pronunciamiento final. De acuerdo a este objeto el 
Estado requirente podrá solicitar la detención preventiva de la persona reclamada en casos 
de urgencia. Deberá constar en esta solicitud de detención que ésta responde a una sentencia 
condenatoria o mandamiento de detención firmes, y, en todo caso, deberá mediar 
ofrecimiento de presentar demanda de extradición. 


Finalmente, las disposiciones referidas a los aspectos procesales del procedimiento 
extradicional procuran conciliar debidamente el interés en una pronta prestación de justicia, 
con la salvaguardia de los derechos de la persona reclamada. 


Dada la relevancia del tema, el Poder Ejecutivo entiende necesaria la ratificación por la 
República del Tratado de Extradición entre la República Oriental del Uruguay y la República 
de Chile, para lo cual se solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la Asamblea General las seguridades de su 
más alta consideración. 


nd 
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PROYECTO DE LEY 
ARTICULO UNICO.- Apruébase el Tratado de Extradición entre la República Oriental del 


Uruguay y la República de Chile suscripto el 19 de agosto de 1996, en la ciudad de Santiago 
de Chile. 
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CÁMARA DE SENADORES 


COMISION DE = 7- 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda a la 
Cámara de Senadores la aprobación del Tratado de Extradición entre 
la República Oriental del Uruguay y la República de Chile, 
suscripto el 19 de agosto de 1996, en la ciudad de Santiago de 
Chile. . 


La mayor parte de los Tratados bilaterales de extradición 
fueron suscriptos hace mucho tiempo, en algunos casos, a fines del 
siglo pasado. Por lo tanto, el Gobierno de la República estimó 
conveniente la adecuación de algunos de ellos, a fin de adecuar las 
soluciones del derecho comparado a los requerimientos de la 
cooperación entre Estados en materia penal. 


El Tratado que rige con Chile data del 10 de mayo de 
1897. Por lo tanto, su texto responde a técnicas legislativas 
superadas, contemplando modalidades delictivas en desuso y, 
absteniéndose, por razones de tiempos históricos, de preveer 
ciertas conductas cuyas manifestaciones, así como su tipificación 
penal, data de algunas décadas. 


El Tratado establece la obligación de las Partes 
contratantes de concederse en forma recíproca, la extradición de 
las personas que se encuentren en su territorio por algún delito 
o para la ejecución de una pena. 


Se señala que los delitos que darán lugar a extradición 
son aquellos tipificados como tales por las leyes de los Estados 
Partes, cualquiera sea su denominación, siempre que sean punibles 
con una pena privativa de libertad cuya duración máxima no sea 
inferior a dos años. 


Los tribunales del Estado solicitantes deben tener 
competencia para entender en las conductas para cuyo juzgamiento, 
o, cumplimiento de la sentencia, se solicita la entrega. 


El Tratado establece causales preceptivas de denegación 
de la entrega, vinculándolas a la naturaleza del delito, a la 
existencia de una sentencia firme previa, al juzgamiento por 
tribunales de excepción y, a la imposición de pena de muerte o 
privativa de libertad a perpetuidad. 


No se concederá la extradición, en ningún caso, por 
delitos políticos o conexos con ellos. 


En ningún caso, se considerarán delitos políticos el 
atentado contra la vida o la acción de dar muerte a un Jefe de 
Estado o de Gobierno o a un miembro de su familia, el genocidio, 
los crímenes de guerra o Jos que se cometan contra la paz y la 
seguridad de la humanidad o cualquier otro delito conexo con ellos. 
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Los actos de terrorismo, tampoco se considerarán delitos 
políticos, quedando comprendidos, tanto la tentativa cuanto la 
participación en calidad de coautores O cómplices. Se estiman como 
delitos terroristas a los efectos del Tratado, el atentado contra 
la vida, la integridad corporal o la libertad de las personas que 
tengan derecho a una protección internacional, incluidos los 
agentes diplomáticos, la toma de rehenes o el secuestro de 
personas, el atentado contra personas oO bienes cometido mediante 
el empleo de bombas, granadas, cohetes, minas, armas de fuego 
automáticas, cartas o paquetes con explosivos ocultos o dispositi- 
vos similares. 


En forma residual se comprende otras hipótesis que abarcan en 
general, cualquier acto de violencia no comprendido en los 
supuestos mencionados supra y que esté dirigido contra la vida, la 
integridad corporal, o la libertad de las personas. 


Se establece causales de denegación usuales, como la extradi- 
ción por delitos militares si los mismos hechos no fueren punibles 
por el derecho penal ordinario, si hubo cosa juzgada en el Estado 
“equerido, respecto de las conductas que motivan el pedido, o si 
la persona reclamada hubiera sido condenada o vaya a ser juzgada 
por un tribunal ad hoc o de excepción. 


Las facultades del Estado requirente en relación a la persona 
entregada no son ilimitadas: sólo se le podrá juzgar por los 
delitos alegados en la solicitud, no se le podrá reextradictar, en 
principio, a un tercer Estado, y, no será detenida, juzgada ni 
condenada en el territorio del Estado requirente, por un delito 
cometido con anterioridad a la fecha de la solicitud de extradición 
distinto de aquel por el cual fue concedida. 


La reextradición a un Estado tercero sólo podrá tener lugar 
con el consentimiento debidamente otorgado del Estado que concedió 
la extradición. : 


El Estado requerido deberá informar sin demora acerca de su 
decisión respecto de la extradición solicitada, debiendo fundar la 
negativa. Si la persona reclamada está siendo procesada 0 
cumpliendo una condena en el. Estado requerido por un delito 
distinto del que motiva la extradición, el Estado requerido deberá, 
igualmente, resolver e informar acerca del pedido. 


si la persona reclamada no hubiere sido recibida dentro del 
plazo determinado deberá ser puesta en libertad, pudiendo la Parte 
requerida denegar posteriormente la extradición por los mismos 
hechos. Se exceptúan los casos de fuerza mayor que impidan la 
entrega o la recepción de la persona reclamada. 


El Tratado regula la cooperación que debe prestar la Parte a 


través de cuyo territorio se traslada la persona extraditada; no 
siendo necesaria la misma, cuando se utilice el transporte aéreo 


1Et. 
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que no tenga previsto aterrizaje en el Estado de tránsito. 


Se establece, también, por el Tratado, que el Estado requiren- 
te, podrá solicitar le sean entregados los bienes que se encuentren 
en el Estado requerido y que hayan sido producto del delito 
o delitos cometidos o servir como medio de prueba. El Tratado 
establece asimismo, un orden de preferencia que deberá tener en 
cuenta el Estado requerido cuando existan solicitudes de extradi- 
ción de una misma persona por parte de más de un Estado. 


La denominada "extradición simplificada", o sea la sin proceso 
de extradición, es la solución adecuada ante la eventualidad que 
la persona reclamada prefiera ser trasladada lo antes posible al 
Estado requirente o si le resulta indiferente permanecer en uno u 


otro Estado. 


Como medida cautelar, el Estado requirente podrá, a efectos 
de impedir que se frustre el resultado del pronunciamiento final, 
la detención preventiva de la persona reclamada en casos de 
urgencia. Deberá constar en la solicitud de detención que la misma 
responde a una sentencia condenatoria o mandamiento de detención 
firmes, y, en todos los casos, deberá mediar ofrecimientos de 
presentar demanda de extradición. 


En el procedimiento extradicional se procura conciliar los 
aspectos de una rápida prestación de justicia con la debida 
protección de los derechos de la persona reclamada. 


Sala de la Comisión, 14 de mayo de 1998, 


PABLO MILLOR 
Miembro Informante 


GONZALO FERNANDEZ 
(Discorde) 


CARLOS M. GARAT 
CARLOS JULIO PEREYRA 


_AMERICO RICALDONT 
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TRATADO DIEENPRADICION 
ENTRE 
LA REPUBLICA ORTENTAL DEL URUGUA Y 
Y 
LA REPUBLICA. PE CUT 


La República Oriental del Uruguay y la República de ChHe; 
Conscientes de los profundos lazos históricos que uneo a ambas naciones; 


Deseando traducir dichos fazos en instrumentos juridicos en todas las áreas de interes 
común y, entre ellas, la de cooperación judicial; 


Teniendo en cuenta el Tratado sobre Igualdad de Trato Procesal y Exhortos entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República de Ciule, 


suscrito en Montevideo el 15 de octubre de 1081; 


Han resuelto concluir un Fratado de Extradición en Dos siguientes términos: 


CAPITULO 1 
PRINCIPIOS GENERALES 


ARTICULO 1 
OBLIGACION DE CONCEDER LA EXPRADICION 


Las Partes se obligan a entregarse reciprocamente, según las reglas y condiciones 
establecidas en este Tratado, las personas que se encuentren en su territorio requeridas 


por las autoridades judiciales de la otra Parte, por algún delito o para la ejecución de una 
pena que consista en privación de libertad. 


ARTICULO 2 
DELITOS QUE DAN LUGAR A LA EXTRADICION 


l. Darán lagar a extradición los hechos tipificados como detfito por las leyes de ambas 
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privativa de libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos años. 


2. Si la extradición se solicitare para la ejecución de una sentencia se requerirá, ademas, 
que la parte de la pena que aún falta por cumplir no sea inferior a seis meses 


3. Cuando la solicitud se refiera a varios hechos, distintos y conexos, sancionados 
penalmente, tanto por la ley de la Parte requirente como por la de la Parte requerida y no 
concurrieren respecto de uno o algunos de ellos los requisitos de los apartados 1 y 2 del 
presente artículo, en lo relativo a la duración de da pena, la Parte requerida también podrá 
conceder la extradición respecto de estos últimos. 


4. Cualquier delito que no esté expresamente excepluado en el Capítulo 1H del presente 
Convenio, dará lugar a la extradición, siempre que cumpla con los requisitos previstos en 
el artículo 3. 

CAPITULO UH 


PROCEDENCIA DE LA EXTPRADICION 


ARTICULO 3 
JURISDICCIÓN, DOBLE INCRIMINACIÓN Y PENA 


Para que proceda la extradición cs necesario: 


A) que el Estado requirente tenga jurisdicción para juzgar acerca de los hechos 
en los que se funda la solicitud, hayan sido o no cometidos en el territorio de la Parte 
requirente, y 


B) que, en el momento en que se soticita ta extradición, los hechos por los cuales 
se pide cumplan con los requisitos exigidos en cl articulo 2 de este Pratado. 


ARTICULO 4 
CONVENIOS MULTILATERALES 


Darán lugar a extradición, también conforme al presente Tratado, los delitos incluidos en 
convenios multilaterales en los que ambos paises sean Parte, 
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privativa de libertad cuya duración máxima no sea inferior a dos años. 


2. Si la extradición se solicitare para la ejecución de una sentencia se requerirá, además, 
que la parte de la pena que aún falta por cumplir no sea inferior a seis meses 


3. Cuando la solicitud se refiera a varios hechos, distintos y conexos, sancionados 
penalmente, tanto por la ley de la Parte requirente como por la de la Parte requerida y no 
concurrieren respecto de uno o algunos de ellos los requisitos de los apartados 1 y 2 del 
presente artículo, en lo relativo a la duración de la pena, la Parte requerida también podrá 
conceder la extradición respecto de estos últimos. 


4. Cualquier delito que no esté expresamente exceptuado en el Capítulo 1H del presente 
Convenio, dará lugar a la extradición, siempre que cumpla con los requisitos previstos en 
el artículo 3. 

CAPITULO Y 


PROCEDENCIA DE LA EXPRADICION 


ARTICULO 3 
JURISDICCIÓN, DOBLE INCRIMINACIOÓN Y PENA 


Para que proceda la extradición cs necesario: 


A) que el Estado requirente tenga jurisdicción para juzgar acerca de los hechos 
en los que se funda la solicitud, hayan sido o no cometidos en el territorio de la Parte 
requirente, y 


B) que, en el momento en que se soticita la extradición, los hechos por los cuales 
se pide cumplan con los requisitos exigidos en cl articulo 2 de este Tratado. 
ARTICULO + 


CONVENIOS MULTILATERALES 


Darán lugar a extradición, también conforme al presente Tratado, los delitos incluidos en 
convenios multilaterales en los que ambos paises sean Parte, 


ES COPIA FIEL DEL TEXTO ORIGINA! 


16 de Setiembre de 1998 CAMARA DE SENADORES 
CAPITULO HI 


IMPROCEDENCIA DE LA EXTRADICION 


ARTICULO 5 
DELTTOS POLÍTICOS 


l. No se concederá la extradición por delitos considerados políticos por ta Parte 
requerida o conexos con delitos de esta naturaleza La sofa afepación de un fin o motivo 
político en la comisión de un delito no lo califica como delito de tal carácter 


+ 


2. Alos efectos de este Fratado, en ningún caso se considerarán delitos políticos 


A) el atentado contra la vida o la acción de dar mucrte a un Jefe de Estado o de 
Gobierno o a un miembro de su familia; 


B) el genocidio, los crimenes de guerra o los que se cometan contra la paz y la 
. E . M o 


seguridad de la humanidad, en violación de las noumas del derecho internacional 
cualquier otro delito directamente conexo con ellos 


C) los actos de terrorismo, entendiendo por tales los delitos que impliquen 
a) el atentado contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las 
personas que tengan derecho a una protección internacional 
diplomáticos, 


meluidos los agentes 


E 


b) la toma de rehenes o el secuestro de personas; 


c) el atentado contra personas o bienes cometido mediante el empleo de 
bombas, granadas, colietes, minas, armas de fuego automáticas, cartas O paquetes con 
explosivos o dispositivos similare 


d) los actos de captura ilícita de buques o acronavos 


cometer dichos delitos; 


e) la tentativa de comisión de alguno de los delitos previstos en este 
artículo, o la participación como coautor o cómplice de una persona que cometa o intente 


f) en general, cualquier acto de violencia no comprendido en los supuestos 
anteriores y que esté dirigido contra la vida, la integridad corporal o la libertad de las 
personas, ¿LAÁCIO,, 
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3. La aplicación del presente artículo no resteingirá las obligaciones que las Partes hayan 
asumido o pudieran asumir cn Tratados bilaterales o multilaterales. 


ARTICULO 6 
DELPFOS MILFFARES 


No se concederá la extradición por delitos exclusivamente militares, si los mismos no 
resultaren punibles según cl detecho penal ordinario de las Pintes. 


ARTICULO 7 
COSA JUZGADA 


No se concederá la extradición de la persona reclamada si hubo sentencia firme en el 
Estado requerido, respecto «del hecho o de los hechos delictivos motivadores de la 
solicitud de extradición. 


ARTICULO 8 
TRIBUNALES DE EXCEPCIÓN O “AD ITOC" 


No se concederá la extradición de la persona rechamada cuando hubicre sido condenada o 
vaya a ser juzgada en la Parte requirente por un Tribunal de excepción o "ad hoc". 


” 


CAPIPUEO IV 
DENEGACION FACULTATIVA DE EXTRADICION: 


ARTICULO 9 
PRESCRIPCION 


Acreditado por la Parte requirente que no han prescrito la acción o la pena por los delitos 
por los cuales se solicita la extradición, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 2.19) del 
articulo 16, la Parte requerida podrá denegar la extradición si la acción o la pena 
hubieran prescrito según su legislación. 


ARTICULO 10 
LUGAR DE COMISIÓN 


Podrá dencgarse la in si el delito por el cual se solicita se considera por la Parte 
requerida como cometido, total o parcialmente, dentro de la jurisdicción torre) Po, ; 
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ARIAICULO 14 
ACTUACIONES EN CURSO POR 1,0S MISMOS HECITOS 


Podrá denegarse la extradición si la persona cuya extradición se solicita está siendo 
juzgada en el territorio del Estado requerido a causa del hecho o hechos motivadores de 
la solicitud. 


CAPTEULO Y 
LIMITES A LA EXTRADICION 


ARTICULO 12 
PENA DE MUERTE O PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD A PERPETUIDAD 


Il. En ningún caso se aplicará la pena de muerte o una pena privativa de libertad a 
perpetuidad. 


2. Cuando los hechos que originen una solicitud de extradición estuviesca castigados con 
la pena de muerte o con una pena privativa de hbertad a perpetuidad en el Estado 
requirente, la extradición será adunsible, pero la pena a aplicarse no podrá ser superior a 
la pena máxima admitida en la ley penal del Estado requerido. 


ARTICULO 13 
PRINCIPIO DE LA ESPECIALIDAD 


La persona entregada no será detenida, juzgada ni condenada, en el territorio del Estado 
requirente, por un delito cometido con anterioridad a la fecha de la solicitud de 
extradición, distinto de aquél por el cual la extradición fue concedida, con excepción de 
los siguientes supuestos: 


A) cuando la persona extraditada, habiendo tenido la posibilidad de abandonar 
voluntariamente el territorio del Estado al cual fic entregada, permancciere en el más de 
45 dias después de su excarcelación definitiva o regresare a él después de abandonarlo; 


B) cuando las autoridades competentes de la Parte requerida constentan en la 
detención, juicio o condena de dicha persona por otro delito. A este efecto, la Parte 
tequirente deberá solicitar la correspondiente autorización a la Parte requerida, que 
sesolverá dicha solicitud tomando en consideración lo establecido en el articulo 2 de cst£, 
AS E e OA 
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La Parte tequirente acompañará a se solicitad de ampliación de extradición un testimonio 
de la declaración judicial prestada, con asistencia letrada, por la persona que ya fue 
extraditada, sobre los hechos objeto de la ampliación Dicha solicitud será acompañada 
de los documentos previstos en el párrafo 2 del articulo 16 de este Tratado, 


ARTICULO 14 
REEXTRADICION A UN TERCER ESTADO 


1. Salvo en el caso previsto en el apartado A) del artículo 13 de este Tratado, la persona 
que fue entregada sólo podrá ser reextraditada aun tercer Estado con el consentimiento 
de la Parte que concedió la extradición. 


2. Este consentimiento será recabado con dos requisitos dispuestos en el apartado 13) del 
artículo 13 de este Tratado. 
CAPTEULO VI 
NACIONALIDAD 


ARTICULO 15 
EXTRADICIÓN DE NACIONALES 


1. El Estado requerido no podrá deñegar la extradición de sus nacionales, cuando ella 
fuere procedente de acuerdo a lo dispuesto en el presente Pratado, 


2. La Parte en cuyo territorio se haya impuesto una pena privativa de libertad mediante 
una sentencia con fuerza de cosa juzgada contra un nacional de la otra que, al huir a su 
país, se haya sustraido a la ejecución de dicha pena, podrá solicitar a la otra Parte que 
prosiga su ejecución, si la persona evadida se encuentra en su territorio, 


La prosecución de dicha ejecución no estará subordinada al consentimiento de la persona 
a la que se haya impuesto la pena. 


CAPITULO Vil 
PROCEDIMIENTO 


ARTICULO 16 
SOLICEFUD 


1. La solicitud de extradición se formulará por escrito y se cursará por via diplomática. 
La Autoridad Central del Estado requerido se encargará de su diligenciamiento, 
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A tal efecto, la Autoridad Central competente en la República Oriental del Uroguay será 
el Ministerio de Educación y Cultura. En la República de Chile lo será el Ministerio de 
Relaciones Exteriores. Poda modificación que se produzca a este respecto se notificará 
por vía diplomática. 


2. Ala solicitud de extradición deberá acompañarse: 


A) Copia o transcripción de la sentencia condenatoria o de la orden de detención 
o de cualquier otro documento que tenga la misma fuerza que esta última, expedidos en 
la forma prescrita por la ley de la Parte requirente En el caso de sentencia condenatoria, 
se acompañará la certificación de que la mistia no se ha cumplido totalmente, indicándose 
el tiempo que faltare por cumplir. : 


B) Una exposición de los hechos por los cuales se solicita la extradición 
indicando, con la mayor exactitud, el tiempo y lugar de su perpetración, su calificación 
legal y las referencias a las disposiciones legales que les fueren aplicables. 


C) Todos los datos conocidos sobre la identidad, nacionalidad, domicilio o 
residencia del sujeto reclamado y, si fuere posible, su fotografía, huellas dactilares u otros 
medios que permitan su identificación. 


D) Copia o transcripción auténtica de los textos legales que fipifican y sancionan 
el delito, con expresión de la pena aplicable, de los textos que establecen la competencia 
de la Parte requirente para conocer del misto, así como timbién una declaración de que 
la acción o la pena no han prescrito conforme a su legislación. 


1) En el supuesto previsto en el artículo 12 se incluirá una constancia de que no 
se aplicará la pena de muerte ni, en su caso, la privativa de libertad a perpetuidad sino, 
como máximo, la pena mayor admitida en la ley penal del Estado tequerido, 


3. La solicitud de extradición, asi como los documentos de cualquier naturaleza que la 
acompañen, en aplicación de las disposiciones del presente Tratado, estarán exentos de 
legalización o formalidad semejante. 


4. Ln Parte requirente podrá designar en el procedimiento de extradición un representante 
debidamente autorizado para intervenic ante la autoridad Judicial del listado requerido, 
de acuerdo a la ley de este último. 


ARTICULO 17 
INFORMACION COMPLEMENTARIA 


l. Silos datos o documentos enviados con ta solicitud de extradición fueren insuficientes 
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deberá subsanar las omisiones e deficiencias que se hobieren observado, dentro del plazo 
de 40 días desde la fecha en que cl Estado 1equivente es informado de la necesidad de 


subsanar los referidos defectos u omisiones, 


2. Si por circunstancias especiales debidamente fundadas, la Parte requirente no pudiere 
cumplir lo establecido en el párrato anterior dentro de este plazo, podrá soficitar a la 
Parte requerida que éste sea prorrogado por 20 dias adicionales 


ARTICULO 18 
DECISION Y ENTREGA 


I. La Parte requerida comunicará sin demora a la Parte requirente, por la vía del párrafo 
1 del artículo 16, su decisión respecto de la extradición. i 


2. Toda negativa, total o parcial, respecto de la soticitud de extradición, será fundada. 


4 Cuando la extradición se conceda, la Parte requirente será informada del logar y de la 
fecha de la entrega, asi como de la duración de la detención subida por la persona 


reclamada con fines extradicionales. 


4. Salvo en el supuesto del párrafo siguiente, si lie persona reclamada no hubiera sido 
recibida en el plazo de 30 días, contados a partir de la lecha de la notificación, será puesta 
en libertad, pudiendo la Parte requerida denegar posteriormente la extradición por los 


” 


mismos hechos. 


5. En caso de fuerza mayor que impida la entrega o la recepción de la persona reclamada, 
la Parte afectada informará al otro Estado, pudiéndose acordar una nueva fecha para la 
entrega. 


6. Al mismo tiempo de la entrega del reclamado, o tan pronto ello sea posible, también 
se entregarán a la Parte requirente, de acuerdo a lo dispuesto en los párrafos 1, 3 y 4 del 
articulo 20, los documentos, dinero o efectos que deban ser puestos igualmente a su 


disposición. 


ARTICULO 19 
APLAZAMIENTO DE LA ENTREGA 


|. Cuando la persona cuya extradición se solicita está sujeta a proceso o cumpliendo una 
condena en el Estado requerido por un delito distinto del que motiva la extradición, la 


Parte requerida deberá igualmente resolver sobre la solicitud de extradición y notificar su 


decisión a la Parte requirente, ¿et ACig 
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2, Si la decisión fuere favorable, la Parte requerida podrá aplazar la entrega hasta la 
conclusión del proceso penal o hasta que se haya cumplido la pena. Sin embargo, si el 
Estado requerido sancionare el delito con una pena cuya duración sea inftiior a la 
establecida en el párrafo 1 del artículo 2 de este Fratado, procederá a la entrepa sin más 
demora. 


3. Las responsabilidades civiles derivadas del delito o cualquier proceso civib al que esté 
sujeta la persona reclamada no podrán impedir o demorar la entiepa 


4. El aplazamiento de la entrega suspenderá el cómputo del plazo de preseripción cn las 
actuaciones judiciales que tienen lugar eu el Estado requirente, por tos hechos que 
motivan la solicitud de extradición, 


ARTICULO 20 
ENTREGA DE BIENES 


I. Sí se concede la extradición, los bienes que se encuentren en el Estado requerido y 
hayan sido obtenidos como resultado del delito o que puedan servir de prucba, serán 
entregados al Estado requirente, si éste lo solicita. La entrega de dichos bienes estará 
subordinada a la ley del Estado requerido y a los derechos de los terceros afectados. 


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 de este articulo, dichos bienes serán 
entregados al Estado requirente, si éste lo solicita, aún en cl caso de que la extradición no 
pudiera llevarse a cabo por causa de tuerte o fuga de la persona requerida, 


3, Cuando dichos objetos fueren susceptibles de embargo o comiso en el territorio de la 
Parte requerida, ésta podrá, a efectos de un proceso penal en curso, conservarlos 
temporalmente o entregarlos bajo condición de su restitución 


4. Cuando la ley del Estado reguetido o el derecho de los terceros afectados asi lo exijan, 
los bienes serán devueltos, sin cargo alguno, al Estado requerido. 


ARTICULO 21 
SOLICITUDES CONCURREN TES 


1. En caso de recibirse solicitudes de extradición respecto de una misma persona por más 
de un Estado, la Parte requerida determinará a cuál de dichos Estados habrá de 
concederse la extradición y notificará su decisión al Estado requirente. 


2. Cuando las solicitudes 50 refieran aun omisimo delito, la Parte requerida dará 
preferencia en el siguiente orden: 


i : ANT] : : . MBOCIO 
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b) al Estado requirente con el cual exista Jratado, 


c) al Estado requirente en cuyo territorio tenga residencia habitual la 
persona reclamada. 


3. Cuando tas solicitudes se refieran a delitos diferentes, la Parte requerida dará 
preferencia al Estado requirente que tenga jurisdicción respecto del delito que la 
legislación penal del Estado requerido considere más grave. A igual gravedad, dará 
preferencia al Estado requirente que presentó su solicitud en primer término. 


ARTICULO 22 . 
EXTRADICION EN TRANSITO 


1. Las Partes se prestarán colaboración para facilitar el tránsito por su territorio de las 
personas extraditadas desde o hacia terceros Estados. 


A estos efectos, la extradición en tránsito por el territorio de una de las Partes se otorgará 
-siempre que no se opongan motivos de orden público- previa presentación, por la vía 
dispuesta en el artículo 16, de una solicitud, acompañada de copias de la comunicación, 
mediante la cual se informe de su concesión. 


Corresponderá a las autoridades del Estado de tránsito la custodia del reclamado. 


y 


La Parte requirente reembolsará al Estado de tránsito los pastos que éste realice con tal 
motivo. 


2. No será necesario solicitar la extradición en tránsito cuando se utilicen medios de 
tansporte aéreo que no tengan previsto el aterrizaje en cl territorio del Estado de 
tránsito. 


ARTICULO 2) 
EXTRADICION SIMPLIFICADA 


La Parte requerida podrá conceder la extradición si la persona reclamada, con asistencia 
letrada y ante la autoridad judicial de la Parte requerida, prestare su expresa conformidad 
en ser entregada a la Parte requirente, después de haber sido informada acerca de sus 
derechos a un procedimiento formal de extradición y de la protección que éste le brinda. 
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ARTICULO 24 
GASTOS 


Los gastos ocasionados por la extradición en el territorio de la Parte requerida estarán a 
cargo de ésta, salvo los gastos de transporte internacional de la persona reclamada, que 
estarán a cargo de la Parte requirente. 


CAPTTULO VIH 


MEDIDAS CAUTELARES 
ARTICULO 25 
DETENCION PREVENTIVA 


1, En caso de urgencia, las autoridades competentes del Estado requirente podrán 
solicitar la detención preventiva de la persona reclamada, 


2. En la solicitud de detención deberá constar expresamente que ésta responde a una 
sentencia condenatoria u orden de detención firmes, con expresión de la fecha y bechos 
-que la motiven, tiempo y lugar de su comisión, filiación y demás datos identificatorios de 
la persona cuya detención se solicita, con ofrecimiento de presentar demanda de 
extradición. . 

3. La solicitud de deteución preventiva podrá ser presentada a las autoridades 
competentes del Estado requirente por la vía establecida en el artículo 16 de este Pratado, 
o a través de la Organización Internacional de Policía Criminal (INTERPOL) y se 
transmitirá por correo, facsímil o cualquier otro medio del que quede constancia escrita. 


4. La persona que hubiera sido detenida en virtud de dicha solicitud será inmediatamente 
puesta en fibertad, si al término de los 40 días a partir de la fecha de su detención, la Parte 
requirente no hubiera presentado en forma, ante el Ministerio de Relaciones Exteriores de 
la Parte requerida, una soficitud de extradición conforme a lo dispuesto en el artículo 16 
de este Tratado. 


5. La puesta en libertad no será obstáculo para una nueva detención, ni tampoco para la 
extradición, si la solicitud de ésta se py esentare ulteriormente. 
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CAPEFULO JA 
ORDEN PUBLICO 


ARTICULO 26 
EXCEPCION DE ORDEN PUBLICO 


Excepcionalmente y en forma fundada, la Parte sequerida podrá no aplicar alguna o 
algunas de las disposiciones contenidas en el presente Pratado cuando considere que su 
cumplimiento pudiera menoscabar su orden público o su seguridad. 


CAPTFTULO X 
DISPOSICIONES FINALES Él 


ARTICULO 27 
RATIFICACIÓN 


El presente Tratado está sujeto a ratificación. El canje de los instrumentos tendrá lugar 
en la ciudad de Montevideo, e 


ARTÍCULO 28 
ENTRABA EN VIGOR Y TERMINACION 


1. El Tratado entrará en vigor 90 dias después del canje de Instrumentos de Ratificación 
y seguirá en vigor mientras no sea denunciado por una de las Partes, Sus efectos cesarán 
6 meses después de la fecha de notificación de la denuncia por via diplomática . 


2. Al entrar en vigor este Tratado, terminará el Fratado de Extradición de Criminales 
entre la República Oriental del Uruguay y la República de Chile, suscrito en Montevideo 
el 10 de mayo de 1897, sin perjuicio de lo establecido en los párrafos 3 y 4 de este 
artículo, 


3: Las estipulaciones del presente Tratado sólo serán aplicables a los delitos perpetrados 
durante su vigencia, E 


4. Los defitos cometidos con anteriotidad a la entrada en vigor de este Tratado, se 
regirán por las disposiciones del Tratado bilateral de Extradición de 10 de mayo de 1897. 
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Hecho en la ciudad: de Santiago, a los EEDENO dias del mes 
de aporta de 1996, en dos ejemplares originales, siendo ambos textos 
auténticos. 


igualmente 
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DIRECTORA 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Miembro Informante. 


SEÑOR MILLOR.- Con la misma tónica que los anterio- 
res, este Tratado fue suscripto el 19 de agosto de 1996 en 
Santiago de Chile y fue aprobado por mayoría en la Comisión 
de Asuntos Internacionales el 14 de mayo de 1998. Este pro- 
yecto implica también una adecuación pero, en este caso, del 
Tratado del 10 de mayo de 1997 que, al igual que el anterior, 
tenía modalidad delictiva en desuso y no contemplaba nuevas 
formas delictivas; en lo demás nos remitimos al informe escri- 
to que obra en la Carpeta de cada señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va votar en general. 


(Se vota:) 

-16 en 22. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 

«ARTICULO UNICO.- Apruébase el Tratado de Ex- 
tradición entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Chile suscripto el 19 de agosto de 1996, 
en la ciudad de Santiago de Chile.» 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 


-16 en 22. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el proyecto de ley aprobado por ser igual al 
considerado) 


12) TERMAS DE ALMIRON. 5* SECCION JUDICIAL 
DEL DEPARTAMENTO DE PAYSANDU 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- De acuerdo 
con el orden del día, correspondería considerar el punto 11), 
pero no se encuentra presente el Miembro Informante, señor 
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Senador Fernández Faingold; en lo que respecta al punto 12), 
fue postergado; en cuanto al punto 13), no se encuentra pre- 
sente su Miembro Informante, señora Senadora Arismendi. 


En consecuencia, corresponde pasar a considerar el asunto 
que figura en el decimocuarto término del orden del día, que 
es un proyecto de ley por el que se declara de interés nacional 
para el desarrollo turístico las Termas de Almirón, en el depar- 
tamento de Paysandú. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Solicito, señor Presidente, que si es 
posible consideremos el asunto que figura en el decimosexto 
término del orden del día. Se trata de una solicitud de venia 
del Poder Ejecutivo para conferir ascensos al grado de Capitán 
de Navío de la Armada. Cabe aclarar que este asunto fue 
aprobado por unanimidad en la Comisión de Defensa Nacio- 
nal, motivo por el cual planteamos esta sugerencia. Por su- 
puesto que para tratar este asunto tendríamos que pasar a se- 
sión secreta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- En síntesis, 
el señor Senador Millor formula moción en el sentido de que 
se trate el punto 16 del orden del día. 


SEÑOR PAJIS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR PAIS.- No tengo ningún inconveniente en atender 
el planteamiento del señor Senador Millor, pero me gustaría 
reiterar el interés ya expresado en el día de ayer en el sentido 
de que se trate el punto 15), que es un tema que había vuelto a 
Comisión, fundamentalmente, por un error en la denomina- 
ción de la Sección Judicial del Puerto de Punta del Diablo. 
Este proyecto de ley ya fue aprobado por unanimidad en la 
Comisión de Industria y Energía. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Si la Presi- 
dencia no está equivocada, se votó tratar el punto planteado 
por el señor Senador Millor. 


SEÑOR PEREYRA.- No se votó, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- En conse- 
cuencia, se seguiría el orden del día y trataríamos el punto 15). 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Precisamente, señor Presidente, fren- 
te a la moción formulada por el señor Senador Millor, que 


16 de Setiembre de 1998 


estoy dispuesto a votar, quisiera saber si quedaron postergados 
los puntos 14) y 15). De lo contrario, ese procedimiento no 
tendría sentido. En ese caso, lo mejor sería seguir el orden del 
día y considerar los asuntos que allí figuran, porque, además, 
no hay razón para postergar esos puntos. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- En lo personal, coincido con el se- 
ñor Senador Pereyra en el sentido de que tendríamos que abor- 
dar la consideración del punto 14), referente a las Termas de 
Almirón, ubicadas en el departamento de Paysandú, porque 
así como el señor Senador Pereyra se preocupa por Punta del 
Diablo, quien habla se preocupa por aquel departamento. 
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Se trata de una norma general, es decir, algo muy sencillo. 
Lo que refiere a Punta del Diablo puede tratarse también rápi- 
damente; en cinco minutos votamos ambos puntos y luego 
podemos pasar a sesión secreta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa con- 
sidera que la moción no debe ser objeto de votación, porque se 
trataría simplemente de continuar con la consideración del or- 
den del día. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en decimocuarto 
término del orden del día: «Proyecto de ley por el que se 
declara de interés nacional para el desarrollo turístico las Ter- 
mas de Almirón, 5* Sección Judicial del departamento de 
Paysandú. (Carp. N* 1143/98 - Rep. N* 716/98)». 


(Antecedentes:) 


Carp. N* 1143/98 
Rep. N* 716/98 
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Artículo Unico.- Decláranse de interés nacional para el 


desarrollo turístico, a los efectos dispuestos por el numeral 


9%) del artículo 85 de la Constitución de la República y por los 
artículos 16 y 17 del Decreto-Ley N” 14.335, de 23 de diciembre 


de 1974, las termas de Almirón, 


departamento de Paysandú. 


ba. Sección Judicial del 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 11 de agosto de 1998. 


JAJIME MARIO 


TROBO 
Presidente 


Comisión de Industria, Energía, 
Minería y Turismo 


Señores Representantes: 


El país tiene hoy fundadas esperanzas en Su 
desarrollo turístico, la utilización de su potencialidad en todas las 
ofertas que el país puede ofrecer al turista generará nuevas posibili- 
dades económicas creando buen número de fuentes de trabajo. 


-En esa perspectiva de desarrollo del turismo hay 
que considerar un turismo que abarque todo el territorio nacional y no 
se limite sólo a determinados períodos de tiempo, debe pensarse un 
turismo nacional con múltiples ofertas para todo el año. Dentro de esas 
ofertas sin duda el turismo termal, que ha tenido un gran desarrollo en 
los últimos años, debe ocupar un lugar destacado. Este proyecta de ley 
que ponemos a consideración de la Cámara para su aprobación apunta a 
ese objetivo. 


Las Termas de Almirón ubicadas en el Km. 85 de 
la Ruta 90, a cinco kilómetros de la ciudad de Guichón, segunda capital 
del departamento de Paysandú, se caracteriza por las propiedades de sus 
aguas, consideradas las mejores aguas termales a nivel internacional. 


Este centro termal, propiedad de la Intendencia 
Municipal de Paysandú, ha sido mejorado últimamente con el cerramiento 
de piscinas, construcción de nuevos moteles, el parcelamiento y venta 
a privados de parte del predio para construcción de un centro poblado, 
de acuerdo a un plan elaborado por el Ejecutivo Departamental que fue 
aprobado en forma unánime en la Junta Departamental y que cuenta con el 
decidido apoyo de la Junta Local y del Centro Comercial de dicha 
localidad. 


Por lo tanto, creemos que existen fundamentos 
suficientes para la aprobación de este proyecto de ley que además de su 
necesidad, complementa lo ya resuelto por el artículo 332 de la Ley 
N* 14.106, de 14 de marzo de 1973, por la que se declaró de interés 
para el turismo, la zona de las Termas de Arapey del departamento de 
Salto y las Termas de Guaviyú en el departamento de Paysandú. 
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El proyecto de ley en consideración, encuadra ciertamente en los 
alcances del artículo 16 del Decreto-Ley N* 14.335, de 23 de diciembre 


de 1974. 


Sala de la Comisión, 1% de abril de 1998. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Léase el pro- 
yecto. 


(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).-Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR SEGOVIA.- Queremos dejar puntualizado que he- 
mos votado favorablemente este proyecto de ley, aunque el 
mismo mantiene un tipo de irregularidad de carácter general a 
la que no me voy a referir al considerar esta iniciativa, sino en 
oportunidad de abordar el siguiente punto del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- En discusión 
particular. 


Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


«Artículo Unico.- Decláranse de interés nacional para 
el desarrollo turístico, a los efectos dispuestos por el 
numeral 9%) del artículo 85 de la Constitución de la 
República y por los artículos 16 y 17 del Decreto-Ley 
N* 14.335, de 23 de diciembre de 1974, las Termas de 
Almirón, 5a. Sección Judicial del departamento de 
Paysandú.» 


-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


RUBEN OBISPO 
Miembro Informante 
JOSE MAHIA Ea 
OMAR CASTRO RIERA 
ROBERTO SCARPA 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado.) 


13) PUERTO DE PESCADORES «PUNTA DEL DIA- 
BLO». 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se pasa a 
considerar el punto que figura en decimoquinto término del 
orden del día: «Proyecto de ley por el que se declara de interés 
nacional para el desarrollo turístico el puerto de pescadores de 
Punta del Diablo, departamento de Rocha. (Carp. N* 1060/98 - 
Rep. N* 706/98)». 


(Antecedentes: Ver 41* S.O.) 
Continúa la discusión general. 
SEÑOR PAJIS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR PAIS.- Señor Presidente: había surgido en Sala el 
cuestionamiento de que se encontraba equivocada la identifi- 
cación de la Sección Judicial correspondiente al puerto de 
pescadores de Punta del Diablo ya que en lugar de la 2a. se 
trata de la Sa. 


Se ha comprobado que esto es un error que venía ya en el 
proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. Por con- 
siguiente, la Comisión de Industria y Energía ha procedido a 
proponer la modificación correspondiente para que luego la 
iniciativa vuelva a la Cámara de Representantes a los efectos 
de que acepte la modificación que he señalado. 


(Murmullos en Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa ad- 
vierte a los señores Senadores que están en una deliberación y 
que si no desean guardar silencio, se dirijan al ambulatorio. 


Puede continuar el señor Senador Pais. 
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SEÑOR PAIS.- Reitero, señor Presidente, que la Comisión 
de Industria y Energía propone que se modifique el proyecto 
venido de la Cámara de Representantes en lo que refiere a la 
identificación de la Sección Judicial, porque se ha comproba- 
do que se trata de la 5a. y no de la 2a. Asimismo, la Comisión 
consideró un planteamiento realizado en Sala, fundamental- 
mente por el señor Senador Segovia, relacionado con los al- 
cances de la zona afectada por la declaración de interés nacio- 
nal para el desarrollo turístico. De los antecedentes, de los 
contactos que se hicieron con los autores de la iniciativa y de 
las declaraciones que se vertieron a lo largo del tratamiento 
del tema en el Plenario de la Cámara de Representantes, se 
desprende que deliberadamente no se han identificado exacta- 
mente los padrones o el alcance de la afectación de la zona 
debido a que en este momento se encuentra en discusión un 
proyecto, un «Plan de Excelencia» que se está llevando a cabo 
en coordinación con los Ministerios de Turismo y de Vivien- 
da, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, así como con 
la Intendencia Municipal de Rocha y Comisiones integradas 
por los pobladores de Punta del Diablo. 


Además, el alcance del interés nacional para el desarrollo 
turístico está claramente establecido por los artículos 16 y 17 
de la Ley N” 14,335, y como bien especifica la segunda de las 
disposiciones mencionadas, la atención a las zonas turísticas 
declaradas de interés nacional prevista en el artículo 85, nu- 
meral 9%) de la Constitución de la República será llevada a la 
práctica mediante convenios celebrados entre los gobiernos 
departamentales correspondientes y el Poder Ejecutivo. 


Esta es la oportunidad que los Legisladores autores del 
proyecto han considerado adecuada para establecer exactamente 
los límites territoriales que alcanza esta declaratoria. 


Hechas estas explicaciones y vertidos estos conceptos en la 
Comisión, sometemos nuevamente este proyecto a la conside- 
ración del Cuerpo. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).-Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR SEGOVIA.- La iniciativa en cuestión es una pro- 
puesta de declaración de interés nacional para el desarrollo 
turístico -así viene mencionada- del «Puerto de Pescadores de 
Punta del Diablo». A mi juicio, no es posible tratarla si no se 
incorpora a un par de marcos complementarios que son los 
mencionados por el señor Senador Pais. Uno de ellos tiene que 
ver con el ordenamiento denominado «Plan de Excelencia» de 
Punta del Diablo, licitado y financiado por el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que 
ha tenido en esto una presencia manifiesta. 


El otro marco es una propuesta, muy loable por cierto, 
nacida en el departamento de Rocha, cuyo tema es, precisa- 
mente, «Rocha hacia el año 2000». Se trata de un estudio 
profundo de las condiciones del departamento. 
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La dificultad que tienen estas iniciativas -y es lo que quie- 
ro destacar- es que son emprendimientos independientes o, 
por lo menos, de distinto control, ya que la propuesta que 
viene enmarcada en el numeral 9%) del artículo 85 de la Cons- 
titución de la República pone el tema en manos del Ministerio 
de Turismo. Dicha Cartera administrará tal solución. 


Esto se acompaña con lo ya mencionado sobre una mala 
definición del bien para el que se pide esa declaración de 
interés nacional para el desarrollo turístico. Digo mala defini- 
ción en el sentido de que se ha utilizado la expresión «Puerto 
de Pescadores de Punta del Diablo» que es -aparte de lo que 
había mencionado en la sesión anterior en cuanto a deslinde 
del inmueble- un elemento de confusión. El área afectada ge- 
neraliza una confusa definición del paraje en relación con la 
verdadera Punta del Diablo -como podríamos constatar apenas 
nos acercáramos al Cerro de la Buena Vista, donde se separa 
Cabo Polonio del balneario de Valizas, y observando la es- 
tructura costera- ésta debe su nombre al hecho de que por su 
conformación parece un tridente. 


Por otro lado, un proyecto que nos parece profundamente 
loable, la forma como fue caratulado constituye una limitante 
de lo que me parece es el espíritu de la propia propuesta, que 
no pretende concentrarse en el «Puerto de Pescadores de Punta 
del Diablo», sino abarcar mucho más, un espacio mucho más 
importante, que es el que pensamos debe ser tomado en cuenta 
en esta iniciativa. 


Si se aprueba el proyecto, el Ministerio de Turismo recibe 
en atención un área que sostiene ya una fuerte intervención del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente con el «Plan de Excelencia de Punta del Diablo». Pero 
lo que realmente nos preocupa es el desconocimiento que te- 
nemos sobre el plan, que podría conducir a que no necesaria- 
mente tenga como orientación final la turística, la que se pide 
en este proyecto. Se genera, entonces, una posible superposi- 
ción entre las competencias administrativas de dos Ministe- 
rios, el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente -que ya ha iniciado intervenciones- y el de Turismo, 
que ahora recibe el tema en base al numeral 9* del artículo 85 
de la Constitución de la República. 


Como lo mencionáramos en la sesión pasada, esto puede 
traer dificultades, y existe un ejemplo muy claro en un tema 
que está siendo tratado ahora, que tuvo el mismo origen y que 
es la zona del Puerto de La Paloma. 


El puerto, la población y la organización territorial de La 
Paloma fueron concebidos como una zona de alto turismo, con 
una planificación acorde a ese objetivo. Distintas circunstan- 
cias retuvieron el desarrollo normal de esta zona y después se 
transformó en un puerto pesquero, finalmente en una terminal 
pesquera con asentamiento de un puerto de tipo industrial con 
empresas vinculadas a la pesca, que tenían su localización allí 
y que originaron variantes en el uso que se hizo de toda la 
estructura. Hoy se menciona al Puerto de La Paloma no como 
área turística, aunque se mantienen esas características, sino 
como puerto de aguas profundas para nuestro país. 
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SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR SEGOVIA.- Con mucho gusto, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Quisiera hacer una precisión, no con 
el ánimo de discrepar con el señor Senador Segovia, sino en 
carácter rigurosamente histórico. El señor Senador afirma que 
La Paloma se proyecta y desarrolla como una zona turística, y 
recién después en forma adyacente surge el puerto; al respec- 
to, debo señalar que históricamente es totalmente al revés. El 
puerto existió con una ubicación distinta a la que hoy tiene, 
desde fines del siglo pasado, en lo que actualmente se ha 
llamado ensenada general o bahía grande de La Paloma. En- 
tonces, había dos islas: la que actualmente existe y otra donde 
hoy está asentado el puerto unida a tierra por un istmo. Ese 
istmo se construyó a los efectos de cambiar el lugar del puer- 
to, y recién después La Paloma tuvo un desarrollo turístico. 
Por lo tanto, el puerto es anterior al proyecto turístico. 


Aprovecho para decir que en el departamento de Rocha 
existe una oposición o incompatibilidad entre la construcción 
de un nuevo puerto, la ampliación o adecuación del actual, ya 
sea para pesca, turismo u otras actividades portuarias, y la de 
desarrollar el turismo. Sin embargo, no creemos que sea así. 
Es cierto que La Paloma tiene un gran atractivo turístico, pero 
también lo es que no puede pensarse que por el hecho de que 
exista un puerto cerrado, además, por una larga escollera, eso 
pueda dificultar el desarrollo turístico. Esto está en contradic- 
ción con lo que sucede en otras grandes ciudades donde la 
zona turística está ubicada en una zona contigua al puerto. 
Aquí mismo, a dos kilómetros del puerto de Montevideo están 
las playas; de manera que esa incompatibilidad no existe. 


No lo ha dicho el señor Senador Segovia, pero aprovecho 
la interrupción para señalar que si no se construye o reconstru- 
ye el Puerto de La Paloma, no estaríamos creando fuentes de 
trabajo permanentes en la zona. Hay que tener en cuenta que 
el turismo es una fuente de trabajo importante, pero que dura 
un mes y medio o dos; sin embargo, el puerto puede constituir 
una que dure todo el año. ¡Y vaya si hace falta trabajo en el 
departamento de Rocha! 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Puede conti- 
nuar el señor Senador Segovia. 


SEÑOR SEGOVIA.- Cuando hacíamos mención al hecho 
de su diverso origen, que no comparte históricamente el señor 
Senador Pereyra, era porque lo vinculábamos a una distinta 
ubicación de la actual y no tenía otro alcance que el que qui- 
siera mencionar ahora. No comparto con el señor Senador 
Pereyra el hecho de que la pesca y su industria no crean difi- 
cultades al turismo. En este caso, me remito a la experiencia 
personal, porque fui poblador de La Paloma, incluso posible 
poblador permanente, y abandoné la idea por la instalación de 
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la parte pesquera, que generó una contaminación ambiental 
imposible de soportar. Es uno de los argumentos que podría- 
mos poner en el sentido de que la industria pesquera se vuelve 
prácticamente incompatible con la turística. Evidentemente, 
cada uno es dueño de soportar ese tipo de situaciones y no 
quiero profundizar en el tema. 


Sí quisiera volver al asunto del puerto de aguas profundas, 
porque si éste culmina siendo una terminal atlántica de real 
importancia para el país -como prevemos que debe serlo- y un 
lugar de embarque de la producción forestal, se va a producir 
un importante deterioro desde el punto de vista exclusivamen- 
te turístico en el uso de la zona. 


Quiero hacer hincapié -ya que en modo alguno nos opone- 
mos a una iniciativa que desde el principio catalogué como 
loable- en el hecho de que, por interés turístico, estamos legis- 
lando en el caso de las Termas de Almirón. Por intereses del 
desarrollo forestal y de salida de nuestros productos forestales, 
estamos legislando con respecto al puerto de aguas profundas, 
a la Hidrovía y a temas que tienen que ver con el avance del 
transporte en este país. Asimismo, por intereses de tipo mine- 
ro, estamos legislando e incorporando a nuestro sistema una 
cantidad de leyes pequeñas o mayores. Por intereses arroceros, 
estamos legislando en otros departamentos del país. En defini- 
tiva, con todo esto quiero globalizar una manifiesta crítica a la 
conducción política en temas de Estado por parte de este Go- 
bierno. 


El Gobierno no ha tomado en cuenta -y eso es pena grave 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente- que una «Ley de Ordenamiento Territorial» previa, 
tendría solucionado todo este tipo de problemas. Si tuviéramos 
una ley de estas características anterior a las necesidades ac- 
tuales de tomar decisiones puntuales, el tema global resolvería 
los puntuales. 


Esa es una deuda que el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente tiene con quienes inte- 
gramos la Comisión de Vivienda del Senado; me refiero a que 
este proyecto de ley ya está en desarrollo y no hemos tenido la 
posibilidad de realizar una discusión previa. Estoy hablando 
de que ni siquiera se ha llevado este tema a nivel legislativo. 
Creemos que es una forma equivocada de abordar los intereses 
políticos y los temas de Estado. En estos días se va a repetir 
esta situación, apenas empecemos a tratar el proyecto de ley 
del Puente Colonia-Buenos Aires, porque carece de un orde- 
namiento territorial previo que permita solucionar una canti- 
dad de dificultades inherentes a la profundidad del tema. 


Pienso que lo que necesitamos fundamentalmente es saber 
con claridad -recalco que esta es la crítica severa que debemos 
hacer a esta conducción en temas de Estado- cuál es la pro- 
puesta para nuestro país y nuestro territorio, más allá de que 
tampoco debemos equivocar la forma de llevar adelante el 
tema. Nos encaminamos a incurrir en un nuevo error, por 
cuanto no hay ordenamiento territorial posible si no existe un 
acondicionamiento previo. Insisto en que primero debe haber 
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acondicionamiento territorial para luego ir a su ordenamiento, 
pero parece que nuevamente estamos poniendo la carreta de- 
lante de los bueyes. En definitiva, se aborda el ordenamiento 
territorial cuando no hemos tocado el tema del acondiciona- 
miento. 


Queríamos dejar sentado este concepto, porque a corto pla- 
zo se va a repetir la problemática del ordenamiento territorial. 
Dejo de lado la puntualización que había hecho en cuanto al 
deslinde, ya que considero que es oportuna la forma en que ha 
de encararse el tema. Se habría soslayado de haber ordena- 
miento territorial, y de no existir éste, por lo manifestado en el 
propio tratamiento en la Cámara de Representantes, en cuanto 
a los «180 kilómetros de la costa de Rocha limitada por dos 
cañadas, donde Punta del Diablo comprende una franja de 
aproximadamente 1.200 metros de largo por 100 metros de 
ancho entre Punta Palmar y Cerro de Rivero». Sería una forma 
de deslinde adicional que no permitiría que incurriéramos en 
dificultades a posteriori. 


Realmente creo que en el tratamiento que se está dando a 
la temática del ordenamiento territorial del país, donde el Puen- 
te, el Eje Vial, la Hidrovía y tantos temas trascendentes para 
este período no están siendo encarados como temas de Estado, 
se ha equivocado el camino. 


Forma parte de un grueso error donde se opera, con acier- 
tos y equivocaciones, por parte del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas -entiendo que en acuerdo con el Poder Ejecuti- 
vo- del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente -supongo que también debidamente consul- 
tado- y del Ministerio de Turismo y de las Intendencias Muni- 
cipales, al no disponer, desde el punto de vista global, de una 
norma que nos permita saber cómo actuamos en el territorio 
nacional. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me voy a limitar exclusivamente 
al tema de este proyecto de ley y, por lo tanto, a Punta del 
Diablo; de otro modo, me temo que el señor Presidente debe- 
ría llamarme al orden, tal como dice el Reglamento. 


En primer lugar, es cierto que la verdadera Punta del Dia- 
blo en los mapas marítimos no es la que estamos consideran- 
do; pero está muy claro en este texto que cuando se habla del 
puerto de pescadores de Punta del Diablo no hay equivocación 
posible, porque la verdadera localidad llamada Punta del Dia- 
blo no es un puerto de pescadores sino un lugar específico. 


En segundo término, me parece que la determinación de 
cambiar 2* Sección Judicial por 5* Sección Judicial, da una 
interpretación que no es perfecta -como señalaba el señor Se- 
nador Segovia- pero permite individualizar a qué nos estamos 
refiriendo. 
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Podría existir otro modo, porque quienes conocemos esa 
zona sabemos que para muchos Punta del Diablo no empieza 
en esos mil y pico de metros, sino después de otra bahía donde 
se encuentra ubicada la famosa y misteriosa «Casa de la Viu- 
da», pero esa discusión alargaría el tratamiento del asunto. 


En tercer lugar, creo que la intención es muy buena; por lo 
tanto, la vamos a apoyar. 


En cuarto lugar, entendemos que la referencia al artícu- 
lo 85 de la Constitución alude específicamente a la parte 
final -aunque no se diga así- porque habla de declarar de 
interés nacional zonas turísticas que serán atendidas por el 
Ministerio respectivo. Lo que estoy proponiendo -y pienso 
que a lo mejor la Comisión lo acoge- es que, como ya hay una 
modificación en el texto -de 2* Sección Judicial por 5? Sección 
Judicial- por lo que el tema tendría que volver a la Cámara de 
Representantes, le agreguemos una frase al final, después de 
donde dice «departamento de Rocha». Esta frase puede ser 
considerada como obvia, pero tiene por objeto destruir cons- 
tantes previsiones que a veces surgen desde los Municipios 
porque, a pesar de que se habla de la descentralización, se 
concentran facultades en los Ministerios con menoscabo de 
competencias de las respectivas Intendencias Municipales. Acla- 
ro que en este proyecto de ley éste no existe y es obvio que las 
competencias municipales en la materia continúan. Pero para 
que no queden más dudas en cuanto al tema, sugiero que a 
continuación del texto se diga «La atención del Ministerio 
respectivo,» -la palabra «atención» es la que utiliza la Consti- 
tución cuando expresa «será atendido»- «derivada del citado 
artículo constitucional, es sin perjuicio de las competencias de 
las autoridades municipales». 


14) PRORROGA DE LA HORA DE FINALIZACION DE 
LA SESION 


SEÑOR RICALDONI.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI.- Voy a plantear una cuestión de 
orden. Solicito que se prorrogue la hora de finalización de la 
sesión hasta que culmine la consideración de este tema. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite, señor Presidente? 


Anteriormente realicé una propuesta con respecto a alterar 
el orden del día; por lo tanto, formulo moción para que se 
extienda la hora de finalización de la sesión hasta que se trate 
el punto que figura en decimosexto lugar, que debe ser consi- 
derado en sesión secreta, ya que refiere a venias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 
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(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 
15) PUERTO DE PESCADORES «PUNTA DEL DIABLO» 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Continúa la 
consideración del proyecto de ley referente al Puerto de Pesca- 
dores «Punta del Diablo». 


Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: pretendí sinteti- 
zar y creo que lo logré. Simplemente, haré llegar a la Mesa la 
frase que he propuesto. 


SEÑOR PAIS.- ¿Me permite una interrupción, señor Sena- 
dor? 


SEÑOR KORZENIAK.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR PAIS.- Comparto la preocupación del señor Sena- 
dor Korzeniak, pero creo que su inquietud también está con- 
templada en la disposición legal que se cita en el artículo 
único del proyecto de ley. Digo esto porque el artículo 17 de 
la Ley N* 14.335 establece que no es naturalmente incompati- 
ble, sino que es un desarrollo de lo establecido por el artículo 
85, numeral 9* de la Constitución. Aquel artículo expresa que 
la atención a las zonas turísticas declaradas de interés nacional 
previstas en el artículo 85, numeral 9%, de la Constitución de la 
República será llevada a la práctica mediante convenio cele- 
brado entre los gobiernos departamentales correspondientes y 
el Poder Ejecutivo. 


Hasta donde yo sé -naturalmente esto no está en el texto 
del proyecto de ley- esa es la intención. Se está de acuerdo 
con el Gobierno Departamental en este caso y seguramente 
también -aprovecho para decirlo- es el caso de Paysandú con 
el anterior proyecto de ley que aprobamos en los mismos tér- 
minos que ahora discutimos éste. Allí tampoco hay un deslin- 
de exacto, sino la identificación de una Sección Judicial, y a 
nadie se le ocurre -por lo menos no a mí- que se pueda impul- 
sar el desarrollo o aplicación de esta atención turística si no es 
con la participación del Gobierno Departamental. En conse- 
cuencia, la preocupación del señor Senador Korzeniak creo 
que está contemplada por el artículo 17 de la Ley N* 14.335. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Puede conti- 
nuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Brevemente quiero decir que aclaré 
bien que la frase que proponía de algún modo yo mismo la 
consideraba obvia, por lo que estoy compartiendo lo que aca- 
ba de expresar el señor Senador Pais. Sin embargo, pienso que 
es útil incluirlo para evitar otras posibles interpretaciones. 
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La disposición jurídica que se acaba de citar efectivamente 
supone la existencia de convenios, pero lo que han reclamado 
en casos similares algunos Municipios -concretamente el de 
Rocha en el ámbito de la Junta Departamental y a través de 
algún discurso del propio Intendente, porque lo he escuchado- 
es que mientras no haya un acuerdo, aparentemente por dispo- 
sición directa de la Constitución -esta es una interpretación- 
no se produce el convenio y el tema es de cargo del Ministe- 
rio. En consecuencia, se le atribuyen a esas disposiciones lega- 
les -esto ha ocurrido recientemente con otro proyecto de ley 
que pasó por el Senado- afanes centralizadores, que me consta 
que no los tiene ninguno de los miembros de la Comisión ni el 
propio proyecto de ley. Por lo tanto, mi propuesta tiende a 
disipar dudas y no a incorporar algo que no estuviera. Admito 
que es así, pero de todos modos hago llegar a la Mesa esta 
sugerencia. 


Finalmente, quiero aclarar que si no fuera porque el pro- 
yecto de ley tiene que ser devuelto a la Cámara de Represen- 
tantes porque tiene una modificación, no hubiera planteado 
esto; sin embargo, lo hago aprovechando esa circunstancia de 
procedimiento que hace que no se pierda tiempo por esta si- 
tuación. Asimismo, no tendría inconveniente en que se aclara- 
se a la Cámara de Representantes que esto, aunque pueda 
considerarse obvio, tiene un tono aclaratorio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa en- 
tiende que, vista una nota de la Cámara de Representantes que 
aclara el punto, se trata de un error totalmente subsanable, es 
decir que no tendría que volver a dicha Cámara. En todo caso, 
si el señor Senador Korzeniak lo desea, se da lectura a la nota 
de la Cámara de Representantes, aclarando que donde dice «2* 
Sección» debe decir en puridad «S* Sección». Creo que en una 
infinidad de leyes, particularmente en las de Presupuesto, se 
corrigen números y artículos. 


En consecuencia, sin afectar el derecho del señor Senador 
Korzeniak de proponer los aditamentos que desee, la Mesa le 
comunica que, a su juicio, si el Senado aprueba tal como está 
este proyecto de ley, el mismo no debe volver a la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- En primer lugar, comparto la tesis 
que sostiene que el error material no necesita el trámite. En 
segundo término, en esa hipótesis retiro la moción y dejo como 
constancia que esa es la interpretación correcta que todos esta- 
mos haciendo. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 
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SEÑOR SEGOVIA.- Quisiera redondear lo planteado por 
el señor Senador Korzeniak en el sentido de que las áreas que 
se están manejando han pasado a ser áreas de carácter subur- 
bano y urbano con los nuevos fraccionamientos de tierra, don- 
de las potestades municipales en cuanto a ordenamiento y tra- 
zado cobran fuerza. 


16) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- La Mesa in- 
forma al Senado que en este momento no hay quórum para 
votar. 


SEÑOR GARGANO.-- Que se levante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Luis E. Mallo).- Se va a votar 
la moción formulada. 


(Se vota:) 


-13 en 15. Afirmativa. 
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Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 7 minutos, presidiendo el doc- 
tor Luis E. Mallo y estando presentes los señores Senadores 
Bentancur, Bergstein, Brezzo, Dalmás, Garat, Gargano, 
Hualde, Irurtia, Korzeniak, Pais, Pereyra, Quarneti, Rical- 
doni y Segovia.) 
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